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BLOQUE I: INTRODUCCIÓN HISTÓRICA Y ELEMENTOS CONFIGURADORES DE LA AUTONOMÍA DE CATALUÑA

TEMA 1: INTRODUCCIÓN HISTÓRICA A LA AUTONOMÍA DE CATALUÑA
1.- Origen histórico de la Generalitat de Cataluña

Introducción: La CE 78 y estatutos de autonomía reconocen una distribución de poder y competencias. Se reparte entre diferentes instancias. La situación actual no nace con la CE del 78, sino que tiene unos orígenes históricos. La capacidad de autogestión de Cataluña tiene unos orígenes mucho más remotos. Por ello se dice que Cataluña es una comunidad autónoma histórica. También hay que tener en cuenta que la situación actual no se reconoció en el pasado como tal. España se ha caracterizado siempre por una centralización del poder y no una distribución de poderes.

Orígenes: La situación actual es fruto del reconocimiento de una tradición histórica, jurídica, lingüística. No tenemos muchos ejemplos, además, de reconocimiento de Cataluña como poder autonómico, y es que España se ha caracterizado por ese fundamento centralizador que no ha puesto facilidades a ese poder autonómico.

Nos podemos remontar a la E Media con dos figuras que nacen en el ámbito municipal (Barcelona- Consell de Cent) y la Diputación del General o Generalitat que fue creada en 1283 y se consolidó en 1359 con Pere III El Cerimoniós. La diputación del General es un órgano donde se agrupan los diferentes estamentos de la época (era como la contrapartida al poder real). Y esta institución tenía atribuidas determinadas funciones de carácter administrativo- ejecutivo con un alcance muy limitado (recaudación de contribuciones, determinadas decisiones sobre gastos, algunas decisiones de carácter militar en caso de invasión, etc.). La figura actual de la Generalitat no es el sucesor de la Diputación del General, porque era algo muy diferente. Representaba, eso sí, cierto autogobierno frente al pode real en este ámbito.

Esta situación se mantiene durante muchos años y seguramente el siguiente punto de inflexión llega ya en el S. XVIII que nos va a conducir al primer documento del Decreto de Nova Planta: En el año 1700 muere Carlos II de los Austrias; le sucede Felipe V de la casa de los Borbones. Comienza el reinado y una de sus primeras actuaciones  es jurar respeto el régimen establecido en lo que era Cataluña, que se basaba en una cierta autogestión aunque limitada. Lo que ocurre es que aun así, parte de la sociedad catalana mantenía recelos de que eso fuera así, porque tenían el ejemplo de Luis XIV (abuelo de Felipe V) que instauró un régimen muy severo y centralista y se esperaba que él continuara con la actuación de su abuelo. Por ello, la sociedad catalana se asocia a determinadas potencias europeas para ir en contra de la situación, y a favor al Archiduque Carlos de Austria. Por ello se genera una rebelión en 1705. De hecho, el Archiduque jura mantener respeto al régimen que se aplicaba al territorio, y las tropas de Felipe V se imponen a las de Carlos de Austria y éste último se va  de España. 

2.- Cataluña dentro de la España moderna y contemporánea: Del Decreto de Nova Planta a la Mancomunidad

Pero el 11 de septiembre de 1714 cae Barcelona; a partir de ahí lo que sucede es que el régimen de cierto autogobierno de Cataluña se pierde, y el instrumento que ejemplifica la nueva situación es el Decreto de Nova Planta aprobado por Felipe V (Material 1). Supone la pérdida de los órganos de autogobierno (básicamente la Diputación del General) y pasa a ser regulada por una organización prácticamente militar liderada al capitán general que hace mención el Decreto. Este régimen se alarga mucho en el tiempo y empiezan a haber ciertos cambios entrado ya el S XIX; el cambio más significativo en el ámbito administrativo posiblemente sea el cambio de la estructura denominada provincia (como elemento de estructura básica y elemento intermedio entre el órgano municipal y el poder estatal). Eso sí, que hablemos de provincia no significa que hablemos ya de un régimen de descentralización; es una figura que se crea por el Estado para reforzar el control del poder estatal y la uniformidad del territorio. Es una extensión más del poder central, por lo tanto.

Junto a esta evolución de estructura administrativa, aparecen diferentes movimientos doctrinales y políticos en defensa de una ruptura con el régimen imperante y la necesidad de reconocer a Cataluña como entidad propia y merecedora de un grado de independencia del resto de España. En este sentido, pues tienen un papel destacado la obra de Valentí Almirall “Lo Catalanisme” (1886). Este movimiento, caracterizado por ser republicano, tuvo su máximo esplandor jurídico en la Constitución Federal de la I República española de 1873; pero en el año 1874 se instauró la monarquía borbónica y se vuelve a la situación anterior, por lo que no llegó a concretarse la nueva situación. 

Este fracaso hizo que fructificaran nuevas posturas que appostaban más por un régimen de autonomía pero dentro de la configuración del Estado Español; no a un nivel de reconocimiento de Estado a Estado, sino como una estructura autónoma dentro del Estado Español. Desde un punto de vista intelectual se refleja en la obra de Prat de la Riba “La nacionalitat catalana” (1906), que políticamente te ve reflejada en la Lliga Regionalista que fue la fuerza hegemónica hasta la dictadura de Primo de Rivera.

Una concreción del autogobierno llega con la Mancomunitat. Pero estas tendencias reformistas que hemos comentado, se concretaron en un real Decreto de 1913 que permitía o amparaba la creación de Mancomunidades, de provincias en una figura supra provincial que era la mancomunidad (actualmente se contempla como una figura supra local), pero con unas capacidades o competencias muy limitadas administrativas (no de decisión). Supone una unión de lo que es el territorio de Cataluña desde una perspectiva administrativa. Cataluña, de hecho, fue la única mancomunidad que llegó a crearse en 1914. Tenía una estructura administrativa y empezó a andar, hasta la dictadura de Primo de Rivera, que se eliminó y se volvió a un Estado centralista. Sí que es verdad que durante la dictadura el catalanisse me llegó a agrupar desde una opción más radical que estaba representada por Esquerra Republicana de Catalunya, para aumentar posiciones más extremas que las que defendía la Lliga Regionalista.
3.- La autonomía de Cataluña durante la II República: El Estatuto de autonomía de 1932.

En la II República se reconoce más autonomía a Cataluña. El punto de inicio se encuentra con la caída de la monarquía de Alfonso XIII; se celebran elecciones municipales en el 31 y triunfan los candidatos republicanos. Y eso supone, como decíamos, la caída de la monarquía. Dada la situación que se había creado de más libertad, da lugar a que el 14 de abril de 1931 Francesc Macià proclama la República Catalana de forma unilateral; pero unos días más tarde, tras las negociaciones que se mantienen con el Gobierno provisional de la República presidido por Alcalá Zamora, se acuerda sustituir esa proclamación por la de Generalitat de Catalunya como parte integrante de la República Española. La mención de Generalitat no se escoge tanto por el hecho de relacionarlo con la Diputació del General sino por el hecho de evitar otro tipo de expresiones que pudieran ser más conflictivas.

Podemos distinguir dos etapas: 

1) Hasta la aprobación del primer Estatut (15/09/1932):

Una vez que políticamente se ha decidido la nueva situación (autogobierno pero dentro de la República Española), jurídicamente esto se traduce en dos normas: Una primera estatal, Decreto de 21 de abril de 1931, en el que se reconoce expresamente a la Generalitat como institución de autogobierno de Cataluña. Se elimina la estructura de las diputaciones provinciales y se autoriza al gobierno de la Generalitat para que organice una asamblea con representante de los ayuntamientos de Cataluña, que se crea para aprobar el Estatut. Se hace a través de un Decreto de la Generalitat de 28 de abril de 1931 en el que se regula lo que debe ser la estructura de la Generalitat hasta que se apruebe el Estatut. En este Decreto se prevén tres figuras a nivel de estructura: El Gobierno propiamente, la Asamblea de representantes de ayuntamientos catalanes, y una especie de cuerpo administrativo que se les denomina comisarios que tienen asignadas determinadas competencias de carácter ejecutivo.

Esta asamblea junto con el gobierno de la Generalitat tenían como principal función la elaboración del Estatut. Como parte del proceso de aprobación, estaba previsto que fuera validado por los ayuntamientos y por un referéndum popular. Después, evidentemente, tenía que ir a las Cortes Españolas. 

El proyecto del conocido Estatut de Núria, fue finalizado en junio del 1931. Pero en el ámbito de Cataluña se fue muy rápido, pero no tan rápido a nivel estatal; de hecho, las Cortes españolas se celebraron el mismo junio de 1931. Obtuvo un gran apoyo, pero la CE Republicana no se aprobó hasta diciembre del 31, y se produjo una cierta contradicción entre lo indicado en el Estatut y lo contemplado en la CE Republicana. Se definía a Cataluña como un Estado autónomo dentro de la República Española. Pero en la CE Republicana se hablaba de un Estado integral compatible con la autonomía de los municipios y regiones. De hecho, en el Estatut de 9 de septiembre de 1932, se modificó la expresión y se denomina “regió autónoma” y no Estado autónomo, para que los dos textos fueran compatibles (la CE y el Estatut). Para ello, se constituyó una comisión de trabajo con representantes de la Generalitat y de las Cortes.
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2) Desde su aprobación (9 de septiembre de 1932) hasta el final de la Guerra Civil e inicio de la dictadura franquista (5 de abril de 1938):

Fue una experiencia breve y complicada, llena de dificultades, y eso se reflejaba en la vigencia y aplicación del Estatut. 
La aplicación ordinaria del Estatut = Se celebraron elecciones en Cataluña aplicando ya el Estatut; elecciones que ganaron con mayoría absoluta los de ERC. Es elegido como presidente Francesc Macià y como presidente del Parlament Lluís Companys. Poco después, con el fallecimiento de Francesc Macià, fue President Lluís Companys. Es la época en la que el Parlament está activo y se aprueban normas propias de Cataluña, por ejemplo una ley municipal, otra que regulaba el tribunal de casación, y una ley de “contractes de conreu” que pretendía regular o estabilizar el régimen de los arrendatarios de las tierras. Es una ley muy complicada la de contratos de cultivo porque chocaba contra determinados estamentos sociales. Pero el problema vino por una cuestión de orden jurídico, y es que el gobierno estatal impugna esta ley ante el Tribunal de Garantías Constitucionales por considerar que recoge parcialmente competencias estatales, y el Tribunal estima el recurso por considerar que ello se daba. A los pocos días, el Parlament vuelve a aprobar la Ley de Contratos de Cultivo sin cambios, tal cual, con lo que se crea un conflicto entre Cataluña y el Gobierno estatal.

Además, en el Gobierno Republicano entra a formar parte representantes del CEDA (derechas) y eso genera finalmente una revuelta en el país con el apoyo del gobierno catalán (Companys); de hecho, en el 6 de octubre del 1934 Companys proclama el Estado Catalán. La contestación militar que sofoca la revuelta, Companys es encarcelado y la presidencia de la Generalitat es asumida provisionalmente por el ejército y se suspende la Ley de Contratos de Cultivo. Y finalmente, en enero del 35 se aprueba una ley que suspende la vigencia del Estatut. (Relación con el artículo de La Vanguardia de 9 de agosto)

Companys y el Gobierno fueron condenados a cadena perpetua. Había mucha inestabilidad política, y eso acabó con la convocatoria de nuevas elecciones a nivel estatal que dieron el triunfo al Frente Popular de izquierdas (Febrero del 36). Una de sus primeras decisiones, Azaña (Presidente), ordenó la aprobación de nuevo del Estatut y el inicio de nuevo de las acciones del Parlament; se restableció el gobierno de la Generalitat con el mismo gobierno (Companys) y jurídicamente el Tribunal de Garantías Constitucionales declara inconstitucional la suspensión del Estatut y el Parlament restablece la famosa Ley de Contratos de Cultivo que se empieza a aplicar. En estos momentos, se inicia de nuevo un cierto periodo de estabilidad que se verá truncado por la Guerra Civil (levantamiento del 17 de julio de 1936); en Cataluña la rebelión o la insurrección se sofocó en un par de días.

Desde julio del 36 la situación política en Cataluña es realmente caótica; aparecen diferentes organizaciones y la situación evoluciona así hasta que el 5 de abril de 1938 Franco derogó el régimen vigente en Cataluña hasta ese momento. (Relación con el documento de la Ley de derogación del Estatut por Franco)

REFERENCIAS GENÉRICAS DEL ESTATUT

Como concepto de Estado, se modificó respecto de la versión original para adaptarse al texto constitucional (ya explicado). = “Región autónoma dentro del Estado Español”.
Competencias

Se procedía a un régimen de distribución de competencias. La CE contemplaba dos listas de competencias; una era el listado de competencias exclusivas del Estado y otra con las competencias normativa para el Estado y su ejecución para las regiones; el resto, podían ser asumidas en los Estatutos. Dos matices:

1) Cláusula residual = Lo que no cogía la región, se lo quedaba el Estado.

2) Dictar normativa básica (Estado) y la región podía desarrollar la normativa básica.

Instituciones

El Estatut recogía la existencia de determinadas instituciones, que son básicamente el Parlament, el President de la Generalitat y el Govern de la Generalitat. Estas tres instituciones se engloban en el término de la “Generalitat”. Se establece un régimen de relaciones entre el Gobierno y el Parlament.
Régimen financiero

Régimen financiero propio de la Generalitat. Dos tipos de ingresos: tributarios y crediticios y había una regulación para ambos.
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4.- La transición democráctica en España y el restablecimiento provisional de la Generalitat.

Antes de ahondar en este punto, hay que hablar del periodo durante la dictadura. A efectos formales, la entrada de las tropas franquistas supuso la publicación de la Ley del 5 de abril de 1938; el 15 de abril del 39, el Ministerio de la Gobernación dictó unas normas transitorias para la recuperación administrativa de Cataluña que suponía que lo que eran edificios, bienes de la Generalitat, pasaba entre las diputaciones provinciales y el Ministerio de la Gobernación (también funcionarios); es una simple reordenación administrativa de bienes y personal.
Unos meses después, septiembre del 39, se dicta una nueva ley de más contenido jurídico por la que se dejan sin efecto todas las leyes, disposiciones y doctrinas del Tribunal de Casación que se creó, y se restableció el derecho anterior al Estatut. Es decir, se pone en marcha toda la maquinaria del régimen dictatorial para eliminar todo lo que había sido el soporte formal y material de la autonomía de Cataluña.

Junto a esta maquinaria, se inicia un periodo de represión (dato significativo = Companys fue entregado al régimen franquista y resultó fusilado en 1940). A partir de esta situación, la persona que asumió la  Presidencia de la Generalitat en el exilio fue Josep Irla hasta el 1954 que le sucederá Tarradelles. 
El siguiente paso, es crear una nueva estructura de ejercicio de poder, que implantan de nuevo un régimen centralista, mediante la Ley de Bases de Régimen Local (1945) con otra del 1950 que la desarrolla y que sitúa que los alcaldes de capitales de provincia y de municipios de más de diez mil habitantes son nombrados y destituidos por el Ministro de la Gobernación, y el resto por el Gobernador Civil. Respecto a las diputaciones, el presidente es el mismo Gobernador Civil, y sus miembros (el pleno de la diputación) eran alcaldes elegidos por el propio Gobernador Civil; por lo que desde el centro, se organizaba y se controlaba todo. Esto sucede en el primer decenio del régimen.

A partir de los años 50 empieza a producirse cierta reacción u oposición contra el régimen. Se producen las primeras huelgas en fábricas, tranvías (en Barcelona), las primeras manifestaciones universitarias. Joseph Tarradelles sucedió a Irla en 1954. 

Estos movimientos de reacción, en los años 60 se pasan ya a extenderse al ámbito sindical y político (mayor fuerza); CCOO tiene un papel destacado en estos años. Aparece también la figura de Jordi Pujol. En la UB, en el 1966, se constituyó el Sindicato Democrático de Estudiantes (fructificaban los movimientos contra el régimen franquista). 

A estos movimientos se une la decadencia del régimen y eso da pie a que en los años 70, principios, se consolidan ya estos movimientos. Aparece Convergencia Socialista de Catalunya (precedente del PSC); también Convergencia Democràtica de Catalunya, que en el 78 se une a Unió Democràtica de Catalunya formando el actual CiU.

Transición democrática

De la muerte de Franco (75) a la aprobación de la CE (78). Se le da un tratamiento diferencia en el tema porque supone ya la existencia de cambios en el régimen de Catalunya que después se consolidarán.

Dos fases:

1) Hasta las elecciones del 1977

El primer gobierno de la Monarquía, presidido por Arias Navarro, aprueba un decreto en el 76 por el que se crea una comisión para determinar o estudiar cuál debía ser el régimen de las 4 provincias catalanas. Esta comisión, en diciembre del 76, propone la creación de una serie de organismos que serían los que regirían Cataluña en el ámbito de la autonomía que se le reconocería. Esa propuesta fructificó en un primer momento y se publicó un RD 382/1977 que lo que hace es crear la Mancomunidad de Cataluña y de un Consejo General de Cataluña. Pero en el 1977 se celebran elecciones a Cortes españolas, y en Cataluña triunfan las fuerzas de izquierdas (PSUC, PSC) y esto hace que estas figuras caigan en el olvido y no se llegó a ejecutar nunca ese RD.
2) Restablecimiento provisional de la Generalitat

A raíz de las elecciones, culmina ya en un primer momento en la publicación de una RD 41/1977 por el que se restablece la Generalitat de Cataluña. Eso sí, no deja de ser provisional porque estaba pendiente de la aprobación de la CE, de los Estatutos, etc.
Como órganos principales, el President y el Govern de la Generalitat o Consell Executiu. Pero el President de la Generalitat le elige o le nombra el presidente del Gobierno central; y el del Consell Executiu, es nombrado por el President de la Generalitat. Todo esto es provisional. Esto se concretó en un RD posterior, de octubre, por el que se nombra como President a Josep Tarradelles (que venía siéndolo desde el exilio en el 1954); fue un gobierno de consenso. 

En estos primeros años, se producen los primeros traspasos a favor de la Generalitat en algunas materias, de un alcance limitado todavía y la elaboración del Estatut de 1979 (empieza el proceso de elaboración)

Aquí vale la pena que se comenten brevemente las posiciones, que fue troncal en la elaboración del Estatut sobre cuál debía ser el modelo de distribución de poder o autonomía de Cataluña. Obviamente, la superación del régimen franquista y la tradición centralista del Estado, era una reclamación que estaba clarísimamente encima de la mesa. Pero eso no quiere decir que hubiera una posición unívoca: ERC reclamaba un esquema confederal (relaciones de Estado a Estado, Cataluña como Estado); voluntad de todos, eso sí, de llegar a un modelo que permitiera buscar un punto de equilibrio o consenso que permitiera una situación estable políticamente.
Se puede afirmar que el modelo que se diseñó en la CE y en el Estatut, permite realmente hablar de un modelo que quien más o quien menos fue aceptado. Este modelo tiene tres aspectos principales:

1) Era imprescindible que permitiera combinar la unidad del Estado (un único Estado) con el respeto y el hueco o espacio de lo que después se denominó nacionalidades y regiones; especialmente de aquellas comunidades que históricamente, lingüísticamente, etc habían demostrado su voluntad de autonomía, pero siempre en el seno del Estado.

2) Tenía que ser un modelo flexible = Modelo que permite diferentes desarrollos. Hay que recordar que no todas las CCAA tenían las mismas competencias. Pero el sistema permitía que esto fuera evolucionando, y así es como ha ocurrido. Art. 152 CE o los principios básicos que se recogen en el Art. 2 CE; esto es común a todas las CCAA entre otras cuestiones. Pero en el resto, se debía ofrecer un régimen de evolución diferente. Por lo tanto, es un modelo abierto pero de aplicación gradual. 

5.- El proceso constituyente y el proceso de elaboración del Estatut de 1979.

Se constituyó una Asamblea que fue a quien le correspondió preparar el anteproyecto del Estatut. Se avanzaron informalmente en el trabajo (antes de la aprobación de la CE). Era una asamblea que no estaba legitimada para eso. Este anteproyecto se trabajó en el Parador de Sau (por eso se conoce como el Estatut de Sau).

Justo aprobada y publicada en el BOE la CE (29 de diciembre de 1978), de hecho fue el mismo día, el President provisional Tarradelles convocó formalmente a esta asamblea de parlamentarios para que aprobaran el Proyecto del Estatut; no se discutió ya, porque ya estaba discutido. Lo único que hicieron fue reunirse y aprobarlo formalmente. Y justo a continuación se remitió a las Cortes (había culminado la fase autonómica, por lo tanto).

Se plantearon diferentes posiciones pero no hubo mucho problema para que una comisión mixta, entre miembros del Congreso y del Senado Estatal y una representación de miembros catalanes. En agosto se llegó a un acuerdo que no alteró sustancialmente el texto. Obtuvo el voto favorable, salvo uno negativo de Blas Piñar y dos abstenciones (una de ellas, Marcos Barrera). 

El proyecto se sometió a referéndum en Cataluña. Hubo una participación del 60%, de las cuales el 88% votaron a favor del Estatut. Luego fue ratificado por el Congreso y el Senado y validado por lo tanto y sancionado por el Rey, y publicado en el BOE el 22 de diciembre de 1979 que entró en vigor el 1 de enero de 1980. Es una Ley Orgánica, no ordinaria, sino muy especial.

Aprobado el Estatut, se celebran elecciones autonómicas en marzo de 1980. Se constituye el primer Parlament de la época democrática y se desarrolla el procedimiento de investidura del primer President de la época democrática (no de la transición) que fue Jordi Pujol. Y es aquí donde realmente empezamos una etapa que todavía no ha finalizado, que es la más larga, de democracia. Y eso, al margen de las posiciones que mantengan cada uno, en gran medida se debe al consenso que se alcanzó en estos años, gracias al modelo diseñado en la CE y posteriormente en los Estatutos de los diferentes territorios.
07/10/09 (El martes 6 no hubo clase)
6.- La reforma estatutaria del 2006

Diferentes etapas a nivel parlamentario y legislativo

Lo que se ha producido en los últimos 30 años es una consolidación del sistema, que el modelo impulsado con la CE del 78 de consenso y del Estatut del 79 se ha consolidado. Se ha podido gozar de estabilidad a nivel de modelo de Estado.

1) La primera legislatura (1980-1984)

Las primeras elecciones se celebraron en marzo de 1980, y lo que era la coalición de CiU ganó las elecciones y Jordi Pujol fue investido como primer presidente de la Generalitat. Hay dos aspectos a destacar: Se van aprobando los diferentes Estatutos de Autonomía (años de consolidación del sistema), con algunos sustos de intentos de volver a un tipo de régimen ya superado (Golpe de Estado de 23-F 81), y en Cataluña supuso los primeros pasos de desarrollo del régimen autonómico.

Hay que destacar varias normativas: 

· La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (79) a nivel estatal, que tendrá una gran relevancia para el funcionamiento del sistema constitucional. También hay que hablar de la STC73/1986 sobre la LOAPA en la que el TC se pronunció dando prioridad a las tesis más autonomista, que ayudó a respaldar el sistema de la CE.

· Ley de Financiación de las CCAA.

· Desde el punto de vista autonómico catalán, es una verdadera etapa de gran tráfico legislativo, destacando la Ley 3/1982 del Parlament, President i Consell Executiu (que se ha ido reformando), y que desarrollaba las instituciones de gobierno catalán. También se aprueba el Reglament del Parlament, se crea el Consell Consultiu como máximo órgano consultivo de la Generalitat (Ley 1/1981). También se aprueban normas que regulan El Síndic de Greuges (Ley 14/1984) y la Sindicatura de Comptes ( Ley 6/1984). También se aprobaron normas en cuanto a los elementos distintivos de Cataluña, como en materia lingüística Ley 7/1983 de Normalización Lingüística y también la primera Ley aprobada por el Parlament de Cataluña, con carácter simbólico, de la Diada, como día festivo. (Documento aportado en clase)
También se desarrolló el ámbito económico, aprobando la Ley 11/1981 de Patrimonio de la Generalitat, y también la primera de Finanzas Públicas de la Generalitat  Ley 1071982 (que ahora es un Decreto Legislativo).

En el ámbito ejecutivo y competencial, se producen los primeros traspasos importantes de competencias y de servicios desde el Estado hacia la Generalitat, dando lugar a lo que es el cuerpo de la Generalitat se empiece a desarrollar. En definitiva, todo se pone en marcha.

2) 1984 hasta el 1995 (De la segunda a la cuarta legislatura)
Hay diferentes criterios. Agrupamos porque estos 10 años en los que políticamente existe un claro dominio o preponderancia en votos y diputados de CiU, que tiene de hecho la mayoría absoluta en el Parlament, y ostenta por supuesto la Presidencia de la Generalitat, con Jordi Pujol en cabeza.

Esta etapa coincide con una etapa en la que el PSOE obtiene mayoría absoluta y fruto de esta estabilidad se logran acuerdos en materias que afectan al régimen económico; básicamente se produce en materia de financiación.

También, a nivel  general, se produce la asimilación o uniformidad en el régimen de atribución de competencias de las diferentes CCAA (se firman diferentes pactos).
A nivel legislativo destaca la Ley 13/1989 de organización, procedimiento y régimen de la Administración Catalana, que viene a ser la paralela a la Ley 30/1992. Regula los aspectos de la administración autonómica catalana. Después, se desarrolla el primer paquete de normas sobre organización interna de Cataluña, es decir, se aprueban leyes prácticamente correlativas (5/87, 6/87, 7/87, 8/87) que regulaban comarcas, entidades metropolitanas, etc. Esto hace que a nivel infraautonómico tengamos diferentes órganos de actuación, como municipios, comarcas, diputaciones, provincias, entidades metropolitanas, mancomunidades, etc. Es un mapa realmente complejo. Una entidad metroplitana agrupa diferentes municipios con la finalidad de gestionar servicios comunes, y básicamente son dos, que son la de Tratamiento de Residuos Hidráulicos y el Transporte (EMT). Se gestionó en esta etapa.

Es una etapa en la que se produce mucha conflictividad entre Estado y CCAA, en especial con la Generalitat ante el TC. Existe bastante litigiosidad en este ámbito. Existe una trayectoria de aprobación de normas tanto estatales como autonómicas que hacen surgir conflictos.
3) 1995-1999 (quinta legislatura)
Empiezan a fraguarse cambios a nivel político, y es que CiU pierde la mayoría absoluta (sólo mayoría relativa). El PSC continúa siendo la segunda fuerza más votada. Crecimiento de número de votos de las otras fuerzas políticas, como es PP, ERC, e Iniciativa. 

En el 1996, se produce un cambio de gobierno. Gana las elecciones el PP con un margen estrecho, alcanzando así un pacto de gobernabilidad entre CiU y PP para su aplicación en el ámbito estatal. Los diputados de CiU prestan apoyo a los parlamentarios del PP. La contraprestación está basada en más reformas en el sistema de financiación (se cede parcialmente el IRPF a las CCAA hasta el 30%) y en materia de policía autonómica se impulsa las competencias de los mossos d’esquadra.

A nivel legislativo, destaca en materia lingüística Ley 1/1998 de Política Lingüístca, una especial para Barcelona que es la Ley 22/1998 de Carta Municipal de Barcelona, Ley 6/1999 de Aguas, Ley 3/1998 de Intervención Integral de la Administración Ambiental (LIA), que es sectorial.

4) 1999-2003 (sexta legislatura)

Última legislatura del CiU. Primera vez que superó en votos el PSOE en el conjunto de Cataluña, a pesar de que hubieran más diputados del CiU por el valor circunscripcional de Barcelona (sistema de voto ponderado). Se mantenía la situación de mayoría relativa del CiU. Se mantuvo el pacto entre CiU y PP, y el gobierno volvió a ser de CiU con el apoyo de PP.

Elemento significativo: Mediante un Decreto 12/2001 se nombra a Artur Mas como  Conseller de la Presidencia y Conseller en Cap de la Generalitat, y el President le delega parte de la funciones que tenía atribuidas. Es una figura que no existía de Conseller en Cap que se crea aquí, para preparar la sucesión. Aparte de eso, se aprueban un conjunto de normas, destacando la Ley de Urbanismo, Ley de Universidades de 2003, Ley 29/2002 de Codi Civil de Cataluña, Ley 6/2003 sobre el régimen de los expresidentes de la Generalitat, Ley de Turismo, etc.
5) Séptima legislatura (2003 a 2006)
Se produce un cambio. Se aprueba aquí el Estatut.

Desde el punto de vista político, Jordi Pujol no se presentó; fue Artur Mas como se fue  preparando. 3 grupos parlamentarios, PSOE, ERC e Iniciativa per Catalunya firman el Pacte de Tinell para gobernar Cataluña uniendo sus fuerzas. Por lo que lideran el gobierno catalán, nombrándose a Pascual Maragall como President de la Generalitat.

A nivel normativo, destacan:

- Ley 5/2005 de Comissió Jurídica Asesora (por lo que hay dos órganos consultivos, lo que no ocurre en muchas CCAA ni en el Estado, que es el Consell Consultiu i de Garanties Estatutàries). La Comisión es un órgano asesor de la Generalitat, cuyos informes son necesarios para una serie de supuestos.
- Ley 1/2005 que se regula la figura del Conseller o Consellera

- Ley 13/2005 sobre Régimen de Incompatibilidades de Altos Cargos al Servicio de la Generalitat.
Reforma de l’Estatut

Se ha reformado según el proceso que establecía el Estatut del 79. Contemplan los estatutos la posibilidad de cambiarse o reformarse.

Requería una mayoría de 2/3 partes del Parlament de Cataluña. Se formó una comisión con una representación de los diferentes grupos parlamentarios. Después pasa a las Cortes donde se tramita como una LO, donde se tenía que obtener una mayoría absoluta (mitad más uno) y después el Referéndum del pueblo de Cataluña.

Tres apuntes sobre este proceso: Antes de la aprobación en el Parlament, se solicitó por todos los grupos un Dictamen al entonces Consell Consultiu (Dictamen 269/2005) que estaba presidido por Joaquín Tornos, para comprobar la constitucionalidad del texto, etc. Respecto al referéndum, hubo una participación baja (49%) si bien de este % sólo votaron 73% afirmativamente. Y respecto al Estatut, se presentaron recursos de inconstitucionalidad (7 en concreto), siendo el más amplio y contundente fue el presentado por el PP; después está el del Defensor del Pueblo y varias CCAA (sus gobiernos) como La Rioja, Valencia, Aragón, Murcia y Baleares. Hubo un tema muy importante, y es que el PP dijo que no se estaba reformando el Estatut, sino reformando la CE, por lo que no debía seguirse esos pasos, etc.

En cualquier caso, se aprobó como Ley Orgánica 6/2006 de 19 de julio, publicada en el BOE de 20 de julio y en el DOGC el mismo día.

Hubo la séptima legislatura  en la que ganó Josep Montilla, etc. Se aprobaron Ley 7/2007 que regula la Agencia Tributaria de Cataluña, Ley 3/2007 de Obra Pública o la Ley 13/2008 sobre la Presidencia, y la Ley 1/2008 de Contratos de  Cultivo.
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TEMA 2: CONCEPTO Y ELEMENTOS DE LA AUTONOMÍA DE CATALUÑA

1.- El Modelo De Estado y el Principio de Autonomía en la CE de 1978
Hay que referirse al modelo de Estado que tenemos diseñado por la CE. Como punto de partida en esta cuestión, tenemos que referirnos en la CE, y hay que fijarse en el Art. 2 CE se habla de dos ideas: Principio de Unidad del Estado y el Derecho a la Autonomía de las Nacionalidades y Regiones, pero en ningún momento, ni en el Art. 2 ni en el resto de la CE encontramos una definición del tipo o de modelo de Estado (si Federal, si regional, etc). Esto evidentemente no quiere decir que no se pueda identificar el modelo Estado, pero sí nos obliga a analizarlo.
El punto de partida podría ser la tradicional diferenciación entre Estado Unitario y Estado Compuesto. Siendo el primero el entendido como un único centro de poder de toma de decisiones y por lo tanto también con un centro único a nivel legislativo y de gobierno (que extiende toda su actuación sobre todo el territorio). El Estado compuesto sería aquel entendido como en los que existe una pluralidad de centros de decisión, una distribución de poder. Otros centros de capacidad normativa.

No se trata de un Estado unitario, sino nos encontramos ante un Estado compuesto, con diferentes centros con capacidad decisoria. Poderes de carácter estatal (de gobierno y capacidad normativa). En nuestro país, no existe un único centro de poder, sino varios centros de poder, y esto nos permite hablar de un Estado Compuesto. Estos centros de poder serán las  CCAA y el Estado. En cualquier caso, las entidades locales tienen una capacidad relativa.
La articulación de este Estado compuesto gira alrededor de dos principios: Principio de Unidad y el Principio de Autonomía, que son fundamentales.

El Principio de Unidad = Significa que nos encontramos ante un único Estado (desde una perspectiva jurídico-constitucional). Por lo tanto, en el plano exterior es un único sujeto internacional (hay que recordar que dependiendo de las competencias, la transposición de las directivas comunitarias puede recaer o bien en el Estado o en las CCAA, pero en caso de no transposición por parte de la CA cuando sea pertinente, siempre responderá el Estado). Existen un conjunto de órganos o instituciones comunes a todo el territorio y que representan a todo el territorio, como ahora el TC o las Cortes. 
El Principio de Autonomía = El derecho que reconoce la CE a las nacionalidades y regiones en un primer momento y después a las CCAA de disponer de una esfera de actuación propia. Prevé un régimen para hacer uso de ese derecho a la autonomía, y esto nos introduce al Principio Dispositivo, es decir, la CE contempla el derecho a la autonomía pero si la leemos veremos que no identifica cuáles son esas nacionalidades y regiones, sino que se remite a un proceso posterior en el que estas nacionalidades y regiones deberán expresar esa voluntad de convertirse en Comunidad Autónoma. Un proceso que tiene dos fases: Iniciativa Autonómica y la Aprobación del Estatut (que se concreta el régimen concreto de esa CA). ¿Quién podía ejercer ese derecho a la autonomía? Nos dice quién puede ejercerla. Hay que distinguir el derecho para convertirse en CA y el derecho para ejercer la autonomía. Ahora estamos en la primera. Podían ser provincias limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes podían convertirse en Comunidad Autónoma, que se trataran de territorios insulares (como Canarias o Baleares) o bien que se tratara de una única provincia pero con una entidad histórica. Estos sujetos podían ejercer el derecho de la autonomía. Cataluña no fue por aquí, y es que fue por la Disposición Transitoria Segunda que contempla un régimen más sencillo para aquellos territorios que históricamente hubieran sometido a referéndum un Estatuto de Autonomía, y eso sólo se daba en tres casos: Cataluña, País Vasco y Galicia. Como ya se sabía, se les quería dar un régimen de acceso más rápido y sencillo. De esta manera se aceleraba el proceso. De hecho en Cataluña se pedía que el gobierno provisional de la Generalitat manifestara la voluntad de acceder a la autonomía únicamente, y a partir de ahí el referéndum, Cortes, etc. Se les permitía acceder directamente al régimen de competencias del Art. 151 CE; esto significaba que los Estatutos podían asumir todas las competencias que no estuvieran reservadas para el Estado. En cambio, si se iba por la vía ordinaria del art. 143 CE (más laborioso en el tiempo) se tenían que regir por el sistema de competencias más cerrado y reducido que está en el art. 148 CE, sus estatutos de autonomía podían recoger menos competencias.
Derecho de acceder a la autonomía = Hay que distinguir lo que prevé el Art. 2 CE y art. 137 CE porque el Art. 2 se refiere al derecho de las nacionalidades y regiones a acceder a la  autonomía; es un principio dispositivo y en el texto constitucional no hay consecuencias jurídicas en cuanto a la distinción de nacionalidad o región. Por otro lado, está el art. 137 CE que habla de la autonomía para la gestión de los intereses propios de las CCAA (ya no habla de nacionalidades y regiones, sino habla de CCAA y esto hace que se les aplique el régimen que viene después). Hemos superado ya la fase manifestación de ser autonomía, y como CA, institución definida por la CE, pasan a ostentar una determinada posición dentro del Estado. 
Constituirse como CA significa evidentemente ser una institución de autogobierno con autonomía política, y eso se refleja en dos puntos:

1) En el reconocimiento de la CA como centro de gobierno = Posibilidad que tienen las CCAA, dentro del ámbito de sus competencias, de poner en práctica políticas propias (de hacer las cosas de una manera u otra).

2) Y la atribución a la CA de potestades de naturaleza estatal = Capacidad de ejercer potestades de naturaleza estatal, no delegadas por el Estado. Que son 3:
i. Autoorganización = Salvados los límites, la CA tiene las instituciones que decide tener.
ii. Capacidad normativa = Capacidad de regular los derechos y obligaciones de los particulares. No hay que confundir con la capacidad de ejecutar normas. Es fundamental.
iii. Capacidad ejecutiva 
Contraponiendo esto con el Principio de Unidad, hay que decir que esa unidad se refleja desde 3 perspectivas o vertientes diferentes:

1) Perspectiva político-constitucional = Se explica a partir de los principios de integración constitucional, que son dos:

a. Criterio de homogeneidad o uniformidad institucional = todas las CCAA tienen que tener un Parlamento, un gobierno, y un Presidente del gobierno (estos últimos a veces se integran y otras tienen perfiles independientes). En todas las CCAA, el parlamento se tiene que regir por un principio de democracia representativa (parlamentarios elegidos por sufragio universal de la CA). Y el gobierno de la CA tiene que ser elegido por el parlamento (el presidente del gobierno es elegido por el parlamento, y el presidente nombra a sus consejeros), que existe una relación de confianza entre parlamento y gobierno (moción de censura y cuestión de confianza). Desde esta perspectiva de confianza, el Presidente tiene la capacidad o potestad de disolver el parlamento (porque se rompe por un lado u otro la confianza).

b. Principio de igualdad entre las CCAA (no hay una CA que esté por encima de otra, que no quiere decir que todas tengan el mismo régimen de competencias, sino que no hay una que ordene a otra)  y principio de igualdad de derechos y deberes de los ciudadanos que éste también tiene sus matices. Como regla, todos los ciudadanos españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en todo el territorio y en segundo lugar es que todas las CCAA tienen que tratar por igual a los ciudadanos sea cual sea su origen. Esto se refiere sobretodo a los derechos fundamentales, y esto no significa que todos tengamos derecho a las mismas prestaciones en todo el territorio (en el derecho prestacional cabe la diversidad o disparidad).
2) Perspectiva económica = Aquí hay tres manifestaciones:
a. Existe un marco único para el desarrollo de las actividades económicas. (Art. 33, 28 CE, Libertad de empresa, etc).
b. Criterios de libre circulación de personas y de bienes en el territorio (Art. 139 CE).
c. Se reservan unas competencias económicas al Estado a fin y a efecto de que pueda garantizar esta unidad.

3) Existencia de unas reglas de funcionamiento o relación entre el poder estatal y poder autonómico que tienen también como misión garantizar esa unidad = Esto se vincula con el principio de solidaridad entre las CCAA. Peo básicamente ahora nos interesa dos manifestaciones:
a. Un deber de colaboración entre CCAA y las CCAA y el Estado.
b. Un deber de respeto por la actuación de otras CCAA (no ingerencia en los asuntos de otras CCAA).
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2.- La Generalitat como institución de autogobierno
Matices recogidos en el Preámbulo y Título Preliminar del Estatut. Nos referimos a temas como el territorio, la población, los símbolos y también el régimen de los derechos históricos (Art. 5 Estatut). Este artículo quiere decir lo siguiente, y es que el autogobierno de Cataluña se fundamenta en el principio de autonomía, y lo que hace este artículo 5 es decir que aparte de este principio de autonomía hay otro elemento que fundamenta su autogobierno, que son sus derechos históricos, que sitúan a Cataluña en una perspectiva específica respecto al derecho civil, lengua, cultura, proyección en el ámbito educativo y sistema institucional secular, siendo la actividad de la Generalitat intensa en estos aspectos. No se basa exclusivamente en lo que se prevé en la CE, sino también en estos derechos históricos que recoge este artículo 5.

Aquí se podría volver a introducir el tema de la nacionalidad y nación que se contempla en el Art. 1 Estatut = Que en una primera versión se llamaba “nación de Cataluña” y actualmente “Cataluña como nacionalidad…” El Consell Consultiu validó el texto, entendiendo siempre que no se utilizaba el concepto de nación como el de soberanía (que es equivalente a Estado). Pero asumiendo que esto no es así, sino con un sentido más histórico, sí que validaron su constitucionalidad.
La definición de la Generalitat = Art. 2 Estatut: Sistema institucional por el que se organiza el autogobierno de Cataluña. No incluye exclusivamente lo que es gobierno y administración; pero desde un punto de vista estatutario, viene a ser todo el sistema institucional que conforma a Cataluña como autogobierno. Incluye: El Parlament, la Presidencia de la Generalitat, Gobierno, Consell Consultiu (Consell de Garanties Estatutàries actualmente), Síndic de Greuges, Sindicatura de Comptes, Consell Audiovisual de Cataluña y los entes locales. Todo ello es lo que permite institucionalmente el autogobierno de Cataluña. Por lo tanto, la Generalitat tiene un sentido amplio.

3.- El territorio

La CE no establece un mapa territorial. No contempla una división territorial. Esto significa que lo que es el territorio de una CA viene determinado por su propio Estatuto Art. 9 Estatut = El territorio en Cataluña es el que corresponde a los límites geográficos y administrativos de la Generalitat en el momento de la entrada en vigor el presente Estatut. Estos límites son: Barcelona, Tarragona, Girona y Lleida, que su origen se concretó a través de dos momentos: 

1) A través del Tratado de los Pirineos (1659) con Francia que supuso que determinados territorios que habían formado parte de Cataluña pasaban a Francia, como el Rosselló, parte de la Cerdanya, etc.
2) División con Andorra a mediados del Siglo XIX.

Lo que nos importa en este punto de vista del territorio, es que tengamos presente que ese territorio es en el que la CA podrá ejercer sus potestades. Es decir, el territorio actúa como límite para el ejercicio de la CA de sus competencias. Esta consecuencia está en el Art. 14 Estatut. Supone un límite desde un punto de vista de la eficacia de la norma (los efectos se tienen que desarrollar con carácter general con carácter restringido en el territorio; por lo que si quiere aplicar normas fuera de su territorio, la CA no podrá actuar directamente, sino que se tendrá que aplicar la Ley 30/1992 por el principio de colaboración de la otra CA) y de la validez de la norma (una norma autonómica será válida en el territorio de Cataluña; si una norma estableciera el régimen de las actividades de construcción en Castilla León, evidentemente esa norma es inválida para aplicarse en Castilla y León porque Cataluña no tiene competencias para actuar ahí; la única mención que hay que hacer, es la referente al estatuto personal, que son temas de derecho civil, si estamos en otra CA, se nos aplicará la norma de la vecindad civil que tengamos, y esto se establece en el mismo Art. 14 Estatut).

4.- La ciudadanía

En el Estatut se utiliza la palabra de ciudadanos de Cataluña, los catalanes, etc. Pero, quién tiene  la condición política de catalán? Requisitos para la condición política de catalán (Art. 7):

1) Tener la nacionalidad española.

2) Mayoría de edad.

3) Tener la vecindad administrativa en Cataluña (residencia habitual en un municipio de Cataluña)

4) Inscripción en el padrón municipal.

Hay una excepción que va referida a los españoles residentes en el extranjero que en estos casos se les reconoce también la condición política de catalán siempre que antes de irse al extranjero tuvieran su vecindad administrativa en Cataluña (residencia habitual e inscripción en el padrón).

La condición política de catalán supone:

1) Otorga derecho a ser elector y elegible (sufragio activo y sufragio pasivo) en las elecciones autonómicas.

2) Permite ser escogido para ocupar determinados cargos. Por ejemplo, el Síndic de Greuges tiene que ser catalán. Pero no se puede exigir este requisito para acceder a la función pública autonómica, porque vulneraría la CE.

5.- Los símbolos

La referencia está en el art. 8 Estatut:

1) Bandera = Cuatro barras rojas en fondo amarillo.
2) Fiesta = 11 de septiembre (Felipe V sometió a la ciudad de Barcelona).
3) Himno = Els segadors (Inspirado en una guerra contra Felipe IV).
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6.- El régimen jurídico de la lengua

El catalán es uno de los elementos que identifican a Cataluña como autonomía o régimen de autogobierno. Elemento distintivo. Tiene una incidencia en el día a día muy notable y es una cuestión bastante polémica o conflictiva.

Recibe un tratamiento jurídico o unas previsiones constitucionales en los diferentes países debido a la convivencia de diferentes lenguas en un mismo territorio. El régimen puede ser de convivencia, de protección a la lengua minoritaria, etc. No existen regímenes iguales.
En nuestro contexto, CE = Art. 3. Por primera vez se reconoce después de la dictadura la pluralidad lingüística (pluralismo lingüístico) y lo hace teniendo un doble contenido:

1) Declara como oficial el castellano en todo el territorio.

2) Deja en manos de las CCAA (estatutos de autonomía) la declaración como oficial también de la lengua que se hable en ese territorio cuando eso sea así. Hay que decir que existen diferentes estatutos que han reconocido esto, como es el País Vasco y Navarra, En Cataluña el catalán y aranés, en la comunidad Vaenciana el valenciano, en Galicia el gallego y en Baleares el catalán.

Las referencias que hay que tener en cuenta, es la CE, el estatuto de autonomía. En este último, destacar el artículo 6, respecto a la Vall d’Aran, el artículo 11. Existen también otros artículos que hablando de otras materias se refieren también a la lengua, como en los art. 32 a 36, art. 102 (poder judicial), competencias de la Generalitat (arts. 143, 146 y 147) y también en las instituciones.

Además, tenemos dos elementos más:

1) Desarrollo legislativo = Norma inicial de 1983 (Ley 7/1983) y la que la sustituye la 1/1998 de política lingüística.

2) Jurisprudencia = TSJCat, que se han pronunciado sobre el uso de la lengua, interpretando los preceptos legales. Eso ha hecho que se haya creado una doctrina. Las cuestiones más importantes están en la sentencia que nos ha facilitado (mirar).

Los puntos a los que tenemos que prestar atención:

1) Art. 6 Estatut = Lengua propia y lenguas oficiales. La lengua propia es el catalán. Y las lenguas oficiales son dos, que son el catalán y castellano. El aranés es lengua propia de la Vall d’Aran, no en Cataluña, y oficial de Cataluña (Art. 6.5).

Lengua propia (catalán) = Configura el catalán como lengua de preferencia en Cataluña (uso preferente). Esto está en el 6.1: uso preferente de las administraciones públicas y de los medios de comunicación de Cataluña, y también lengua vehicular o conductora en la enseñanza.

El TC se ha pronunciado en sentido positivo sobre estas cuestiones. Una de las más relevantes es la STC 337/1994.

Supone (consecuencias jurídicas):

a) Es la lengua que deben utilizar las administraciones públicas catalanas. Y es la lengua preferente a utilizar por la Administración del Estado en Cataluña. No pueden optar por la lengua a utilizar. Otra cosa diferente, es que el ciudadano sí puede  optar (derecho a que se le conteste en la lengua que utilice). Es opción del ciudadano, no de la administración.

b) Obligación por parte de las Instituciones de promover el uso del catalán como lengua propia (y el aranés para la Vall d’Aran).

2) Lengua oficial = El art. 6 identifica dos lenguas oficiales: catalán y castellano. Si no pusiera el castellano, sería inconstitucional. El concepto de oficialidad = los ciudadanos tienen el derecho y el deber de conocer ambas lenguas oficiales. Sí es verdad que es un deber especial, ya que no existe una sanción o penalización por el hecho de no conocer uno de los dos idiomas; lo que sí que existe es una presunción de conocimiento. No se puede alegar un desconocimiento de la lengua para  ningún asunto.
Consecuencias:

a) Se asocia la validez jurídica de todos los actos que se emitan en cualquiera de las dos lenguas oficiales.

b) Extensible a todo el territorio.

Desde un punto de vista del derecho de la oficialidad de las lenguas, 4 aspectos:

c) Derecho de conocerlo (ambas lenguas)

d) Derecho de opción = Si tenemos alguna relación jurídica con la Administración, poder pedir que la sucesivas comunicaciones o incluso la presente, se remitan en castellano. Derecho a elegir la lengua.

e) Derecho de ser atendido en ambos idiomas = De ahí que se haya aceptado por el TC que se exija el conocimiento del catalán para acceder a cargos públicos.

f) Derecho a utilizar cualquiera de las lenguas sin ser discriminados.

Al margen de determinados sectores, sí que existen obligaciones concretas de conocimiento del catalán, como es en la función pública, porque es un deber complementario justificado en que difícilmente se va a poder cumplir los derechos del ciudadano si la persona que ejerce la función pública no conoce el idioma. Además, los alumnos tienen la obligación y deben acreditar un conocimiento suficiente del catalán y castellano (art. 35 Estatut).

Sectores concretos:

1) Administraciones = Hay que distinguir entre admón. Catalana y admón. Estatal en Cataluña. Las instituciones catalanas tienen la obligación de utilizar el catalán en sus relaciones con los ciudadanos y también en las comunicaciones internas, salvo que el ciudadano pida el castellano. En las del Estado, se habla de uso preferente (art. 33 Estatut). Muchas veces lo que se suele hacer es notificar en ambos idiomas.

2) Educación = Es un tema que da lugar a mucho debate. Pero el catalán es la lengua considerada conductora o vehicular de toda la enseñanza, por lo tanto es el idioma de uso normal en la educación (uso habitual), sin perjuicio que el alumno haya asimilado también los conocimientos del castellano. Existen dos modelos:

a. Modelo de separación = País Vasco

b. Modelo de conjunción = No ha derecho para separar el castellano.

Los alumnos pueden expresarse en el idioma que prefieran, y los profesores de la universidad tienen que estar capacitados para dar las clases en ambos idiomas.

3) Medios de comunicación = A nivel Cataluña, existe la obligación de usar preferentemente el catalán (TV3), y en el caso de medios a nivel estatal, se entabla el modelo en base de porcentajes, cuotas, etc.
Práctica (Sentencia sobre lengua)
Identificar las partes del recurso
Contra qué se actúa, qué se impugna, qué acto administrativo se impugna

Cuál es la doctrina general sobre el uso de la lengua

Conclusión del Tribunal ante la cuestión planteada
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TEMA 3: EL ESTATUT DE AUTONOMÍA Y LAS FUENTES DEL DERECHO DE CATALUÑA

1.- FUENTES DEL DERECHO Y ESTADO AUTONÓMICO

· Los Reglamentos: Son normas inferiores a la Ley, aprobadas siguiendo un determinado procedimiento y que por su contenido material pueden ser:
· Normativos: son los que desarrollan aspectos de la Ley, relativos a derechos y obligaciones.
· Organizativos: son los que crean instrumentos internos para ser aplicables a la Ley. Crean registros, organismos, departamentos, etc.  
Estas definiciones no son cerradas, y en algunas ocasiones hay confusiones para saber si es organizativo o normativo, porque la organización también afecta a los ciudadanos y los normativos, incluyen organización. Esta primera clasificación, se ajustan los reglamentos estatales y autonómicos. 

Otra clasificación, podrá ser la titularidad (de quien provienen) en Catalunya, encontramos reglamentos del:

· Gobierno: 
· President:

· De los Consellers (no puede haber Reglamentos de autoridades inferiores al Consellers: Directores o Secretarios generales, ya que éstos hacen circulares). 
La potestad reglamentaria recae “sólo” en el Gobierno, pero la Ley 13/1999, de Régimen Jurídico de la Generalitat, determina que en algunos casos los Consellers también pueden aprobar Reglamentos, los supuestos son:

· a) cuando una Ley los habilita, de no ser así, el desarrollo de la Ley lo tendría que hacer el Gobierno.

· b) en los reglamentos organizativos.
El President de la Generalitat también puede hacer Reglamentos, que se denominan “Decretos”, están previstos en la Ley 3/1982 (Ley del Parlament, President y el Consell Executiu), la potestad reglamentaria del President es muy limitada, ya que esta recae en el Gobierno. Ej.: corresponde al President determinar en cuantos departamentos se estructura la Generalitat y cual es el ámbito de competencia de cada departamento. Otro decreto que le corresponde, será el de disolución anticipada del Parlament. Son casos muy puntuales.

En otras CC.AA uní provinciales, algunas veces corresponde la aprobación de los Reglamentos al Parlamento, porque la asamblea legislativa asume las competencias de las Diputaciones, que tienen también potestad reglamentaria.

Otra clasificación sería por su relación la Ley:

· De acuerdo con la Ley que la desarrollan: son los Reglamentos normales. Nuestro Ordenamiento jurídico, no tiene materias reservadas al Reglamento para el desarrollo de los ámbitos que la Ley no ejecuta.

· contrarios a la Ley: serán nulos de pleno derecho.

· Independientes, no desarrollan la Ley, sino que están al margen. El TS.  ha reconocido que en determinados ámbitos pueden ser objeto de estos reglamentos, como son: Relaciones de sujeción especial (función pública: ciudadanos que se relacionan con la Administración) y en el ámbito de las subvenciones: en el Estado liberal se consideraba que la Administración las otorgaba a los ciudadanos, pero no era algo que derivaba de las Leyes, pero en el Estado social y democrático ya no es posible.  Cada vez más están injustificados estos reglamentos independientes.

La regulación y aprobación de los Reglamentos. Está previsto en la Ley 13/1999, se intenta que en los reglamentos que aprueba tanto el Gobierno (Decretos) como los del Presidentes, sepamos que documentación se debe acompañar para que el Gobierno los apruebe:

· A iniciativa de la Dirección General: el texto articulado debe ir acompañado de una “memoria” que diga cuales eran las normas existentes hasta ahora, y cuales son las finalidades que se pretenden para su aprobación, así como el coste que implica su aprobación, y que sectores se han consultado para la elaboración del texto. Esta regulación del texto es para que cuando el Gobierno lo apruebe sea consciente de lo que está aprobando. Toda norma tiene un coste, y debe valorar si tiene dinero para llevarla a cabo, comprobar el marco normativo para ver si lo que tiene se ajusta para  la finalidad pretendida y si no hace falta hacer una nueva regulación. 

· Debe ir acompañado de un “Informe de los Servicios Jurídicos” que tiene como objetivo: comprobar que el procedimiento que se ha seguido no es contrario a las normas legales vigentes. 

· El texto pasará al “Consell Técnic”, donde hay un debate y si se considera que se está de acuerdo, se presenta al Gobierno para su aprobación. Se aprueba como Decreto de Gobierno a propuesta de un determinado Conseller, que es quien ha impulsado la iniciativa.

Elementos fundamentales del texto, que sin ellos, el texto sería nulo: 

· Audiencia a los interesados: Se dará audiencia a los interesados cuando el Conseller competente considere que es necesario (Ley 3/1989). Pero en el Art. 105. a) de la CE, “exige” la audiencia de los interesados en el procedimiento de la elaboración de las disposiciones en general. Por los principios que la CE deja a la Administración pública y al Gobierno, se entienden que vinculan a todo el Gobierno y a toda la Administración pública, existiendo por tanto una aparente contradicción entre la Ley catalana y la CE. 

· “Información pública”: Cualquier persona puede acceder al texto, formular alegaciones, que la Administración deberá recoger y a analizar, se pretende que las decisiones sean más participativas, ya que las normas sólo se cumplen cuando los ciudadanos están de acuerdo se pretende la complicidad.

· El informe de la Comisión jurídica asesora; NO CONFUNDIR CON EL CONSELL CONSULTIU. Es órgano de consulta técnico (juristas), de asesoramiento al Gobierno, sobre unas determinadas materias que publica la ley, entre las que nos encontramos la información sobre los “proyectos de reglamento”. Su función es controlar que el proyecto no sea contrario a la Ley, que se haya dado audiencia a los ciudadanos, se haya seguido el procedimiento correcto, que no sea contrario a los derechos de los ciudadanos, la actualidad técnica (que se entiendas, estructurados, etc.). Sería el equivalente al Consell de Estado, la diferencia es que la Comisión Jurídica Asesora informa reglamentos y el Consell de Estado informa también leyes.

· ¿Quién informa las Leyes? Las funciones del Consejo de Estado en Catalunya las tienen 2 órganos diferentes: 

· La Comisió Jurídica Asesora: órgano consultivos del Gobierno.

· Consell de Garantías Estatutarias: órgano asesor de la Generalitat: Parlament, Gobierno, no sólo del Gobierno de la Generalitat. 

¿Los Reglamentos de la CC.AA pueden desarrollar leyes estatales? En materias compartidas el Estado excepcionalmente puede habilitar para que se desarrolle una Reglamento del Gobierno de Catalunya. Siempre que sea un decreto que haya de ser aprobado por el Gobierno de la Generalitat, su informe le corresponde a la Comisión Jurídica Asesora y no al Consell de Estado, que es el órgano consultivo de del Gobierno del Estado. 

El control jurisdiccional de los Reglamentos.- Una vez aprobados, los controla el Tribunales. Es un control jurisdiccional, hay 2 tipos:

· Salas del Contencioso del Tribunal de Justicia de Catalunya:

· T.C.

Hay un doble control, y por tanto cuando un Reglamento aprobado por la Generalitat, considera el Estado que afecta sus competencias, el Estado puede optar por ir a:

· TC: por ser contrario a la CE y al EE.AA cuando establecen un sistema de competencias, interponiendo un conflicto positivo de competencias. 

· TSJ: planteando temas de legalidad (que la norma es contraria a la legalidad, como cuando es contraria al sistema de distribución de competencias. 

El TC señaló que cuando los defectos son exclusivamente competenciales (de constitucionalidad) se debería al TC y no a los ordinarios, pero a partir del año 1990, el Gobierno del Estado ha seguido impugnando Reglamentos de la Generalitat delante de los tribunales contenciosos, que han fallado sobre estos Reglamentos.

Definición de Estado: la CE es un texto abierto y no define el Estado. La CE Republicana, sí decía que era un Estado Integral. 

Tenemos que ir a ver como está regulados los Poderes del Estado para ver como se configuran, pero la regulación de los poderes tampoco está en la CE que no establece que poderes configuran el Estado autonómico  o las entidades territoriales inferiores, como hace la constitución alemana o italiana. 

Para saber que poderes tienen las CC.AA debemos mirar la CE y el EE.AA, por tanto,  no es un modelo que la CE se ha definido ella misma, sino que es un modelo incompleto, y lo que encontramos en el texto constitucional son 3 cosas:   

· 1) Principio de Autonomía: La CE proclama la autonomía de las CC.AA. 

· 2) Principio de  Unidad: El Art. 2 habla de la Nación Española,  que no es contraria con la autonomía, si no que una manifestación de esta unidad.

· 3) Los diferentes procedimientos para llegar a ser CCAA, es decir, el principio dispositivo

Por estas características, se ha dicho que nuestro modelo es PRE y SUB- CONSTITUCIONAL. 

· Preconstitucional: La CE siguió este modelo abierto porque partía de situaciones hechas y que la CE tenía que admitir. La Constitución no se iniciaba de nuevo. 

· Subconstitucional: Ya que hasta que no se aprobaron los EE.AA, no se sabía que grado de autonomía existía. ¿Y cómo se configura la autonomía? Todas las CC.AA tienen un poder ejecutivo y legislativo. Hay una estructura que se identifica con los territorios de las CCAA, pero NO hay un Poder Judicial de la CC.AA.

Sólo las CC.AA del Art. 151 del CE tienen Parlamento y para las que iban por el Art. 143 que son la mayoría, la CE no determina cual es su organización política. ¿Si no tienen Parlament, tienen políticas propias? Si no tienen Parlament, tendrán una autonomía administrativa, pero no una autonomía política, quedando con un nivel inferior a la CE, pero por encima del resto del ordenamiento jurídico que son los EE.AA de cada CC.AA.

Este modelo que no se da en ningún lugar, no siendo importante. Ya que los modelos puros, no se dan en ningún lugar. Ej. No todos los estados que son federales, tienen la misma estructura; Estado americano, ni el australiano.

Los modelos puros son muy difíciles de encontrar. Nuestro modelo, simplemente es que tiene más peculiaridades que otros.

· Los Estados han evolucionado, segundo elemento a tener en cuenta. Los Estados que eran federales cada vez tienen una mayor concentración de competencias por parte del Estado. Ej. EE.UU. al Estado casi no le correspondía casi nada, se ha tenido la necesidad de tener una normativa común y una mayor intervención del Estado. El poder lo tenían básicamente los estados federales. Y la federación tenía pocas competencias que hace que tenga la capacidad de obtener mayor número de competencias. 

· Los Estados que eran centralistas puros, tipo Francia, tienen más competencias en los departamentos, pero este centralismo también se ve inoperante, las decisiones si se tienen que tomar en el centro, resultará que serán lentas, costosas y no adecuadas, porque cada zona tiene sus peculiaridades. 

Los dos modelos se han ido acercando hacia el medio.

¿Qué es un Estado federal? Características y funcionamiento de un Estado Federal:

· El Estado se reparte el poder no sólo horizontalmente, sino también verticalmente. Hay una pluralidad de centros de decisión política. Estas decisiones no se adoptan como un único órgano, sino una pluralidad de órganos. Así el poder se ejerce a instancias del poder central o por el ente territorial, dependiendo del reparto de competencias que se haga en la CE. 

Es horizontal cuando los 3 poderes están repartidos en las mismas instancias y en cada una de las entidades, y es vertical cuando afecta a las distintas capas del territorio. Cada parte del territorio reproduce esta triple división del poder. 

· Los Estados federales son siempre fruto de un pacto, que será de agregación (integración) o de disgregación. 

a) Determinados territorios deciden que para la mejor gestión de sus intereses deben unirse (colonias americanas) e ir contra la metrópoli.

b) Lo que era un estado unitario se disgrega pasando a tener diferentes entidades territoriales. Ellas deciden conservar la federación. Ej. Serbia-Montenegro (Yugoslavia). Federalismo evolutivo.

Lo importante es saber ¿quién tiene la decisión, la soberanía, cual es el pueblo?

· A) Integración: cada uno de los estados, la suma de cada uno.

· B) Disgregación: Las unidades sub-estatales, no el Estado Federal. La capacidad para reformar la Constitución la tienen las entidades sub-estatales, que son las que han decidido hacer una constitución que aplicaran  todos, por tanto la iniciativa de modificar la constitución se atribuye a la iniciativa de los Estados federales. 

· Los conflictos son habituales en estos Estados, ya que toda delimitación de ámbitos es imperfecta, no está clara a quien corresponde la competencia para actuar. Es propio crear una institución como el T.C. en España, que arbitra en los conflictos

· La actuación de los Estados federales en el exterior es de forma única, pero en esta actuación se prevé la actuación de todos los entes. 

Estado Español. Características respecto del modelo federal

· Reparto del poder: es imperfecto, se cumple con el poder legislativo y ejecutivo. La triple división del poder sólo se da a nivel estatal, no en los otros niveles. 

· La Constitución es fruto del pacto entre los pueblos. En España sólo existe un único pueblo, el español. La CE reconoce la diversidad de los pueblos de España, pero el pueblo soberano es el español. De ser España un Estado federal sería de ¿tipo evolutivo, de integración?

· ¿Las CCAA pueden iniciar el proceso de reforma constitucional? La iniciativa no le corresponde.

· Los conflictos serán resueltos por el TC.

· En los estados federales en las decisiones comunes participan las CCAA.  En España, hay muy pocos elementos de participación común, ¿cuáles son?

· El nuevo EE.AA que prevé nuevos modelos y  la Ley 30/92. 

Nuestro Estado, es el Estado de las Autonomías que avanza hacia el "federalismo de cooperación", que significaría dar más participación a las CCAA en las decisiones estatales y ver que los ámbitos del poder son comunes, ya que ningún tema está cerrado. Ej. Las CCAA tienen competencia de territorio y el Estado tiene competencia en infraestructuras, lo que debe darse es una cooperación, colaboración y que al adoptar las decisiones estén coordinadas, que no sean contradictorias, con el objetivo de alcanzar una misma finalidad. 

Regulación de una nueva fuente del Derecho: El EE.AA anterior preveía, contemplaba la no posibilidad de hacer Decretos leyes, medidas de carácter económicos.

No estaba previsto en el derecho autonómico, pero la CCAA del País Vasco había aprobado uno (con motivo de unas inundaciones), la Doctrina decía que si se incluía esta figura dentro de los ordenamientos jurídicos  autonómicos, era necesario su previsión (la obligación de prever su inclusión dentro de los decretos leyes autonómicos tienen los mismos requisitos que los R.D.L. estatales). Por tanto, toda la doctrina del Estado se traslada al ámbito de la CC.AA no teniendo ninguna peculiaridad especial.

1.2.- LA ARTICULACIÓN DE LAS RELACIONES ENTRE EL ORDENAMIENTO ESTATAL Y LOS ORDENAMIENTOS AUTONÓMICOS
El marco jurídico del ordenamiento autonómico;  Lo más importante a señalar es el cambio que ha sufrido la CE, de la forma que están estructurados los Ordenamientos jurídicos (estatal y autonómico) tiene 2 consecuencias:

· Nuestra  Constitución  es norma jurídica aplicable en distintos aspectos siendo el parámetro por el cual el resto de normas  se deben regir, de tal forma que las disposiciones contrarias al texto constitucional, pueden ser expulsadas del ordenamiento jurídico por contraste con la Norma Suprema.  Esto lo que quiere decir es que estamos ante un nuevo concepto de ley. La ley es la norma suprema, etc., etc., si la ley nació como norma que nace del pueblo y que no tiene ningún límite, lo que ocurre con la CE como norma jurídica, las leyes pierden esta característica ya que también están sujetas y analizadas según la CE.

· La CE prevé un Estado compuesto; por tanto, no estamos delante de un único ordenamiento jurídico, sino de una diversidad de complementos: está el estatal y 17 ordenamientos jurídicos que se mueven con sus estructuras propias, con sus fuentes del derecho y que tiene relaciones con el ordenamiento jurídico estatal. Por tanto, de la CE se derivan unas CCAA con potestades legislativas y de éstas se deriva un ordenamiento jurídico. No estamos delante de una capacidad de autogobierno administrativo, que comporta reglamentos administrativos, sino que estamos delante de políticas propias, de condiciones jurídicas diferentes, de la que se deriva la estructura que establece la CE.

Por tanto, tenemos un ordenamiento jurídico estatal y a la vez, un ordenamiento jurídico de las CCAA,  por tanto, ¿qué tipo de relaciones tienen esta diversidad de ordenamientos jurídicos? La estructura principal de la configuración del sistema jurídico, se rige por varios principios:

· Principio de separación: De la configuración constitucional de los ordenamientos, se derivan unos ordenamientos que regulan unas determinadas materias y otros ordenamientos que regulan otras. 

· En base al Principio de competencia, de determinados ámbitos materiales la regulación corresponde al Estado y por tanto, para averiguar los derechos legítimos que tenemos (régimen jurídico) debemos ir a la legislación estatal, Ej. Legislación laboral: Estatuto de los Trabajadores. 

· Las CCAA sólo aplican o ejecutan estas normas, pero no tienen capacidad para establecer una regulación diferente. Si nos dirigimos a los ámbitos donde las CC.AA tienen competencia, la regulación la encontraremos en el ordenamiento jurídico autonómico, la cual podrá ser diversa, motivado por las políticas propias de cada CC.AA. Por tanto, hay una separación de ordenamientos, donde el Estado no podrá regular materias que les corresponde a las CC.AA y viceversa. ¿Qué ocurre cuando coinciden? Tenemos la vía del T.C. para defender los ámbitos de competencia. Cuando un legislador actúa sobre una materia que no le corresponde, el otro reacciona y será el TC quien decida a quien corresponde actuar en virtud del Principio de competencia. 

Con relación al ordenamiento jurídico estatal, la decisión de materias tiene una cierta separación o de integridad, es decir, las CC.AA no regulan materias de legislación estatal, en cambio en el ámbito autonómico es frecuente que tengan puntos de conexión o de relación con materias estatales, pero no está claro que la CC.AA pueda regular sin tener en cuenta determinadas políticas. Por la propia configuración del Estatut existen títulos competenciales que se denominan horizontales y transversales que permiten al Estado coincidir en muchas materias. Por Ej. La CCAA tiene competencia exclusiva en materia de agricultura: si una norma regula la agricultura debemos ir al ordenamiento jurídico autonómico, pero el Estado tiene competencias para fijar políticas económicas generales (por las leyes de bases) y éstas se establecen en muchos ámbitos. El Estado debe incidir en estas políticas y esto hace que para conocer cual es la norma que completa, no podamos limitarnos sólo a la normativa autonómica, a pesar de ser una competencia exclusiva.

La propia CE también hace referencia a este tipo de situaciones, es decir, sobre las competencias compartidas. Éstas son las que el Estado dicta la legislación básica y las CC.AA su desarrollo y  los reglamentos. Ejemplo. En materia de Educación: no sólo miraremos la normativa autonómica, sino la normativa básica del Estado. Debiendo mirar la normativa básica aprobada por el Estado, es decir las leyes aprobadas en esa materia por el Estado. El TC admite la normativa básica de desarrollo, y si existe algún reglamento que sea básico,  la CC.AA cuando legisle tendrá que hacerlo de acuerdo a los reglamentos básicos, por tanto su ordenamiento jurídico estará condicionado y para no incumplirlo tendremos que mirar la normativa básica estatal.  Ej. La educación como derecho fundamental, el Estado habrá de aprobar una ley orgánica que corresponde al ordenamiento jurídico del Estado a pesa de que está incidiendo en una materia autonómica. 

Las leyes de delegación y transferencia; Es una ley orgánica del Estado mediante la cual, puede delegar a las CC.AA competencias que  corresponden al Estado, se podrá hacer la ley  o la norma sobre aquella materia aunque no conste en el Estatuto, pero de forma delegada. La base de las competencias será la que derive de la Ley de delegación y esto amplia las competencias autonómicas, pero la CE ya prevé las competencias autonómicas Todo esto hace que los dos ordenamientos jurídicos no estén tan separados. 

 En resumen:

· En el ámbito competencial que corresponde al Estado, no puede intervenir la CC.AA. 

· En el ámbito que corresponden a las CC.AA, la relación con el ordenamiento estatal es constante y de hecho la prueba de esta relación es que la primera norma de la CC.AA que es el Estatuto se trata de una norma estatal, una ley orgánica. Este principio de separación es cierto, pero tiene límites con relaciones de complementariedad.

Para que este sistema funcione necesita de unas cláusulas de cierre.  El Art. 149 de la CE, define las competencias del Estado. Las CC.AA cogen unas competencias y pasados 5 años, las competencias que no fueron adquiridas. Nos encontramos ante el Principio de supletoriedad; las instituciones están obligadas a decir que es lo que ocurre cuando una competencia no las ha asumido, por tanto a través del Art. 149. 3,  nos dice que cuando estas competencias no se han asumido, las asume el Estado.  

Esta cláusula ha tenido un doble juego o diferentes funciones:

· En un primer momento, la idea no era que lo que no había sido asumido por las CC.AA fuera al  Estado, si no que cumplía otra función como era que cuando se crean las CC.AA y sus Estatutos 

De manera provisional lo que se debía aplicar era  la legislación estatal vigente, hasta que el Parlamento autonómico no aprobase su propia ley. Por tanto el Principio  de supletoriedad debía funcionar hasta que no rellenar esta vacío legal, el ordenamiento estatal cubre esta función, aplicándolo en defecto de norma propia del Estatuto.

¿Por qué se daba esta aplicación? Los motivos eran:

· ¿Cuántas leyes existían en las CC.AA?  - ninguna - ¿quería decir esto que no había ordenamiento jurídico de la CCAA?, ¿quiere decirse que en la CC.AA se puede hacer todo, como consecuencia de que no existen leyes? No, lo que se aplicará es la legislación estatal vigente, hasta que el Parlamento autonómico no apruebe su propia ley, entrando en funcionamiento el Principio de supletoriedad hasta que no se rellene el vacío legal, cubriendo el ordenamiento estatal esa función, aplicándolo en defecto de norma estatutaria.

· Esta función tiene un doble peligro, porque:

a) En un primer momento el Estado legisló sobre todo y las CC.AA que quieran desplazar la norma estatal tendrán que aprobar la suya. Así el TC en un primer momento lo aceptó, porque no todas las CC.AA tenían las mismas competencias. Pero más tarde, las CC.AA ya tienen competencias exclusivas y además las tienen todas las CC.AA, por lo que el Estado ya no puede legislar bajo el Principio de supletoriedad, si no tiene una ley que le habilite. El Estado no puede aprobar leyes  basándose en el Principio de supletoriedad por si las CC.AA no las regulan. 

b) Otra cosa, sería que las leyes aprobadas con anterioridad mantengan su vigencia, no desapareciendo del ordenamiento jurídico hasta que sean substituidas por las de las CC.AA, que además podrán optar por no legislar sobre dichas competencias, pero que no habilita al Estado para hacerlo, si no tiene competencia para aquella materia y sí todas las CC.AA., además las tienen

c) ¿Cuándo sabemos que no hay norma de la CC.AA sobre la materia? Los vacíos legales se rellenan con las fuentes del Derecho (ley, costumbre y Principios  Generales del Derecho), así ¿debemos ir a la norma estatal, a la costumbre o a los Principio Generales del Derecho catalán en nuestro caso? 

Con el Principio de supletoriedad debemos saber, en cada caso cual es la voluntad del legislador, dándose 3 supuestos:

· NO ha se ha regulado y por tanto debemos ir a legislación del Estado.

-    Si hay una regulación genérica que debemos hacer caso (Costumbre y P.G.D.)

· No hay regulación porque no se quiso prever esa figura jurídica.  Ej. Protección de los espacios naturales. El Estado califica 3 y la autonómica 5. 

Este Principio, lo que plantea es que el Estado solo puede regular si tiene competencias. Y si las tiene, es porque alguna CC.AA ha renunciado a tenerlas. Pero si todas las CC.AA la han establecido como competencia legislativa, el Estado no podrá legislar sobre aquella materia.

Este Principio lo reconoce T.C.,  pero que el Estado sigue legislando y las CC.AA también. Ej. Ley de Subvención (ley estatal): En muchos aspectos sólo es aplicable a su Administración, pero la mayoría de las CC.AA aplican la ley general por falta de normativa, en lugar de optar por regular la en su legislación. Otro Ej. La ley de Contratos de las Administraciones Públicas, donde muchos de sus preceptos son básicos, pero los que no lo son, se aplican igualmente en las CC.AA.

Principio  de prevalencia; dice que las leyes estatales prevalecerán sobre las de las CC.AA,  en caso de cambio de competencias de las CC.AA. ¿Pero puede una ley estatal, entrar en el ámbito de una ley de las CC.AA? Esto es una copia de la Constitución alemana, donde se prevé el supuesto de "concurrencia perfecta". Lo que dice es que, tanto el Estado federal como los Leanders pueden regular sobre una materia, pero en el momento que lo haga el Estado, la normativa aprobada por los Leanders quedará desplazada, ya se entiende que el Estado sólo regula cuando la diversidad normativa es contraria al ordenamiento federal, asumiendo  la capacidad que la  Constitución le da, para legislar por superación de los Leanders en los casos de diversidad normativa. 

En nuestro caso, sólo tenemos un caso de concurrencia perfecta: En la "Cultura", la tiene prevista como competencia las CC.AA y también el Estado (Art.149.2), pero tampoco se ajusta, porque lo que hacen tanto el Estado, como las CC.AA es que legislan cada uno por su lado, y ninguna norma es desplazada o se superpone. 

En nuestro ordenamiento jurídico, tiene sentido el Principio de prevalencia en las competencias compartidas, que es donde se da una concurrencia, pero no en otras categorías de normas (porque un ordenamiento tiene las bases y el otro el desarrollo), pero sí en ámbito material.  Ej. En el ámbito de la Educación (LOFCE), en el caso que una CC.AA legisle de acuerdo a estas bases haciendo su ley de Educación, al producirse un cambio de gobierno, se aprueba una nueva ley de Educación estatal, ¿qué ocurre con la ley de la CC.AA, porque las bases han cambiado y qué ocurrirá con lo que fuese contradictorio? Según el Principio de prevalencia, tendríamos que la Ley de la CC.AA en aquellos aspectos que  fueran contradictorios con las bases, quedarían desplazados. Pero ¿se podría impugnar la ley autonómica con un Recurso de Inconstitucionalidad? 

Ej. LOCE 2003 + Ley autonómica  + LOCE 2006

La ley autonómica se adecua a las bases cuando se aprueba (ley estatal), pero no se adecua respecto a la del 2006. Por tanto, no se puede impugnar porque en el año 2006, no se puede presentar un recurso de inconstitucionalidad, ya que el plazo para su interposición es de 3 meses desde su publicación, y por tanto, queda desplazada.
2.- EL ESTATUTO DE AUTONOMÍA: NATURALEZA, CONTENIDO Y PROCEDIMIENTOS DE REFORMA

Es la norma institucional básica de la CC.AA y es la norma mediante la cual se estructura el sistema de poderes. La norma dirá como se estructuran los poderes y las relaciones entre ellos y determinará los ámbitos de competencia de aquella CC.AA, sobre los cuales el ordenamiento jurídico podrá incidir. 

CARACTERÍSTICAS
· Posee unas características que derivan de su procedimiento de elaboración, el sistema por el cual se elabora o se modifica un EE.AA es muy peculiar, por razón de ser una norma básica y también tiene una singularidad por el sistema de fuentes, de tal forma, que a pesar de que la CE diga que los EE.AA se aprueba como Ley Orgánica lo cierto es que es una Ley Orgánica peculiar, porque la propia CE determina que los EE.AA tendrán un procedimiento específico y que sólo a través del procedimiento de reforma, se podrán modificar. Así, si las leyes orgánicas pueden ser objeto de modificación por otra Ley Orgánica, los EE.AA sólo podrán ser objeto de modificación o reforma, por las prescripciones que por mandato constitucional contiene el propio Estatuto.

· Desde el punto de vista del procedimiento de elaboración y reforma del Estatut contienen unos requisitos que no tienen las otras normas como es que en el caso de determinados estatutos de unas determinadas CC.AA que fueron por la vía 151, el procedimiento de reforma que prevé el Estatut tiene un requisito de mandado constitucional que es el referéndum.  No sólo seguirá el procedimiento que fija el propio Estatut, si no que el texto final será objeto de referéndum entre la población de la CC.AA. El resto de leyes no son objeto de referéndum. 

· Este tipo de referéndum tiene una forma peculiar: no lo convoca el Rey, lo convoca la CC.AA y tienen un procedimiento específico. 

Procedimiento de elaboración del Estatut
Ya estudiado en el Estatuto del 2006. Trabajos parlamentarios, estudios, Ponencia conjunta, consulta a sectores, consulta a la población, procedimiento participativo, se elabora un texto, dictamen del Consell Consultiu, se aprueba por el Parlament, pasa al Congreso y se defiende por una representación de parlamentarios catalanes, pasa al Senado, se aprueba como Ley Orgánica, se vota en referéndum, se publica  en el BOE y entra en vigor.

Es un procedimiento peculiar que no todas las CC.AA han decidido por este procedimiento, ¿Por qué?:

· Porque será lo que diga el propio Estatuto para la reforma.

· No todas las CC.AA  por mandato constitucional tienen que hacer referéndum. Ej. Valencia no va por el Art. 151 CE y por tanto, no debe realizarse referéndum. Por el Art. 151, fueron aquellas CC.AA que ya habían publicado un estatuto con anterioridad. 

Naturaleza jurídica del Estatuto de Autonomía
Se habla de que es una Ley Orgánica y es cierto, pero ni el procedimiento de aprobación, ni su contenido es de Ley Orgánica

· Peculiaridades desde el punto de vista sustantivo: El Estatut debe cumplir una determinada función dentro de la CC.AA. Esta función se asimila, pero no coincide  con lo que decimos que es un texto constitucional en un Estado Federal.  Lo propio de un Estado Federal que es el sistema de relaciones internas y externas, en nuestro Estado compuesto corresponde al Estatuto de Autonomía, esto no quiere decir que nuestro Estatut de Autonomía sea una Constitución, porque no goza de un elemento esencial como es el Principio de Soberanía. Las constituciones no se encuentras sometidas a ningún poder, es decir, son totalmente libres en su configuración. 
· El Estatut cumple una función análoga al texto constitucional, pero no puede tener esta configuración porque  no goza de la supremacía que sí tienen las constituciones, y es por esto  por lo que por encima de esta norma no existe ninguna otra que la límite o condicione. 
· Los EE.AA podrán ser objeto de Recurso de Inconstitucionalidad, porque se puede analizar a través del TC si el texto estatutario se adecua o no al texto constitucional, pero a pesar de que el EE.AA tiene este límite, le corresponde un papel importante, porque ninguna norma podrá ser contraria al estatuto tanto dentro del ordenamiento jurídico autonómico como del estatal, ya que el estatuto se integra en lo que se denomina “bloque constitucional”  y por tanto, tiene un papel relevante no sólo dentro de las CC.AA si no también en relación con el ordenamiento jurídico estatal. 
· ¿Cómo sabe el Estado las materias que le corresponde regular?
a) Por las materias que se encuentran en el Art. 149 de la CE y otras

b) Porque el EE.AA no las ha recogido.

Por tanto, también se limita la capacidad del Estado, porque su ordenamiento se tendrá de adecuar a la CE y a lo que dice el EE.AA sobre los diferentes ámbitos. La Doctrina del TC habla de este bloque de constitucionalidad, porque es el parámetro sobre el cual se analiza si las normas y los actos del Estado y de las CC.AA se adecuan al sistema de competencias que se encuentra definido en la CE, y por mandato de la CE en los EE.AA  de las CC.AA.
El EE.AA tiene un doble sistema de relación:
· Las leyes autonómicas respeto del Estatuto están jerárquicamente subordinadas, no pueden ser contrarias al texto estatutario. 

· Respecto a las leyes estatales tiene esta relación: En el sistema de competencias las leyes estatales también están subordinadas a las normas estatutarias y podrán regular lo que el Estatuto no haya distribuido dentro del sistema de competencia de la CC.AA. 
· En la relación entre el Estatuto y el ordenamiento jurídico estatal, hay otros ámbitos fuera del sistema de competencias en que también se dan estas previsiones. Nuestro EE.AA regula el ámbito del poder judicial, regula el ámbito de competencias del Tribunal Superior de Justicia, el Ministerio Fiscal, etc., pero si vamos a la CE, las Leyes Orgánicas corresponde regularlas al Estado, por Ej. L.O.P.J. y las leyes Jurisdiccionales: La ley procesal corresponde al Estado por el Art. 149. 1.6.  El EE.AA de Catalunya regula el Poder Judicial y el EE.AA. es Ley Orgánica. 

· Cuando se revisan las leyes estatales  son condicionantes, donde el legislador orgánico recoge estos Principios que son los del Estatuto después de pasar por el Congreso de Diputados, siendo un mandato al legislador orgánico para que modifique la Ley Orgánica y el Estatuto recoge unas recomendaciones que vinculan al legislador orgánico, pero no puede ignorarlo, ni impedirle modificaciones posteriores. 
· El EE.AA condiciona la legislación estatal, porque algunas veces será quien llame a la legislación estatal y en otras la condiciona, estableciendo principios que el legislador estatal tendrá que recoger por ser mandatos dirigidos al legislador estatal. Ej. Sistema de Financiación de las CC.AA.
· La “Reserva estatutaria” recogida en el Art. 147.2 CE, determina cuales son los contenidos mínimos del EE.AA, los que serán necesarios, porque la CE dice que deben estar. 
· Los EE.AA tienen absoluta libertad para recoger otros contenidos, según la normativa básica de las CC.AA, es decir, contenidos que deriven de este carácter de norma básica del EE.AA, aplicando el mismo principio de las Leyes Orgánicas.
· El EE.AA tendrá un contenido necesario, pero también podrá tener otros contenidos que derivan de la propia CE, como la lengua oficial (Art.3: Los EE.AA podrán delimitar otras lenguas oficiales a parte del castellano. También en la Regulación del Senado, hay un Art. que dice que hay senadores de designación autonómica y el EE.AA deberá decir, como se designan estos senadores autonómicos.  
· El EE.AA  tiene también otros contenidos  , la norma básica que regula los poderes en la CC.AA y el Poder Judicial se encuentra presente en la CC.AA, pero no es de la CC.AA: No puede regularlo, pero sí puede establecer unos principios. 
· Cuando un contenido se incluye en el EE.AA, no puede modificarse por el legislador, ni por ninguna mayoría. Por tanto, se está condicionando la capacidad del legislador. 
· El EE.AA tiene una conducta, definido en el Art. 147.2 y otro que viene dado por el carácter de norma básica que se establece en  el texto constitucional, respeto al EE.AA. 
· Las relaciones con el ordenamiento jurídico autonómico sean muy claras y los Principios de jerarquía y de supremacía del EE.AA en relación con el ordenamiento estatal hace que las relaciones sean más complejas. En principio, las leyes estatales no pueden ser contrarias al EE.AA,  pero en determinados casos  el EE.AA se remite a las leyes estatales o establece Principios que deben ser desarrollados por el legislador estatal. 
El contenido del EE.AA
Nuestro EE.AA se ajusta al contenido del Art. 147.2 de la CE, aunque va más allá y nos encontramos contenidos, que superan este ámbito y que están sujetos a debate.

· Denominación de la CC.AA: Será la que más se ajuste o se identifique, por tanto, la CE no establece ningún criterio de cómo deben denominarse.

· Delimitación del territorio: Hay deferentes técnicas que permiten distintas formas para su delimitación (los que no pueden modificarse y otras que sí podrán hacerlo).

· Organización y sede de sus instituciones: Partiendo de la base de que las CC.AA del Art. 151 CE  habían de tener una cámara legislativa y que se movería por unos determinados Principios que la CE determinase como son; voto universal único, y estableciéndose como se configurarían las relaciones de ese Parlamento  con el Gobierno, su constitución y disolución, así como la posibilidad de censura o moción de confianza. A todo este sistema de relaciones institucionales básicas (Parlamento-Gobierno), se añade la posibilidad de regular otras instituciones estatutarias, en Catalunya: Consell Consultiu, Sindicatura de Comptes, Sindic de Greuges y el Consell Audiovisual.

· Definición de competencias: Todo EE.AA necesariamente debe definirlas. Los ámbitos en que las CC.AA tiene competencias y las funciones respecto a aquellos ámbitos (ejecutiva, legislativa y sólo facultad de reglamentación...). La novedad de nuestro EE.AA es la técnica utilizada:

a) Define la tipología de las competencias. Nos dice que son 3  y nos dice cuales son las funciones y el alcance de cada una de estas categorías.

b) Son las sub materias: Antes se decía que la Generalitat tenía competencia exclusiva en materia de  agricultura y ahora dice, que comprende en todo caso  todo un listado de sub apartados.

· Bases para el trasvase de los servicios (examen): Los EE.AA  parten de que estas competencias que asumen, antes las realizaba el Estado (con anterioridad al Estado compuesto, todas las materias  correspondían al Estado), al pasar a la CC.AA por asumirlas el EE.AA, el Estado tendrá que pasarlas a la CC.AA, valorando el importe de este traspaso. Ej. RENFE, Este traspaso tiene un coste y esta transmisión se  realiza siguiendo la fórmula que indica el EE.AA 

Hasta aquí, son los contenidos necesarios, pero hay otros contenidos como la lengua, senadores, etc. que obligan una determina regulación que deberían estar en el EE.AA. Así los EE.AA aprobados con anterioridad al 2005, no tenían esta regulación, pero los nuevos EE.AA amplían su regulación e introducen materias sobre las cuales, no había regulación.  Se introduce todo un Título de Derechos que en el anterior sólo decía que los catalanes tenían los mismos derechos que los españoles en el resto del Estado. Ahora, hay todo un título que regula las garantías de estos derechos. Esto corresponde al EE.AA porque los derechos son un límite o mandato a los poderes públicos. 

Los derechos estatutarios afectan a ámbitos de competencias, donde los ámbitos materiales, donde la competencia corresponde al legislador, y que el legislador (que somos todos) decide limitar las competencias. Por tanto, en la próxima ley que quiera elaborar el legislador catalán, tendrá unos  límites que él mismo habrá adoptado, son unos límites en el ejercicio de las competencias y tienen una vinculación en la definición de esas competencias.  Es un límite que no se refleja en  la relación con el Estado, operando sólo en las relaciones entre los ciudadanos y su Parlamento. 

El EE.AA tiene una declaración de derechos (para los que se oponen a él), y éstas  sólo pueden estar en las constituciones, y es que este EE.AA nace con vocación de constitución y quiere suplantarla, pero estas declaraciones de derechos no sólo aparecen en las constituciones, sino que  están en todas las leyes que regulan materias sustantivas de los ciudadanos. El EE.AA lo que ha hecho es elevar el texto estatutario como límite  al poder legislativo.

Todo el sistema de relaciones entre el Estado, la UE y otras CC.AA, regulado en el Título 5 del EE.AA antes no estaba ya que no se tenía la necesidad y con el Principio de separación de poderes era suficiente para articular el Estado autonómico. Existe una reserva estatutaria, pero el EE.AA puede entrar en su regulación. Todo lo que se incorpora al texto estatutario queda limitad para la capacidad del legislador en su regulación. 

Procedimiento de Reforma estatutaria
¿Quién tiene la iniciativa? El Gobierno, 1/5 de los Diputados y los Grupos parlamentarios. Éstos pueden decidir que la reforma se tramite en “ponencia conjunta: se presenta un texto donde todos participan en la elaboración y el texto se aprueba por 2/3 partes”. En el caso de que se obtuviera el voto favorable de las 2/3 partes, se vuelve a remitir a la “Comisión parlamentaria” que ha elaborado el texto, para que en 1 mes lo modifique y si esta modificación tampoco prospera, no se podrá modificar el Estatuto. 
Si la modificación prospera, el Parlament debe nombrar una “ponencia” que lleve el texto a las Cortes Generales y participe en la elaboración del Estatuto como LO dentro del procedimiento legislativo en las Cortes.

Si la iniciativa de Reforma estatutaria la tienen las Cortes Generales (que es cuando quedaban afectadas las relaciones entre las Cortes y la Generalitat) presentan un proyecto que presentan en las Cortes y que se tramita a través del procedimiento común. 

· Cuando la Ley se aprueba en “Comisión” en competencia legislativa plena: Las leyes normalmente se aprueban en el Pleno, pero la gran parte del trabajo parlamentario se hace en comisión. Las comisiones están presentes en los grupos parlamentarios, en las mismas proporciones que está en el Pleno, que es donde está el trabajo de elaboración de enmiendas, transacción, porque en las comisiones están los especialistas de los temas. Y cuando la Ley pasa al Pleno ya se ha producido la gran discusión política en la comisión, y en algunos supuestos el Pleno puede acordar que la Ley se apruebe en la propia comisión y esto significa, que se suprime los debates y votación en el Pleno. Y el Pleno, que en propuesta de la Mesa de los 2 grupos parlamentarios o 1/5 parte de los diputados, puede acordar delegar a la comisión la aprobación de una Ley y también en cualquier momento, puede retirar la delegación.  

· Se nombra una Ponencia con un miembro de cada grupo parlamentario, la Ponencia hace el trabajo del informe, la eleva a Comisión y en ella se vota, y se aprueba el texto. 

· Este procedimiento se hace en leyes que no tienen gran complejidad, ni contenido político, de contenido técnico.

· Procedimiento de lectura única: Se tramita en textos o iniciativas muy simples, Ej.: coger un artículo de la ley, en que se regule unas sanciones económicas, y que se quieran elevar. Así, en propuesta del Gobierno, la Mesa decide que en el Pleno se tramite en una única votación se aprueba el texto, y se ahorra toda la tramitación previa. No se utiliza mucho.

El procedimiento de Reforma de los EE.AA: En el caso de los EE.AA de la vía del Art. 151 de la CE, deben prever un necesario referéndum, pero el EE.AA es libre de configurar este procedimiento de reforma, que además debe aprobarse por Ley Orgánica.

El EE.AA sigue la línea iniciada en el 79, al regular el procedimiento de reforma en 2 procesos, según los ámbitos materiales afectados por la reforma:

· Para unas materias un procedimiento complejo,

· Y en otras materias, aún más complejo.

a) Procedimiento previsto en el Art. 222 del EE.AA: La reforma de los Títulos I y II (Derechos e Instituciones), el legislador estatutario entiende que no afecta a las Cortes Generales, por tanto es una regulación más interna, limitando su capacidad. La iniciativa para la reforma se amplía: Tendrán la iniciativa el Parlamento de Catalunya a propuesta de 1/5 parte de los diputados, el Gobierno de la Generalitat, los Ayuntamientos de Catalunya que sean un 20% de los Ayuntamientos y que representen un 20% de la población, la iniciativa legislativa popular, es decir 300.000 firmas podrán solicitar una reforma, a través del procedimiento que la ley determine. Se aprobará una Ley que diga como se tramita esta reforma en el caso de la Iniciativa legislativa. 

Iniciada la iniciativa se aprueba por el Parlamento de Catalunya y el texto se debe enviar a las Cortes para que la tramiten como Ley Orgánica. Las Cortes no podrán hacer enmiendas. Ya probada como ley Orgánica, deberá ser aprobada por referéndum de la población, porque la CE lo obliga.  En las Cortes sólo deberían hacer una mera ratificación. 

El Art. 222, prevé que las Cortes pueden sentirse afectadas, porque podría definir las competencias de las instituciones de la CC.AA, pero a la vez limitando las competencias de las instituciones estatales. Las Cortes tendrán 30 días para decir si  consideran que están afectadas por la reforma y de estarlo, se tramitará por el Art. 223. 

De no conseguir aprobar la reforma por referéndum, no podrá plantearse una reforma similar hasta transcurrido un año. 

B) El otro procedimiento sería cuando afectan a materias en que sí hay relaciones entre el Estado y las CC.AA, las Cortes generales tienen un papel decisivo, tanto en el procedimiento como en la iniciativa.  

La iniciativa la podrán plantear, el Parlament, el Gobierno de la Generalitat y las Cortes Generales. Así las Cortes Generales tienen iniciativa del procedimiento de reforma estatutario, por afectar las relaciones con las Cortes, los ayuntamientos y los particulares (la iniciativa legislativa popular), no tienen iniciativa, sólo tienen  la facultad de propuesta al Parlament para que promueva la reforma. Esta reforma se aprobará con las 2/3 partes del Parlament, una vez aprobado se envía a las Cortes Generales y éstas, la aprobará como Ley orgánica y después tendrá lugar el referéndum.

Se tramitará en las Cortes Generales, a través de un voto de ratificación del Congreso o Senado o a través de un voto más complejo. La reforma puede ser objeto sólo de ratificación del Congreso. Pero si el Congreso y el Senado optan por realizar enmiendas, el Parlament de Catalunya nombra una delegación parlamentaria y se sigue el procedimiento previsto en el Reglamento de las Cortes. Este reglamento tendrá unas determinadas necesidades:

· Que el debate de lugar a una "comisión mixta paritaria", con el mismo número de parlamentarios, para configurar un texto de acuerdo, que sea asumible por ambas partes. 

· El procedimiento y plazos serán los que determine el Reglamento del Congreso y del Senado.

· Si la Comisión no formula una propuesta conjunta, tendremos que ir al procedimiento establecido por  las Cámaras.

· El Parlament de Catalunya, puede retirar la propuesta en caso de no haber acuerdo, por mayoría absoluta de sus miembros.

· La mayoría para retirarla es baja, no requiere 2/3 partes, es suficiente la mayoría absoluta (que es la mitad + uno). 

· El referéndum lo convocará la Generalitat de Catalunya. Cuando se aprueba la LO por el Estado, el mismo texto que se aprueba por la LO habilita a la Generalitat de Catalunya para hacer la convocatoria del Referéndum, se aprueba y publicación como LO en el BOE. 

-    Si el procedimiento se rompe en algún momento,  no se puede volver a repetir hasta pasado un año
   

· El procedimiento de reforma es sustancialmente igual al del EE.AA de 1979 del Art. 56 y 57, lo que ha cambiado es la iniciativa de reforma del Art. 222 y los títulos afectados por la reforma, pero sí existía este doble procedimiento, en función de las competencias.

· El procedimiento de reforma del EE.AA del 79 no fue objeto de Recurso de Inconstitucionalidad.  Que problema se plantea: que el papel de las Cortes ha quedado reducido. Porque ratificar no es aprobar una Ley Orgánica y la CE dice que se aprobará como Ley Orgánica, por tanto, se están alterando las funciones de las Cortes en la promulgación de los EE.AA 

Los procedimientos de Reforma debemos estudiarlos por el texto del EE.AA de Catalunya: Art. 222 y 223.
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3.- La ley y los tipos de leyes
La autonomía de la que disfruta Cataluña es una autonomía política. Como potestad principal para ejercer esa autonomía es la legislativa. Capacidad para aprobar normas y regular conductas. Esa potestad reside en el Parlament. (art. 55 EA = El parlament ejerce la potestad legislativa). Y lo hace a través de leyes.

Ley = Norma jurídica aprobada por el Parlament en ejercicio de la potestad legislativa.

La ley autonómica tiene una naturaleza equivalente a la de la ley estatal. No hay diferencias entre lo que es una ley estatal o ley autonómica. En ambos casos son producto de la actuación de la cámara (aquí unicameral) y vincula a los tribunales y jueces.

Dos aspectos diferenciales entre ambas:

1) Por el hecho del reparto competencial se puede ver sometida a lo que establezca una ley estatal. Cuando hablamos de competencias básicas hay una relación entre ambas leyes.

2) Si se impugna una ley autonómica ante el TC se puede pedir su suspensión. Si así lo solicita el Estado, se puede suspender. Al revés no sucede, no se puede suspender una ley estatal. Por lo tanto hay una cierta preponderancia de la ley estatal.

Régimen de la ley ordinaria

En primer lugar tenemos la ley ordinaria que es la que se aprueba en la mayoría de los supuestos. Pero existen en el EA dos tipos de leyes específicas:

1) Leyes de desarrollo básico del Estatut = Crean el Estatut.

2) Leyes de presupuestos = En el caso de Cataluña también tiene una naturaleza específica.

No se rigen por principios de jerarquía, sino que tienen una reserva material.

Leyes de desarrollo básico del Estatut

Art. 62 EA = Se ha creado un tipo de norma concreto pensada para la regulación de materias básicas o principales para el desarrollo del Estatut (se consideran troncales). Y por ello se les quiere dotar de un régimen de aprobación específico.

Materias que se aplica este concepto:

1) Organización territorial de Cataluña

2) Régimen de la lengua

3) Carta de derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña

4) Regulación del sistema electoral

5) Estatuto personal del President de la Generalitat

6) Régimen del gobierno

7) Régimen del Consell de Garanties Estatutàries, Síndic de Greuges y la Sindicatura de Comptes

8) Régimen de la Vall d’Aran

La peculiaridad que tiene es que para su aprobación se exige mayoría absoluta (mitad más uno del número de diputados total) en una votación final sobre el conjunto del texto. Y esto es así porque se busca un consenso sobre unas materias que se consideran relevantes o esenciales. 

Ley de presupuestos

La Ley de Presupuestos o su especialidad no radica tanto en la mayoría para aprobarla sino que:

1) Sólo existe un sujeto legitimado para impulsar la Ley de Presupuestos = Gobierno 

2) En el régimen de enmiendas, si el cambio supone un mayor gasto siempre debe ir acompañado de una propuesta para reducir el gasto en otra partida
Procedimiento legislativo
Sólo es válida la ley si formalmente se aprueba según establece el EA y el Reglamento del Parlament. Hay que seguir unos pasos. Existen 6 procedimientos de aprobación:

1) Ordinario

2) 3 como modalidades del ordinario: De Urgencia, Lectura Única, Aprobación en Comisión

3) Ley del desarrollo básico del Estatut

4) Ley de Presupuestos

Procedimiento ordinario

En el caso de una aprobación de una norma autonómica legislativa por el procedimiento ordinario tenemos 3 etapas sucesivas:

1) Iniciativa legislativa = alguien tiene que tomar la primera decisión. Descritos en el art. 62 EA. Corresponde:

a. Diputados
b. Grupos Parlamentarios
c. Gobierno (es el motor de hecho de la aprobación de normas legislativas). Los que viene de aquí se llama proyecto de ley
d. Ciudadanos (pueden impulsar o tener la iniciativa legislativa).

El resto (a diferencia del Gobierno) se llama proposición de ley. Ambos van a la mesa del Parlament y a partir de ahí se tramita. Estos textos tienen una memoria que lo justifica, antecedentes, y estudio económico (impacto que puede tener, sobretodo para las prestaciones para los ciudadanos).

Respecto al gobierno, es el President y Consellers. En el caso de Diputados, se exige un mínimo de 5 diputados. Y en el caso de los grupos parlamentarios se exige la intervención del portavoz (CONFIRMAR). Para los ciudadanos, se exigen 50.000 firmas. También pueden presentar iniciativa legislativa los entes locales (órganos supramunicipales). En la gran mayoría de casos proviene del Gobierno (y por tanto, proyectos de ley).
2) Procedimiento parlamentario = Qué pasa con esa proposición en sede parlamentaria (enmiendas, etc). Una vez se ha remitido el proyecto o proposición al Parlament, llegamos aquí. Aquí tenemos unas fases:
a. Debate de totalidad = Lo que se hace es que en el Pleno se hace una valoración general del texto y si hay enmiendas a la totalidad (que se retire el texto, que se devuelva) se votan también esas enmiendas. Si no fructifican esas enmiendas a la totalidad, continúa el proceso. Si se estiman, se acaba el proyecto.
b. Comparecencia de organizaciones, asociaciones, grupos sociales, etc. = está regulado en el reglamento del Parlament. Prevé la posibilidad de que los grupos parlamentarios propongan la comparecencia de asociaciones, organizaciones sociales, etc. que puedan tener un interés en esa regulación, para escuchar su valoración y opinión. Se les puede hacer preguntas, etc. Obtener información, básicamente, de lo que puedan opinar los grupos sociales. Esto se hace en las comisiones (hay tres representantes en cada una).
c. Presentación de enmiendas al articulado = Aquí es donde empieza el trabajo parlamentario de verdad. Hay de tres tipos

i. Supresión
ii. Modificación
iii. Añadición
Se presentan estas enmiendas, y éstas se trasladan en la siguiente fase a la Comisión, que designa una ponencia que se va a encargar de analizar el texto y las enmiendas, que está formada por el representante de cada uno de los grupos parlamentarios. 
d. Informe de la ponencia = Y esa ponencia emite un informe sobre el texto, las enmiendas que se han aceptado y las que no. Y eso se pasa a la Comisión.
e. Dictamen de la Comisión = Se pronuncia sobre el informe de la ponencia. En todos estos momentos se pueden recoger enmiendas que no se hayan recogido previamente, y hay negociaciones en definitiva. Lo que se aprueba aquí, se va al Pleno.
f. Aprobación por el Pleno = Se realiza el debate ya definitivo sobre el texto de la ley. Y se debate y se vota artículo por artículo, incluso se puede mantener las enmiendas que se rechazaron. Y de aquí sale el texto aprobado por el Pleno (mayoría simple, salvo los casos comentados).
3) Promulgación y publicación de la Ley = Art. 65 EA. La norma es promulgada por el President de la Generalitat en nombre del Rey. Y se publica en el DOGC y también en el BOE. A efectos de entrada en vigor se cuenta con la publicación en el DOGC, y se producirá cuando lo indique la norma. Si la ley no dice nada, son 20 días para su entrada en vigor.

Matices en las modalidades de procedimiento ordinario

1) De Urgencia = El matiz que tiene es que se reducen los plazos a la mitad. En cuanto al resto, es lo mismo.

2) De Lectura Única = Se eliminan todas las fases que hemos comentado salvo la última, la votación en el Pleno o Comisión. Seguir este procedimiento es delicado porque puede afectar a la discusión en sede parlamentaria, y esto sólo se puede hacer previa decisión del Pleno y sólo se aplican para casos en los que haya consenso global y sobre materias muy concretas.

3) La aprobación de la ley en Comisión = El matiz está en que se siguen todas las fases salvo la última. La proposición o proyecto se aprueba por la Comisión. No se puede hacer cuando se quiera, y es que hay materias que no se pueden incluir:

a. Leyes de desarrollo básico = se aprueban en Pleno.

b. Ley de Presupuestos = Lo mismo.

c. Cuando se decide delegar en el gobierno esta decisión = Esto son Decreto Legislativo y Decreto Ley. Se tiene que hacer en el Pleno.

d. La reforma del Estatuto = Tampoco se puede aprobar en Comisión.

4.- Las disposiciones normativas con rango de ley
Básicamente, el Decreto Ley (art. 64 EA) y el Decreto Legislativo (art. 63 EA). Son una anomalía del sistema, porque si estamos diciendo que la potestad legislativa está en el Parlamento aquí lo estamos excepcionando, porque es el Gobierno quien tiene la potestad legislativa y con rango de ley. 

El DLey tiene que actuarse ya y para ello necesitamos que lo haga el gobierno (y que no basta con el procedimiento de Urgencia, argumentándolo). 

Y los DLegislativos se justifican más en la carga de trabajo del Parlamento y en la disponibilidad del Gobierno para ello, aunque esto sólo para dos tipos.

Decretos Legislativos

Están en el art. 63 EA y habrían 4 aspectos a tener en cuenta:

1) Norma que tiene dos fases:

a. Intervención previa del Parlamento = decide actuar mediante DLegislativo
b. Aprobación del DLegislativo por el gobierno

2) Existen unos parámetros a los que el gobierno se debe ajustar al ejercitar la delegación:
A) Límites materiales = Hay materias que no se pueden regular por DLegis. Que son:

a) Reforma del Estatuto

b) Leyes de Desarrollo Básico = Sí que cabe, por eso como excepción, la posibilidad de delegar en el gobierno sobre una materia básica pero sólo cuando sea para hacer un Texto Refundido (ya está la regulación, pero como ha habido modificaciones, se hace el TR)
c) Regulación esencial y desarrollo directo de los derechos de los ciudadanos de Cataluña

d) Presupuesto de la Generalitat
Límites formales = Sólo los pueden aprobar el Gobierno. La delegación se tiene que hacer por ley. Y en esa ley se tiene que identificar claramente la materia que  va a regular y en qué plazo. Y una vez se aprueba y se publica, la delegación se termina.

3) Tiene rango de ley. No es un reglamento. Tipos:
1) Puede ser que sea un texto nuevo pero partiendo de una Ley de Bases, aunque no es el caso habitual (mirar).

2) Se autoriza por ley la delegación para un texto refundido. La normativa ya existe y lo que se quiere hacer es ordenarla, sistematizarla.

4) Existen unos controles para asegurar que la delegación se ha ejecutado correctamente:

a. Existe un dictamen preceptivo de la Comisión Jurídica Asesora (órgano consultivo). Es un control previo.
b. Control Parlamentario = Puede ser previo o posterior. Si es previo, básicamente la cuestión es que el Gobierno antes de publicarlo remite el texto al Parlament y se abre un periodo para que se puedan plantear objeciones, y luego se pronuncian sobre ellas. Si no hay objeciones, se entiende que el gobierno a actuado correctamente. Si las hay y se aprueban, entonces el gobierno tiene que modificarlo, y luego se aprueban. 
Si es posterior, el gobierno remite el DLegis al Parlamento y se realiza un periodo de objeciones. Si las hay, habrá un debate de totalidad en el Pleno. Sino, no.
c. Control judicial = Es una norma con rango de ley y por lo tanto quien debería enjuiciar el texto es el TC generalmente. Pero en cambio, la Ley 29/1998 contempla como un caso excepcional el control del DLegis (… MIRAR!) puede ser controlada por la jurisdicción ordinaria.
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El Decreto Ley no estaba contemplado en el EA 79 (dentro del ámbito de la CA), pero ahora sí que se ha hecho. Como mínimo, ya se han publicado dos: DLey 1/2008, de 1 de julio de medidas urgentes en materia fiscal y financiera; DLey 1/2007, de 17 de octubre de medidas urgentes en materia urbanística.
Actualmente, está regulado en un art. del EA (art. 64) = Define lo q es el DLey, diciendo que en caso de una necesidad extraordinaria y urgente el gobierno puede dictar disposiciones legislativas provisionales bajo la forma de Decreto Ley.

Características del DLey

1) Se requiere el supuesto de urgente y extraordinaria necesidad para promulgarlo = Es un concepto jurídico indeterminado. Desde esta perspectiva, siempre que se requiera actuar en un plazo más breve que el que ofrece o que se necesita para aprobar una norma con rango de ley o ley. Tiene efectos desde que se publique en el DOGC. 
2) Emana del gobierno 
3) Tiene que cumplir unos requisitos
i. Límites materiales: 
1. Reforma del Estatuto no se puede hacer
2. Leyes básicas de desarrollo tampoco
3. Presupuesto de la Generalitat tampoco
4. Normas o regulación del contenido esencial o desarrollo de los derechos y deberes que contemplan el EA.
4) Tiene que ser validada por el Parlamento (provisionalidad) = art. 64.2 EA: Los DLeyes quedan derogados si en el plazo inderogable de 30 días siguientes al de su promulgación no son validados expresamente por el Parlamento, después de un debate y una votación de totalidad = No caben enmiendas; o se aprueba todo o no se aprueba. Sino, no se convalidará. Eso sí, hasta que se derogue habrá desarrollado efectos plenamente legales. No es una eficacia retroactiva, son efectos ex nunc (a partir de ese momento, ya no producirá ningún efecto). Si se valida, se mantiene tal cual. 
5) Se puede tramitar como proyecto de Ley = Por el procedimiento de urgencia. Cuando al Parlamento le llega el texto, tiene tres opciones, convalidarlos (sigue como DLey), derogarlo en bloque o tramitarlo como proyecto de ley. Matiz discutible = Lo que ocurre en la práctica es que no sea una alternativa, sino que sea un paso sucesivo (primero convalidar y luego tramitarse como proyecto de ley, en la que se pueden presentar enmiendas, etc). Y así lo establece el Reglamento del Parlament, que viene a contradecir lo establecido en el EA (que prevé 30 días para tramitar el proyecto de ley), ya que no lo ve como alternativa, sino como fases sucesivas (y tarda más de 30 días).
6) Existen unos controles para asegurar el buen funcionamiento = Se controla por el TC y como control complementario está previsto en el art. 76 EA prevé que el Consell de Garanties Estatutaries se pueda pronunciar en el periodo de 30 días de convalidación sobre la adecuación del DLey al EA y a la CE. Pero no es un dictamen vinculante.
4.- EL REGLAMENTO

Norma que emana del gobierno o administración con una fuerza normativa inferior a la ley, sujeta o sometida jerárquicamente a la ley. Además en nuestro ordenamiento hay reserva de ley, pero no existe una reserva reglamentaria; siempre tiene que dejar paso a que el Parlamento pueda regular una determinada materia.

Titular de la potestad reglamentaria

Está en dos textos: EA (art. 68) = El gobierno es titular de la potestad reglamentaria. También desarrollado por una ley reciente que es la Ley 13/2008, de 5 de noviembre, sobre la Presidencia y Gobierno de la Generalitat (art. 26 y 39). (En esta misma ley, en el art. 37 habla sobre los DLegislativos y el art. 38 sobre los DLey)

De la conjunción del EA y la Ley = El gobierno (como órgano colegiado) y también por el President de la Generalitat o por los Consejeros cuando así lo establezca la ley.

En el caso concreto de los Consejeros, el art. 39 Ley 2008 les autoriza para dictar reglamentos de organización de su Consejería, además de lo que puedan prever otras leyes.
Tipos de reglamentos

1) Formales:

a. Gobierno o Presidente de la Generalitat = Decreto

b. Conseller = Orden

2) Materiales:

a. Ejecutivos = Desarrollan leyes y regula conductas de los ciudadanos.
b. Organizativos  = Miran más ad intra, hacia la administración.
Procedimiento de aprobación

1) Iniciativa del centro directivo de la materia = Ejemplo: Si es un reglamento en materia ambiental, el Departament de Medi Ambien i Habitatge. Se tiene que acompañar de una memoria que explique su razón de ser u oportunidad, un estudio económico, y una lista o referencia de los textos que se van a ver afectados por su aprobación.

2) Si se trata de un reglamento que desarrolle una ley, se tiene que dar audiencia a los interesados que se puedan ver afectados por el reglamento. No es vinculante su resultado, pero sí es preceptivo. Si no se hace, será vicio de nulidad.

3) Informes de los servicios jurídicos del departamento
4) Validación jurídica a nivel interno
5) Se presenta ante el Consejo Técnico
6) Cuando se traten de reglamentos ejecutivos se necesita el informe de la Comisión Jurídica Asesora = Trámite esencial.

Control de los reglamentos

Ya no es tema del TC, sino que el control judicial se dilucida en vía de jurisdicción ordinaria (contencioso-administrativo TSJCat), que se puede hacer directamente (contra el Reglamento con plazo muy limitado) o indirectamente (no tanto por el acto en sí, sino porque se ha dictado en desarrollo de un reglamente que se considera ilegal).
TEMA 4: DERECHOS, DEBERES Y PRINCIPIOS RECTORES
1.- El sistema de derechos y deberes y la articulación de las competencias de la Generalitat

Art. 15 a 54 EA = Se prevén unos capítulos, como novedad, en el Título I a éstos. No se sustituyen los derechos del EA 79, pero sí que se amplían. Se discute que la Generalitat o EA pueda tener un contenido de estas características porque es materia constitucional, pero lo que ocurre es que no tiene que ser inconstitucional porque lo que se hace es hacer disposiciones complementarias (mayor desarrollo) y no existe en la CE un título competencia para regular los derechos y deberes de los ciudadanos.

Límites de la actuación de la Generalitat en este ámbito

Art. 37.4 EA = Los derechos y deberes del presente título no supondrán una alteración del régimen de distribución de competencias (… copiar) No altera ni los títulos competenciales ni puede alterar ninguna medida los derechos fundamentales previstos en la CE
2.- Clasificación

Capítulo I- Derechos y deberes del ámbito civil y social
Capítulo II- Derechos en el ámbito político y de la Administración
Capítulo III- Derechos y deberes lingüísticos

Capítulo IV- Garantías de los derechos estatutarios

Capítulo V- Principios rectores 
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3.- GARANTÍAS DE LOS DERECHOS ESTATUTARIOS
(IMPORTANTE) Regulado en el art. 37 y 38 EA. Las garantías de los derechos son de una triple naturaleza:
1) Las garantías normativas:

a. Art. 37- Los derechos que reconocen vinculan a los poderes públicos
b. Las disposiciones que dicten los poderes públicos deben respetar estos derechos y además siempre se deben interpretar de la forma más favorable al cumplimiento de los derechos = INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LOS CIUDADANOS

c. RESERVA DE LEY de estos derechos

2) Las garantías institucionales: Hay dos instituciones estatutarias cuyo objetivo principal está vinculado a los derechos.
a. Síndic de Greuges

b. Consell de Garanties Estatutàries = Es vinculante en materia de derechos.
3) Las garantías judiciales: Cabe la posibilidad de recurrir ante la vulneración de estos derechos = TSJCat.
4.- PRINCIPIOS RECTORES

Art. 39 y ss. EA= Informan la legislación positiva (inspiran al legislador, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos), no generan derechos concretos, sino que se habla de una generalidad. Informan e inspiran, pero que exigen actuaciones concretas para su regulación.
BLOQUE II: INSTITUCIONES

TEMA 5.- EL PARLAMENT DE CATALUÑA

1.- EL SISTEMA ELECTORAL Y LA COMPOSICIÓN DEL PARLAMENT

Art. 55 a 66 EA / Reglamento del Parlament de Cataluña (29 de diciembre de 2005- MIRAR)

Existen dos grandes sitemas de organización institucional (presidencialistas – posición preeminente del presidente- y parlamentarios –en los que la cuestión principal es la relación de confianza que existe entre el Presidente y el parlamento). El punto de partida es la CE que marca la pauta (art. 152 CE) que ya indica que las CCAA tendrán que tener una asamblea legislativa, elegida por sufragio universal y un consejo de gobierno para el ejercicio de la potestad ejecutiva. Además, nos habla de una asamblea (sistema unicameral) para las CCAA, a diferencia del Estado que son dos cámaras (bicameral). 

A efectos de cómo se traslada esto en el EA, está en el art. 55 EA = Ejerce la potestad legislativa, etc. 

Composición del Parlament y régimen electoral
Número de diputados = El EA no establece una  única cifra. Lo que dice es que tendrá que ser un número entre 100 y 150 diputados. Actualmente, tiene 135. Pero esto no es así porque se tenga que cumplir con el EA, sino que desde 1979 es así y se mantiene desde la aprobación del EA 79. Es un tema realmente complicado (se requiere mayoría absoluta) porque según los criterios que se introduzcan o el régimen que se aplique puede hacer variar la composición de la cámara, y cuesta que se alcance un consenso, y por ello seguimos anclados en el régimen establecido en el 1979 (Disposición Transitoria Cuarta que regula este régimen – MIRAR).
Los escaños se reparten, mediante el régimen D’HONT = Se obtienen los votos, van saliendo los números y se van atribuyendo los escaños (MIRAR lo que es). Para entrar en esta tabla, necesitas el mínimo de 3% de los votos.
2.- ESTATUTO DE LOS DIPUTADOS

Requisitos para ser elegidos

Se necesita ser elegido y tener la condición de catalán. Y hay unas causas de ineligibilidad; esto se da en determinados supuestos (Ley 3/82, del Parlamento, Presidente y Consejo ejecutivo de la Generalitat). Por ejemplo:
1) Ser miembro del TC (no se puede ser miembro del Parlament)

2) Ser defensor del pueblo (Síndic de Greuges).

Régimen de incompatibilidades = No puedes ser al mismo tiempo parlamentario y ejercer otras funciones. Esto se da posterior a diferencia de la ineligibilidad. Ley 13/2005.

Se accede a la condición de parlamentario (art. 16 Reglamento del Parlment). Hay que hacer tres cosas para ser parlamentario una vez resultes elegido:

1) Presentar la acredencial en la que se reconoce que has sido elegido.

2) Promesa o juramento de acatamiento de la CE y EA.

3) Declaración de bienes y actividades para ver que no se va a incurrir en ningún régimen de incompatibilidad. Si se detecta alguna incompatibilidad, tienes 8 días para decir si renuncias al escaño u optas por ser diputado y dejar la otra actividad. Existe un control para asegurar que esto se repesta.

Causas de pérdida de la condición de diputado
Art. 17 Reglamento:

1) Decisión judicial firme que anule la declaración, proclamación.

2) Incapacidad judicialmente declarada.
3) Expiración del mandato.

Suspensión de la condición de parlamentario de un diputado

Art. 18 Reglamento (Mirar), vinculados a procesos penales contra diputados.

Privilegios de los parlamentarios (art. 57 EA y 71 CE y 14 Reglamento)

1) Inmunidad = No se impide el proceso penal, sino que se refiere a la imposibilidad de detención del diputado salvo delito fragrante, y si se da el delito fragrante se necesita la autorización de la cámara para su detención. No existe el famoso suplicatorio (sólo a nivel Estado), no hace falta esto para poderlo procesar.
2) Fuero judicial = Las causas contra el parlamento se mueven al margen de las competencias de los juzgados, sino que directamente los dilucida el TSJCat. Si fueran asuntos de envergadura nacional, TS.
3) Inviolabilidad = Los diputados no se les pueden procesar por sus votos u opiniones que emitan en el ejercicio de su cargo, incluso cuando termine su mandato. 
Derechos y deberes de los diputados
Derechos:

1) Votar

2) Asistir

3) Tratamiento preferencial

4) Formar parte como mínimo de una comisión

5) Percepción económica que establece el Reglament del Parlament

6) Derecho a obtener información = El reglament contempla que para ejercer sus funciones la administración les facilite la información que precisen e incluso acceder a las dependencias administrativas y consultar los documentos. Aquí se planteó si podían tener asistencia o asesoramiento, y se ha confirmado si esto haced viable sus funciones.
3.- LA AUTONOMÍA DEL PARLAMENT Y EL REGLAMENTO PARLAMENTARIO

Su rasgo característico es la autonomía, que tiene tres expresiones (art. 58 EA):

1) Autonomía reglamentaria = Está en su reglamento, se puede hacer de una manera u otra.

2) Autonomía financiera = El Parlament  se nutre básicamente del presupuesto de la Generalitat. Tiene cierto margen de maniobra el Parlament para ordenar esos gastos. No se autofinancia, pero sí es autónoma en la medida que distribuye su gasto en cierta medida. Si por lo que sea una determinada partida no se llega a gastar, no se diluye en la caja de la Generalitat sino que se mantiene para el próximo ejercicio.
3) Autonomía administrativa = En un doble sentido:

a. El Parlament contrata suministros, etc. No acude a la Generalitat.

b. Tiene su propio personal. Son funcionarios adscritos directamente al Parlament y bajo el régimen, por tanto, del mismo. 

4.- LAS FUNCIONES DEL PARLAMENT: REPRESENTATIVA; LEGISLATIVA; DE IMPULSO; DE CONTROL; OTRAS FUNCIONES

El Art. 59 EA lleva por título esto y nos va identificando los diferentes sujetos u órganos que componen el Parlament:

1) El presidente = Representa a la cámara. Convoca y preside la mesa del Parlamento, el Pleno, y dos comisiones de las que existen (Comisión del Reglamento y Comisión de Materias Secretas o Materias Reservadas). Lo que hace es organizar, mantener el orden de las discusiones, y obviamente, es un diputado que vota.

2) La mesa = Las funciones que hace la mesa está en el art. 29 del reglamento. Es el órgano rector del Parlament. Califica los escritos que llegan al Parlament, elabora el presupuesto del Parlament, etc. Tiene una posición muy relevante en lo que es organizar el día a día del Parlament y desde el punto de vista de institución (gestión de Parlament).

3) Grupos parlamentarios = Desde un punto de vista político. Art. 19 y ss. Reglamento. Tiene que tener un número mínimo de 5 diputados, sino te vas al grupo mixto. Cada partido sólo puede tener uno y además cada diputado sólo puede formar parte de un grupo parlamentario. Tienen un puesto relevante, que es el de portavoz. Disponen de medios de financiación facilitada  por el propio Parlament para que pueda desarrollar sus funciones. Y para evitar el tema del transfuguismo, el Reglament establece que los diputados que abandonen su grupo o sean expulsados quedan en la categoría de diputados no adscritos (votan pero no forman parte de ningún grupo parlamentario), y esto está en el art. 26 reglamento. También tenemos la Junta de Portavoces y su función principal es organizar el debate o el orden del día de las sesiones.
4) El Pleno = Es la unión de todos los diputados. Órgano supremo de la cámara. Y tiene asignadas funciones muy relevantes tanto en el procedimiento legislativio (decide si se interponen recursos de inconstitucionalidad, etc), etc.

5) Diputación Permanente = Parlamento en pequeñito. 23 diputadosn. Art. 65 del reglamento. Se encarga de velar por la actuación del Parlamento en los periodos entre sesiones cuando ha acabado el mandato parlamentario o cuando se disuelve el parlamento. Funciones art. 66 Reglamento.

6) Las comisiones = Hay comisiones legislativas (art. 39 reglamento) que tienen como función descargar trabajo del Parlamento (pueden aprobar normas) y después tenemos comisiones concretas (materias concretas o reservadas, comisiones de seguimiento – art. 56 reglamento-, comisiones de estudio, y unas muy famosas que son las comisiones de investigación).
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Funcionamiento del Parlamento
Art. 60 EA y también en el Reglamento art. 68. Según estas normas, hay dos periodos de sesiones:

1) 15 de enero al 31 de julio

2) 1 de septiembre a 1 de diciembre

La forma de trabajar se articula a través del debate parlamentario.

Régimen de votaciones: cómo se adoptan los acuerdos

Art. 60 EA y hay dos conceptos que son:

1) Quórum de presencia = Se requiere un mínimo de presentes en el Pleno. Sino, no se puede votar. Art. 60.3 EA y nos indica que para adoptar acuerdos válidamente se debe dar la presencia de la mayoría absoluta de los diputados. Sino, la votación no es válida.
2) Quórum de votación  = Un número mínimo de votos. Con carácter general, es mayoría simple, salvo aquellos casos (como las Leyes Básicas de Desarrollo) que  se requiere mayor consenso y se requiere mayoría absoluta o 2/3 que sería mayoría cualificada. Si se requiere mayoría absoluta, el quórum de votación y el quórum de presencia coinciden.
Funciones del Parlament

1) Representativa = Representa al pueblo de Cataluña y viene a legitimar todo el sistema. El origen democrático del Parlament. Da lugar a que esté prohibido el mandato imperativo (art. 57.3 EA) o en el art. 55 EA (representación del pueblo).

2) Legislativa = art. 55 EA, El Parlament ejerce la función legislativa. 

3) Creación del gobierno = En sede parlamentaria, se elige al President del Gobierno (que es un parlamentario).

4) Impulso de la acción política de la acción de gobierno = Son actuaciones del Parlament dirigidas al gobierno para que realice actuaciones en un determinado ámbito, etc. Dos tipos básicos:

a. Propuestas de resolución  = Acuerdo en sede parlamentaria, planteado por un diputado o conjunto de diputados, que persigue o pretende que la cámara adopte una determinada posición, dirigida al gobierno. En este proceso, no participa el gobierno, y supone dirigir un mensaje de una materia al gobierno.
b. Mociones = Son también propuestas de los diputados pero después de haber interpelado sobre una determinada cuestión al gobierno, y a raíz de la respuesta del gobierno, se aprueba una moción. Ya ha habido un intercambio de impresiones entre gobierno y diputados.
5) Control del gobierno y de la administración = 4 fórmulas:
a. Debates = Durante el mes de septiembre se da el debate que da inicio al curso político en el que el gobierno expone sus líneas generales de actuación durante ese curso, y se genera un debate. Pueden haber más debates, por eso.

b. Comparecencias de los miembros del gobierno ante una comisión o Parlament = Puede ser iniciativa del gobierno (normalmente conseller) o de la comisión, y se le pueden hacer preguntas concretas sobre una determinada materia (en el área de ese conseller).

c. Interpelaciones = Son requerimientos que los diputados plantean al gobierno (mejor, los grupos parlamentarios al gobierno) sobre cuestiones de política general.

d. Preguntas al gobierno = Instrumento más habitual. Sobre cuestiones muy concretas se pueden formular para ser respondidas por escrito u oralmente, se dirigen al gobierno y éste establece quién debe responderla según la materia. Muchas de estas preguntas se responden en el mismo Pleno por el propio President de la Generalitat en un debate con agilidad.

6) Nombramiento de cargos = el Parlarment participa en el nombramiento de diferentes cargos públicos e institucionales:

a. Nombramiento de senadores en representación de la Generalitat = La CE indica que cada CA debe señalar un senador, etc. Y corresponde al Parlament esta función.

b. Nombramiento respecto de instituciones estatutarias = Síndic de Greuges, miembros de la Sindicatura de Comptes, y 2/3 partes de los miembros del Consell de Garanties Estatutàries.

c. Nombramiento de 9 de los 10 miembros del Consell Audiovisual de Catalunya
d. Participa en el nombramiento de una de las tres plazas que conforma de las Salas de lo Civil y de lo Penal del TSJCat.
7) Art. 87 CE y 61 EA: puede pedir al gobierno que adopte un determinado proyecto de ley o presentar una proposición de ley ante la mesa del Congreso.

8) Puede presentar recurso de inconstitucionalidad ante el TC

TEMA 6: EL PRESIDENTE Y EL GOBIERNO DE LA GENERALITAT
Referencias normativas: EA (art. 67 a 75) y completando la Ley de Presidencia y Gobierno de la Generalitat 13/2008 de 5 de noviembre (deroga la 3/1982).
1.- El Presidente
Tiene un papel específico. En el art. 67 EA ya nos dice que el poder ejecutivo corresponde al Presidente y al Gobierno (separa ambos conceptos). Se remite a una Ley para regular el tema (que es la 1372008, que es la norma que desarrolla que prevé el apartado 5 del art. 67).

Nombramiento

Procedimiento de investidura = Art. 67 EA y desarrollado en los art. 4 a 7 Ley 13/2008.

El Presidente de la Generalitat tiene que ser un diputado, miembro del Parlament (cabeza de lista del partid que toque). No puede ser ajena al Parlament.

El candidato a Presidente no se autopropone, sino que lo hace el presidente del Parlament el que previa consulta con los diferentes representantes de los grupos parlamentarios propone el candidato. 

Una vez tenemos a este candidato, expone su programa de gobierno ante el Pleno del Parlament y solicita la confianza del Parlament. 

A partir de aquí, se vota. En una primera votación se requiere la mayoría absoluta (mitad más uno). Si no se consigue esa mayoría absoluta, pasados un par de días, se desarrolla una segundo debate, se vuelve a pedir la confianza y se vuelve a votar. En este caso, ya no se requiere mayoría absoluta, sino que se aplica el régimen de mayoría simplen (más a favor que en contra). Si aún así no obtiene la mayoría simple, se reitera el proceso con otros candidatos. Se propone a un segundo candidato, y seguimos con el proceso. Si tampoco ese segundo candidato recibe el apoyo del Parlamento, se sigue con un tercero. Y así sucesivamente hasta que transcurran dos meses desde la primera votación. Si en ese periodo ningún candidato recibe el apoyo de la cámara, automáticamente se disuelve el Parlament y se convocan nuevas elecciones. No se ha conseguido la confianza por ninguno de los candidatos y es necesario convocar nuevas elecciones.
Si tenemos President, es nombrado en nombre del Rey por el Presidente del Parlament. Se publica en el DOGC y toma posesión y a partir de entonces es President de la Generalitat a todos los efectos.

Casos de sustitución

Art. 6 Ley 13/2008 = Sustituido por Conseller Primer (si existe, porque no es obligatorio) o bien por el Vicepresidente (que actualmente existe). En caso de enfermedad, impedimento, etc, se da la sustitución.

Casos de cese
En caso de cese, por determinadas causas del art. 7 Ley 13/2008:

1) Nuevas elecciones y finalización de la legislatura

2) Moción de censura (que se da por el Parlament) o cuestión de confianza (es el President el que propone si hay confianza o no) = En la primera, si se aprueba sale disparado, persigue hacer caer al gobierno. En cambio, la segunda, si se aprueba (que busca un nuevo respaldo del Parlament en su gestión) sale reforzado.
Atribuciones del President

Art. 67 EA y 10 a 12 de la Ley 13/2008. Tres tipos:

1) Como representante supremo de la Generalitat (art. 10):
a. Mantener las relaciones con las instituciones, etc (mirar)
b. Firmar convenios de colaboración o de cooperación con otras CCAA.
c. Etc.
2) Como representante del Estado = Representa al Estado en Cataluña:

a. Promulgar en nombre del rey o la reina los decretos legislativos, etc (mirar art. 11)
3) Art. 12. Como director o máximo exponente de la acción de gobierno = Responde de la acción política del gobierno el President. Funciones a destcar;
a. Representar al gobierno
b. Nombrar y destituir los miembros del gobierno
c. Convocar y presidir las reuniones del gobierno
d. Etc (mirar).

2.- EL GOBIERNO
Las características básicas del Gobierno están en el art. 68 a 70 EA que lo define como órgano superior colegiado que dirige la acción política y administración de la Generalitat. Ejerce la potestad ejecutiva y potestad reglamentaria.

En el apartado 4 se dice que el gobierno cesa cuando cesa el President.

Respecto al gobierno, también art. 13 y ss y 23 y ss Ley 13/2008. 

Sujetos que lo integran

1) President

2) Conseller Primer o Vicepresidente (si los hay; lo decide el presidente) = La figura del Conseller Primer está en el art. 14 Ley 13/2008, que lo define como miembro del Gobierno, pero no tiene departamento propio. Si el President decide nombrarlo, no tiene departamento propio. Sus atribuciones se encuentran en el art. 14.3 Ley 13/2008, y son funciones que pueden venir de dos lados (ley – art. 14, como suplir al President- y hay otras que las tiene si se las delega el Presidente, que están tasadas por eso, que están indicadas en el mismo art. 14).
El Vicepresidente (art. 15) = Si se elige Conseller Primer, no puede haber Vicepresidente. Son alternativos. En este caso sí se prevé que sea titular de un departamento. Entonces, las funciones del Vicepresidente tiene un doble origen: las propias como titular del departamento que sea (art. 16) y parte de las atribuciones que se pueden atribuir al Conseller Primer.
3) Consellers  = Sus funciones están en el art. 16 de la Ley 1372008, que la principal es desarrollar la acción de gobierno en su ámbito. También pueden ejercer la potestad reglamentaria. Proponer también decretos legislativos, etc. (mirar). Todos los miembros del gobierno son nombrados y cesados, sin tener que justificarse, por el President de la Generalitat (se hace a través de Decreto que se publica en el DOGC).
Organización

Se organiza en departamentos- Conselleries (art. 23 Ley 13/2008). Junto a lo que es el gobierno como tal, los art. 24 y 25 hacen referencia a los comisionados y a los delegados territoriales del gobierno.

Funciones del gobierno (art. 26)

1) Dirigir la acción política

2) Aprobar los proyectos de Ley

3) Dictar los decretos legislativos

4) Ejercer la potestad reglamentaria

5) Etc

Cómo se adoptan los acuerdos en sede de gobierno

Quórum de presencia = Que estén el Presidente o suplente y la mitad de los consejeros. Con ese quórum ya se puede votar. 
Quórum de votación = Basta con la mayoría simple. Si hay empate, el Presidente es la posición preponderante (so voto vale dos en caso de empate).

Las decisiones o acuerdos que adopta el gobierno cuando se tratan de disposiciones generales se denominan decretos. Hay cuatro productos que emiten el gobierno: Decreto Legislativo, Decreto Ley, decreto (reglamentos, nombramiento o ceses de altos cargos) y acuerdos (el resto). Muchas de sus decisiones se adoptan bajo el concepto de acuerdos (adjudicación de un contrato, etc).
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3.- EL ESTATUTO PERSONAL DEL PRESIDENTE Y DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO
Art. 70 EA = Hace referencia a la inmunidad que tiene el President y los Consellers. Esto quiere decir que no pueden ser detenidos ni retenidos salvo en caso de fragrante delito. Y también tienen como privilegio el fuero judicial (en caso de que sean procesados, el órgano judicial competente es el TSJCat o TS si el delito se cometiera fuera de Cataluña).

Aparte de eso, hay algunas prerrogativas complementarias (Ley 13/2008), concretamente en los art. 8 y 9 para el President y para los Consellers art. 19 a 22. Como cuestión más interesante, se establece un régimen muy estricto de incompatibilidades (prácticamente incompatible con cualquier otro tipo de función pública, salvo con la condición de diputado obviamente). Y también régimen de  incompatibilidad de altos cargos (Ley 2005 – mirar cuál es).

Estas prerrogativas se aplican durante su mandato. E incluso se podrían ver restringidas con carácter retroactivo una vez dejen de ser President o Conseller.

4.- RESPONSABILIDAD POLÍTICA DEL PRESIDENTE Y DEL GOBIERNO

Hay que recordar que prima el régimen de confianza que existe entre el Parlament y el President y su gobierno, que sientas las bases de equilibrio, y si ese equilibrio se rompe, se produce la caída del gobierno o del parlamento. Eso es lo que da pie a nivel de responsabilidad política genere la existencia de dos figuras que son la moción de censura o cuestión de confianza como mecanismos para la exigencia de responsabilidad política (art. 74 EA y art. 42 a 44 Ley 13/2008).
La primera máxima o regla que debemos tener presente es que la responsabilidad política del President del Gobierno es solidaria (responde políticamente con carácter solidario). Peor en cualquier caso, el máximo responsable ante el Parlament, siempre es el President del Govern (responde en última instancia ante el Parlament). Y si el presidente tiene que cesar en sus funciones, tiene que cesar también el gobierno (por ello es él el quien nombra a los integrantes del gobierno), y también es el presidente el que puede disolver el parlamento. Y es más, de hecho, es posible reprobar individualmente a un consejero, pero en realidad la aprobación de esas mociones contra el consejero, no van más allá  de eso, no tienen que suponer el cese o dimisión de ese consejero, por lo que la única manera que ese consejero deje de serlo es por decisión del President.

Vías o instrumentos en los que se concreta esta responsabilidad política:

1) Moción de censura = Es la misma que existe a nivel estatal con algunos matices. 

a) Quién la puede presentar = Una quinta parte de diferentes grupos parlamentarios o bien dos grupos parlamentarios.

b) Característica = Se basa en una moción constructiva, ya que propone un candidato. Se plantea la moción contra el gobierno y tienes un candidato alternativo a ése.

c) Procedimiento = Se organiza un debate después de la propuesta de moción. Su característica esencial es que el candidato expone su programa de gobierno. Se desarrolla el debate (la moción se puede retirar en cualquier momento, pero supongamos que sigue adelante), se vota y se requiere mayoría absoluta. A diferencia de la cuestión de confianza, es que en ésta basta la mayoría simple, y en la moción de censura es necesaria la mayoría absoluta (supone consenso, un número de votos a favor muy significativo). Si la moción se aprueba, en ese caso cesa el President y su gobierno y se nombra ya al candidato que se acompañaba a la moción de censura como Presidente de Gobierno (y ya se rige por el nuevo gobierno, cambio de gobierno).
2) Cuestión de confianza = Es un instrumento del Presidente de gobierno a diferencia de la moción que es del Parlamento. Sí que requiere la previa deliberación en el Consejo de Gobierno sobre su conveniencia o no, pero la decisión última es del President (pueden estar en contra). Se puede presentar en general sobre la actuación general del gobierno, sobre un aspecto de política general, o sobre una decisión de especial trascendencia. Se utiliza cuando el President quiere que el Parlament reafirme su confianza en él, o bien para que el Parlament se muestre a favor ante una determinada decisión, etc. Se genera el debate y se vota. Aquí el sentido del voto es diferente a la moción de censura; se requiere mayoría simple y si se aprueba, lo que está ocurriendo es que el Parlament ratifica su confianza en el President y su gobierno. Pero también puede perder, no obtener la mayoría simple, en lo que sucederá el mismo efecto que la moción de censura: cesa el President y cesa el Govern. Lo que ocurre en este caso, se reinicia el procedimiento de investidura que se desarrolla cuando hay elecciones; se escoge a un nuevo presidente, no se convocan nuevas elecciones.
TEMA 7: INSTITUCIONES DE RELEVANCIA ESTATUTARIA
1.- EL CONSELL DE GARANTIES ESTATUTARIES

Referencias legales: art. 76 y 77 EA y Ley 2/2009, de 12 de febrero, sobre el Consell de Garanties Estatutàries y la Ley 17/2009 que modifica unos preceptos de la Ley 2/2009.
Definición = Art. 76 EA: Es la institución de la Generalitat que vela por la adecuación al EA y a la CE de las disposiciones de la Generalitat. 

Es un órgano consultivo, asesor del Parlament. En algunas CCAA estas funciones se desarrollan por un único órgano, y hay que recordar que en Cataluña tenemos además de éste, la Comisión Jurídica Asesora (órgano consultivo más del gobierno este último).
También tiene un segundo grupo de funciones que consiste en pronunciarse con carácter previo a la interposición ante el TC de recursos de inconstitucionalidad, conflictos de competencia o recursos en defensa de la autonomía local. (art. 2, Ley 2/2009).

Los dictámenes de este Consell no se pronuncian sobre la conveniencia o no, ni en criterios de oportunidad de una disposición.

Composición del Consell de Garanties Estatutàries

Son 9 miembros juristas con más de 15 años de experiencia y con la condición política de catalán. 

Todos ellos son nombrados por el President de la Generalitat, pero no decide sobre los 9 miembros, sino 6 de ellos son nombrados a propuesta del Parlament (por votación de 3/5 partes), y los otros 3 sí a propuesta del Govern.

El mandato es considerablemente amplio (9 años) pero no son reelegibles, y se van renovando por tercios (cada 3 años).

Se puede perder la condición de miembro = Sus causas son tasadas legalmente (art. 4 Ley 2/2009):
1) Muerte

2) Renuncia

3) Extinción del mandato

4) Incumplimiento grave de las obligaciones del cargo = Lo que ocurre aquí es que en realidad es una decisión que se hace en doble instancia: En primer lugar se requiere una mayoría absoluta por parte del propio Consell de Garanties (que se aplica esa causa), que este Consell propone que se cese a ese miembro y lo propone ante la institución que lo propuso (Parlament o Govern) y son estas instituciones las que deben acordarlo o no. Por lo tanto, es una decisión que requiere que sus compañeros entiendan que concurre la causa objetiva, y luego el Parlament o Govern (depende) debe decidir sobre su cese.
Órganos

1) Presidencia del Consell = Elegido por los miembros del propio Consejo. Cargo que se ocupa por 3 años renovable 1 vez. (por lo tanto, como máximo 6 años). Representa al Consejo, convoca las reuniones, etc. Tiene voto dirimente (en caso de empate). Su cargo es incompatible con cualquier otro mandato representativo o prácticamente con todo (art. 12 Ley); sí que puede dar docencia, pero en carácter general no se puede compartir la función con otra.
2) Vicepresidencia del Consell = También 3 años y renovable una vez.

3) Secretario = Que es quien hace las funciones de fedatario de las actuaciones del Consell (levanta actas).

Competencias

Art. 76 EA y art. 16 y ss. Ley = El Consell se dedica  a hacer dictámenes. Sobre lo que se pronuncia o dictamina, habría que hacer una primera distinción:

1) Los supuestos en que puede pronunciarse (si se lo piden; no actúa de oficio):


a) Adecuacion a la CE los proyectos de reforma del EA


b) Adecuación de Proyectos y Proposiciones de Ley al EA.


c) Adecuación de los Decretos Ley al EA.
d) Adecuación de los Decretos Legislativos cuando se sometan al Parlament al EA.

e) Proyecto, Proposiciones de Ley o Decretos Legislativos referidos a la autonomía local (si respetan la autonomía local).
2) Supuestos en los que necesariamente debe pronunciarse porque lo dice la Ley o el EA: 
a) Antes dde que se presente un recurso de inconstitucionalidad ante el TC 

b) Antes de que se presente un conflicto de competencias con el gobierno ante el TC

c) Antes de que se presente un conflicto de autonomía local ante el TC

Pueden ser preceptivos los dictámenes, pero nunca son vinculante salvo cuando los proyecto, proposiciones, etc se refieran o regulen derechos contemplados en el EA. Vinculante quiere decir que si el Consell dice que algo es contrario al EA o CE, se debe eliminar, pero no habrá una redacción alternativa (no le corresponde al Consell dar una redacción alternativa; eso corresponde al Parlament o Govern).

Sus dictámenes pueden contemplar votos particulares. El texto que vale es el del dictamen, pero los consejeros tienen la posibilidad de manifestar a través de un voto particular si no están de acuerdo en algo. Los dictámenes se publican (o en el Boletín Oficial del Parlament o en el DOGC).
A efectos de lo que es adopción de acuerdos hace falta 2/3 (6 consejeros) y entre ellos el Presidente del Consell; se adoptan por mayoría absoluta y si hubiera un empate, el voto del presidente es dirimente (decide el fallo final de la resolución).

Legitimación para pedir dictámenes

En todos los casos es similar pero con matices:

1) Proyecto de reforma del EA = Lo pueden pedir dos grupos parlamentarios, una décima parte de los diputados y el gobierno (art. 23 Ley). El síndic de greuges también puede pedir dictamen del Consell si afecta al gobierno.

2) Proyectos o proposiciones de Ley = Los legitimados son los mismos que antes.
3) Si son Decretos Leyes = Son los mismos salvo el gobierno.
4) Si son Decretos Legislativos = Los mismos que los Decretos Leyes.
5) Proyectos que puedan afectar a régimen de autonomía local = El municipio o entidad afectada, o una cuarta parte de ellos si afectan a más de un municipio.
6) Supuestos de actuación ante el TC = En el caso de recurso de inconstitucionalidad, son los mismos que el 1). En caso de conflicto de competencia, sólo el gobierno. En el caso de recurso de defensa de la autonomía local son los municipios los legitimados.
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2.- SÍNDIC DE GREUGES

Art. 78 y 79 EA y hay que decir que el 79.3 remite a una ley especial (mirar artículo), que todavía no se ha regulado. A día de hoy, existe un proyecto de ley que desarrolla lo que prevé el EA. La actual es la Ley 14/1984 sobre Síndic de Greuges.

Para ubicar institucionalmente al Síndic y cuál es su papel institucional en Cataluña, hay que planteárselo desde tres perspectivas:

1) Sus relaciones con el Defensor del Pueblo = No debería suponer en principio una cuestión problemática, pero lo que sucede es que con la reforma de 2006 se indica expresamente que el Síndic supervisa con carácter exclusivo la actividad de la administración de la Generalitat. La problemática viene por el carácter exclusivo, ya que antes no estaba ese carácter, y además la CE en cuanto al defensor del pueblo indica que éste supervisa la actuación administrativa. Esto es uno de los motivos del recurso de inconstitucionalidad del EA. El propio EA prevé que haya cooperación entre ambas instituciones, pero partiendo de la exclusividad del Síndic de la supervisión de la actuación de la Generalitat.
2) Su vínculo con el Parlament de Catalunya = Es evidente que hay un vínculo porque es elegido el Síndic por el Parlament. Y además, la actividad principal del Síndic es presentar un informe anual ante el Parlament. Lo que hay que subrayar, es que en todo caso son dos instituciones diferentes e independientes. El Síndic no está al servicio ni sujeto al Parlament en el desarrollo de sus funciones.
3) Naturaleza de las decisiones que puede adoptar = Se expresa a través de informes, a través de decisiones, etc. Pero en realidad se convierte en una especie de altavoz de lo que está sucediendo para que las instancias pertinentes tomen medidas en el asunto, pero nunca el Síndic de Greuges. Es una institución que ayuda a los ciudadanos y que no hayan irregularidades en la administración de la Generalitat. No es una segunda instancia ni nadie ante quien presentar recursos, ni dicta sentencias. Su principal fuerza es la publicidad que se le da o facilita a las instancias superiores. Es un transmisor, pero no resuelve por sí mismo.
Capacidad para ser Síndic

No  se exige ninguna característica especial, salvo la de ser catalán y ser mayor de edad con plena disposición de los derechos civiles. Y esto se mantiene en el proyecto actual (cosa que no se dice en el EA).

Quién elige al Síndic

Lo elige el Parlament por mayoría de 3/5 partes. Por lo tanto, tiene que ser una figura de consenso.

Mandato

Es de 5 años reelegible de manera indefinida. Cosa que cambiará con el nuevo proyecto, que será de 6 años y no reelegido para un mandato sucesivo. Sí que se le puede volver a elegir, pero dejando un mandato libre entre el presente y el futuro.

El Art. 79 insiste en el carácter de independencia e inamovilidad del Síndic. Las causas de cese son tasadas:

1) Muerte

2) Renuncia, etc. (mirar)

3) Por negligencia en el desarrollo de sus funciones. 

En todo caso, el cese lo tiene que acordar el Parlament por las mismas 3/5 partes.

Su cargo es incompatible con prácticamente todo (cargo electivo, ejercicio de cualquier cargo público, profesional, etc). Y disfruta de los privilegios sobre inviolabilidad, inmunidad y fuero judicial ya conocidos.

Para  que pueda el Síndic ejercer adecuadamente su función, se prevé en la Ley reguladora del Síndic, que las administraciones tienen la obligación de cooperar con esta institución (facilitarle infomación, etc) y por otro lado, en caso que no sea así, y se encuentre con resistencia puede instar acciones de responsabilidad contra el funcionario/s que no le esté facilitando la documentación en cuestión, e incluso puede denunciar al fiscal por si cabe iniciar acciones de carácter penal.

Personal de apoyo

Adjuntos al Síndic = Actualmente existen dos: Uno relativo a los asuntos vinculados con niños o derechos de la infancia, y otro adjunto para temas vinculados a sanidad o derechos del paciente. Son nombrados por el Síndic, personas de su confianza (porque tiene la autonomía organizativa).
Funciones

Art. 78 EA:

1) Proteger y defender los derechos y libertades que reconoce el EA y la propia CE, respecto a la Administración de la Generalitat (en sentido amplio).

Competencias

1) Investigar y resolver quejas que se puedan plantear. Puede actuar:

a. A instancia de parte = Escrito dirigido al Síndic explicando cuál es su problema o situación que se encuentra frente a la Administración. Este escrito lo puede hacer cualquier persona sin ningún requisito. Y se establece un requisito temporal = Dentro de 1 año desde que se produzca el hecho que motiva la presentación del escrito. En segundo lugar, existe otro límite, y es que tiene que ser un tema que no esté bajo proceso judicial (así, no intervendría el Síndic). A partir de aquí, el Síndic recibe la queja y se pone en marcha: lo habitual es que pida informes y documentación a la unidad administrativa que haya tratado ese tema, puede requerir al funcionario para que comparezca ante él para tratar la cuestión. Y una vez investigado el tema, toma una decisión: Tramitar la cuestión ante el Ministerio Fiscal si considera que constituye delito, dirigirse al superior jerárquico del funcionario para que interponga sanciones disciplinarias si caben, puede formular recomendaciones, sugerencias, etc, pero luego será la administración pertinente la que deba tomar las medidas. Y también, puede archivar el tema si considera que no hay que continuar. Y todas las decisiones que va tomando, las comunica a las partes del procedimiento (al afectado o denunciante, así como también a la propia administración, etc).

b. Anualmente debe presentar un informe ante el Parlament de todas las quejas recibidas, etc. Esto hace que sea muy funcional esta figura institucional.

c. Puede actuar de oficio.

(Texto del Síndic de Greuges)
3.- LA SINDICATURA DE COMPTES
La regulación se encuentra en art. 80 y 81 EA y en la Ley 6/1984 sobre Sindicatura de Comptes. 

Concepto = Art. 80 EA. Es el órgano de fiscalización o fiscalizador de las cuentas y gestión económica de la Generalitat (en sentido amplio), de los entes locales, y en general, del sector público de Cataluña.

Depende orgánicamente del Parlamento. Es un órgano delegado del Parlamento, en el control económico del gasto público.

Es un órgano colegiado = todos los miembros son elegidos por el Parlament por 3/5 partes. Su mandato es de 6 años reelegibles (son 7 miembros en total).

Entre los Síndicos se elige al presidente que se denomina Síndic Major. 

En el Art. 21 Ley 6/1984 se restringe la capacidad para ser síndic. Se exiigen ciertas cualidades profesionales determinadas. En todo caso, las personas que pueden serlo, son magistrados, fiscales, profesores mercantiles, abogados, etc. Pero están tasados (determinadas categorías profesionales).

Su régimen de incompatibilidad es absoluto (salvo actividades docentes).

Cese (motivos) = Prácticamente idénticos a los del S. de Greuges. También cabe por las 3/5 partes cese por negligencia en el desarrollo de sus funciones.

El órgano principal es el Pleno = Adopta las decisiones con un quórum mínimo de 4 síndicos, y los informes se aprueba por mayoría simple.
Funciones:
Puede actuar de oficio o a instancia de parte. Tiene un plan de los organismos públicos y analiza la gestión financiera del año que corresponda (los va emitiendo conforme los puede ir analizando). Su trabajo se concreta en un informe, el cual se presenta en el Parlament y se publica.

En todo caso, es que la Sindicatura como tal no adopta medidas aunque haya detectado irregularidades, lo que hace es manifestarlas en sus informes. Ahora bien, la adopción de medidas siempre corresponde al Parlament. 

4.- EL CONSELL DE L’AUDIOVISUAL DE CATALUÑA

Art. 82 EA también regulada por la Ley 2/2000. Esta figura o institución se la define como la autoridad reguladora independiente en el ámbito de la comunicación audiovisual pública y privada. Actúa en el ámbito audiovisual velando por los derechos de los niños, por ejemplo (por temas de contenidos), que se cumplan las normas de programación, publicidad, etc. Es un órgano independiente. También vela porque se respete el pluralismo ideológico, religioso, etc.

Formado por 10 mimebros = 9 elegidos por el Parlament y uno que es el presidente elegido por el gobierno. Se les nombra por 6 años no renovables. Se requiere tener experiencia profesional en el sector y den garantías de independencia.

Tres intervenciones básicas:

1) Puede dictar instrucciones a los operadores para garantizar el cumplimiento de la normativa audiovisual. Emite informes preceptivos.

2) Tiene potestad sancionadora para el que incumpla la normativa.

3) Tiene competencia para dar las licencias necesarias para los operadores en Cataluña.

18/11/09

TEMA 8: ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA GENERALITAT
Revisar epígrafes- programa

Donde existen CC.AA y un determinado ámbito de actuación política, es imprescindible que para ser implantadas estas decisiones se necesite una Administración. En el EE.AA del 79 y en el vigente, tienen una escasa regulación de la Administración de la Generalitat. 

En el art. 71 encontramos una definición de la Administración de la Generalitat: es la organización que ejerce las funciones ejecutivas atribuidas a la Generalitat. Es el instrumento por el cual actúa la Generalitat y tiene carácter de Administración ordinaria. 

La Administración de la Generalitat tanto en su actuación, como en su organización se debe basar en una serie de principios, que la Doctrina delante del vació que tenía el EE.AA derivaba del propio texto constitucional. El art. 103 de la CE, la Administración actúa de forma objetiva, por el interés general, de forma descentralizada y desconcentrada. La CE se refería sólo a la Administración estatal, la Doctrina la aplicaba a cualquier Administración: autonómica y local. 

El EE.AA del 2006 se refiere sobre los Pº de actuación y de organización de la Administración y señala que la Administración autonómica sirve con objetividad al interés general. Y que actúa baja el Pº de transparencia, desconcentración y descentralización. 

La Administración de la Generalitat, no es una Administración creada ex novo por la Generalitat, si no que deriva de la Administración estatal. El EE.AA delimita unos ámbitos en los que la CC.AA tiene competencia y para hacer efectiva estas competencias el Estado y la Generalitat lleguen a un acuerdo para poder realizar los traspasos. Es decir, que para poder ejercer las competencias necesitan de unos medios materiales, personales y presupuestarios para asumir las funciones que hasta ahora prestaba el Estado y que ahora las prestará la CC.AA. La Generalitat de Catalunya fuera absorbiendo la Administración del Estado en Catalunya y cuando la Administración de Catalunya se crea, cuenta ya con una estructura determinada que se deriva de la Administración del Estado en Catalunya. Y a esto añadimos que la Generalitat de Catalunya ya tenía unas determinadas competencias, que venía del Gobierno pre-estatutario. Y esto ha comportado, que cuando la Administración de la Generalirtat se creó no fue capaz de decidir cual era su estructura y organización, sino que iba por aluvión por las estructuras que iba absorbiendo. Esta falta de libertad fáctica en el criterio de cómo se estructura la Administración se añade un elemento jurídico. Que cuando la Administración de Catalunya realiza su estructuración, no es libre si no que debe realizarlo bajo unos principios que configura el régimen jurídico de las Administraciones Públicas. Porque el art. 149.1.18 de la CE atribuye al Estado las bases para determinar el régimen jurídico. Y esta competencia también incluye las competencias para delimitar como se estructura las Administraciones, con unos principios básicos. Así la Generalitat de Catalunya a la hora de desarrollar su Administración, tiene un doble condicionante:

· Someterse a las bases estatales,

· Que la Administración se desarrollar a partir de lo que recibe del Estado, por tanto está reproduciendo la estructura de la Administración estatal.

Esta situación quiere ser resuelta con el nuevo EE.AA, ya que reconoce en su art. 150 reconoce como una competencia propia de la Generalita y exclusiva: la estructura regulación, funcionamiento, órganos y articulación   territorial de su Administración. Y también la definición de las modalidades de organización de la Administración. Este precepto ha estado objeto de Recurso de Inconstitucionalidad, porque no se tiene en cuenta el límite del art. 149.1.18 de la CE, ya que el EE.AA lo define como exclusivo.

Marco normativo de la estructura de la Generalitat de Catalunya.-
· Ley 3/1982: Nace con el objeto de regular las instituciones políticas de la Generalitat, pero que contiene unas pequeñas regulaciones en la propia Administración de la Generalitat. Así que al regular las instituciones políticas de la Generalitat regula el PARLAMENTO, EL PRESIDENTE Y EL GOBIERNO. Dentro del Gobierno de la Generalitat encontramos los Consejeros, que tienen un doble carácter:

· ser miembros del Gobierno de la Generalitat.

· Son el órgano superior de la Generalitat que están al frente de un departamento o consejería, que es la forma en que se estructura la Administración ordinaria de la Generalitat.

En la medida que la Ley 3/1982 define las funciones de los consejeros, se está definiendo minimamente la estructura de la Generalitat porque dentro de las funciones de los consejeros están las funciones de carácter administrativo. 

· Ley 13/1989: es una ley importante por delimitar la estructura de la Generalitat y que también será objeto de reforma para ser adecuada con las bases del Régimen jurídico de la Administración, Ley 30/1992. 

Según esta Ley 13/1989, la Administración se organiza en órganos centrales y territoriales. 1. Esta división es una división clásica de la Administración, en función del territorio sobre el cual se proyecta:

· Los órganos centrales de la Administración son los que ejercen sus funciones sobre todo el ámbito territorial de Catalunya. 

· Los órganos territoriales son aquellos que dentro de la Administración ejercen sus funciones sobre un delimitado ámbito territorial.

2. Otra clasificación, es la que distingue entre:

- órganos activos que son los que llevan a cabo actuaciones administrativos y dictan actos administrativos y sobre los cuales se proyectan las políticas públicas.

- los órganos consultivos que son los que hacen funciones de asesoramiento sobre criterios de ámbito técnico especializado para la adopción de decisiones. Colaboran para la adopción de las decisiones. Normalmente estos órganos tienen carácter colegiado, y lo que pretenden tener es una pluralidad de criterios.

La Generalitat tiene otra serie de órganos que tienen carácter instrumental y sobre los cuales la Administración presta unas concretas y delimitadas funciones, que no tienen una base general, sino delimitada e instrumental. Nacen para una determinada finalidad y sólo pueden ejercer su función para conseguir esta determinada finalidad.

La Administración de la Generalitat activa (la de órganos centrales y territoriales) se estructura en la Ley 13/1989, se estructura a través de una clasificación jerarquia de sus órganos, así nos encontramos:

· órganos superiores de esta Administración: el Presidente, el Gobierno, las Comisiones del Gobierno y los Consejeros de la Generalitat.

· Altos cargos: Secretarios generales, Director general, director de servicios y los comisionados.

· Los funcionarios: Subdirectores (es el funcionario de más alto nivel jerárquico), jefes de servicios, jefes de sección y jefes de negociado.

La estructura de la Generalitat es jerárquica. Y por encima del Subdirector, está el nivel político que es el Director General.

EL PRESIDENTE Y EL GOBIERNO.-
El Presidente tiene determinadas funciones de carácter político y representativo y también de carácter de dirección administrativa, entre ellas la de convocar y presidir la reuniones del Consejo del Gobierno de la Generalitat, las de la Comisiones delegadas del Gobierno, etc. Son acciones de contenido administrativo y que en algunos casos, la ley dice que puedan ser delegadas al Consejero primero. 

También tenemos unas determinadas funciones que corresponden al propio Gobierno de la Generalitat como órgano superior de la Administración de la Generalitat:

· Nombra y cesa los altos cargos,

· Aprueba los decretos, los proyectos de ley que irán al Parlamento.

Las Comisiones delegadas del Gobierno: La Ley crea la posibilidad de que se puedan crear, para que los consejeros se agrupan en determinados ámbitos que tenían conexión para un nivel inferior al Gobierno se llevarán a cabo funciones que correspondían al Gobierno, pero que las tenía delegadas.  

Los Consejeros: son los diferentes ámbitos en que se estructura el gobierno de la Generalitat corresponde a los diferentes departamentos. La Ley 13/1989 delimitaba los departamentos de la Generalitat, esta ley fue objeto de modificación para delimitar el número de departamentos. Y correspondía al Presidente delimitar el ámbito de la competencia que tenía cada uno de estos departamentos. En el año 2000, se modifica para determinar que la aprobación de departamentos se hará por Decreto, deslegalizando la materia para impedir que se pudiera hacer una estructura diferente de la Administración.

Implica una modificación importante, porque ahora no se sabrá cual es la estructura de la Generalitat hasta que no se aprueben los Decretos que cada Gobierno aprueba. Ante esta falta de legalidad de los  departamentos, la Ley 1/2000 dice que el Presidente del Gobierno deberá dar cuenta al Parlamento. No será aprobado por el Parlamento, si no sólo será una información de cómo se estructuran los departamentos, y la Ley prevé unos órganos que necesariamente deberán formar parte. Como serán los Secretarios Generales así como, Direcciones Generales. 

Los Departamentos se estructuran en:

· Consejeros: Siempre presentes en los departamentos
· Secretarios generales: Siempre presentes en los departamentos
· Director general: Su número irá en función en como se estructura y esta la realiza el Gobierno. Deberemos acudir al Decreto de aprobación para ver el número de directores generales.

· Secretarías sectoriales: pueden ser o no creadas, que tienen competencia en un ámbito y que están supeditadas al Secretario general y que por debajo de ellas, tenemos al Director general. 

Cada uno de estos órganos, tienen atribuidas unas funciones de carácter administrativo y que están previstas en la Ley 13/1989.

Las funciones del Consejero son: dirige y gestiona el departamento y nombra los altos cargos del departamento. Ejerce la potestad disciplinaria, resolver los conflictos entre los cargos del departamento, autorizar los gastos, aprobar el proyecto de disposiciones reglamentarias.  Estas funciones las puede realizar directamente el Consejero o que puede delegar en un órgano que dependa de él. NO podrá delegar las funciones del Consejero ya tiene delegadas.

Las funciones del Secretario General: ejerce las funciones que le delega el Consejero, pero además tiene unas funciones propias que son relativas al régimen interno como: gestionar el presupuesto, jefe del personal, autoriza los gastos, se relaciona con los organismos del departamento. Son unas funciones más internas. Pueden diseñar procedimientos de actuaciones, etc. Y componen el Consejo Técnico, éste es un órgano colegiado que prepara las reuniones del Gobierno, para orientar las reuniones del Gobierno.

Las funciones del Director general: son altos cargos del departamento que son designados por el Gobierno de la Generalitat que sus funciones son de dirección y coordina toda la Administración que deriva de él o aplicación de las políticas del Consejero. Y la de dirigir el servicio administrativo que de él depende.

La Dirección general de servicio: es una dirección general y auxiliar del Secretario general para la gestión interna del Departamento. Todas las cuestiones de régimen interno del departamento. 

Las funciones de  los Comisionados: órgano que crea el Gobierno en un ámbito específico de actuación temporal y que asume funciones administrativas y políticas del Consejero. Ej. Comisionado de Universidades. Y realiza funciones paralelas a las del Consejero sin tener su categoría. Tiene funciones de Secretario general y de Director general y tiene una estructura administrativa propia. 

Los Comisionados no forman parte del Gobierno, pero sus funciones corresponden a las de un Consejero.

Las funciones del Subdirector general de servicios que forman parte de la estructura de la Administración que son cubiertas por funcionarios. Sus funciones no tienen carácter político, sino de funciones públicas.

El nombramiento corresponde al Consejero en función de un proceso selectivo que dependerá si es un cargo de confianza o si es un cargo que se cubre entre funcionarios de un alto nivel.

La estructura de la Administración desde una vertiente territorial, según la Ley 13/1989 prevé 2 estructuras:

· Delegaciones del Gobierno: son la representación del Gobierno de la Generalitat en cada uno de los territorios de Catalunya. Su categoría es de Director general y que lo nombra el Gobierno de la Generalitat y representa todos los departamentos de la Generalitat en aquel territorio. Además existe una estructura propia de cada departamento: estructura de los departamentos de la Generalitat. Tiene carácter político.

· Delegaciones territoriales: Los departamentos de la Generalitat se estructuran en delegaciones territoriales. Para el ejercicio de sus funciones tiene una estructura no política, sino administrativa cubierta por funcionarios pero que se encuentran en los territorios. 

La Administración consultiva: La administración para actuar crea una serie de órganos que la asesoran y que le dan criterios para regir la actuación de los órganos activos, para que su actuación sea más eficaz y más oportuna. 

Son órganos que realizan informes de asesoramiento, elevan propuestas y son también el instrumento idóneo para que el ciudadano participe.  Podrán ser órganos con un alto nivel de especialización técnico   (asesoren al consejero) o pueden ser órganos consultivos que a través de ellos, el órgano activo como son los consejeros, directores generales pueden formar la opinión sobre lo que la sociedad quiere sobre una determinada materia. Y valorados todas las posiciones, adoptar la decisión que sea más adecuada. 
Los órganos de asesoramiento son el canal a través del cual, los ciudadanos participan en las decisiones de la Administración. Y según la Ley 13/1989, se configuran como órganos asesores, determinando los órganos  que tendrá cada departamento. 

Estos órganos asesores se rigen por sus propias normas de funcionamiento. Si estos órganos asesores no tuvieran sus normas de funcionamiento, en principio se regirían por las normas de funcionamiento de los órganos colegiados: adopción de las decisiones por mayorías, a través de un quórum, etc.

A demás de la posibilidad que los Departamentos creen órganos asesores para el asesoramiento sobre una determinada materia, existen unos determinados órganos asesores que tienen una especial relevancia y que algunos de ellos, ya están previstos en el propio EE.AA. El art. 72 la existencia de 2 órganos asesores:

- El Consejo de Trabajo, Económico y Social de Catalunya (72.2): asesora al Gobierno de la Generalitat en materias socioeconómicas. 

- La Comisión Jurídica Asesora (72.1): órgano consultivo del Gobierno de la Generalitat, es decir a la Administración de la Generalitat, lo asesora en Derecho. Determina a través de sus dictámenes, que la actuación que pretende la Generalita es adecuada al ordenamiento jurídico. Y cumple la función que realiza el Consejo de Estado, y que no debemos confundir con el Consejo consultivo: órgano consultivo de la Generalitat, es decir Gobierno y Parlamento, que dictamina si los proyectos de ley se adecuan a la CE y el EE.AA.   

Otros órganos de asesoramiento de la Administración de la Generalitat, y es uno de los principales es el Gabinete jurídico central: órgano de la Generalitat que depende del Departamento de Presidencia y que asesora a la Administración de la Generalitat en temas jurídicos y que tiene encomendado la defensa y representación de la Generalitat delante de los Tribunales.  

Diferencias entre ambos órganos:

· Este Gabinete jurídico se integra en la Administración de la Generalitat, con una especialización de jurídica y con una función de asesoramiento a los demás.

· Y la Comisión jurídica asesora no se integra en la estructura administrativa de la Generalitat, para asegurar la independencia en la elaboración de sus dictámenes.  Es un órgano previsto en el EE.AA que tiene como funciones las de asesorar a la Generalitat.

La Comisión jurídica Asesora se creó por Ley del Parlamento en el año 1985, y que ha sido objeto de modificaciones. La actual es la ley 5/2006 de 2.05, y que ha sido desarrollada por Decreto 69/2006.

La Comisión jurídica Asesora es una institución asesora que tiene precedentes en la Administración de la Generalitat, la Oficina de estudios jurídicos que daba soporte jurídico a las Administraciones locales. Esta Oficina fue potenciada en el EE.AA de 1932, donde creó ya la Comisión jurídica asesora. Como órgano de asesoramiento del Gobierno con la pretensión de que las actuaciones del Gobierno y de la Administración de la Generalitat dispongan de un órgano experto que con carácter previo a su aprobación, dictamine sobre su adecuación al ordenamiento jurídico y a la legalidad vigente. 

La Generalitat de Catalunya se aparta del modelo vigente de las otras CC.AA, porque el resto de CC.AA sigue el modelo del Estado y sólo tienen un órgano consultivo, que es el Consejo Consultivo. Y en Catalunya tenemos dos: Consejo Consultivo y Comisión jurídica Asesora. 

La Comisión jurídica asesora elabora dictámenes que tendrán carácter preceptivo o no preceptivo, nunca los dictámenes son vinculantes (los dictámenes del Consejo Consultivo cuando se realizan sobre los Derechos estatutarios sí son vinculantes). 

En determinadas ocasiones, los dictámenes de la Comisión jurídica asesora son preceptivos de tal forma, que no tener el dictamen de la Comisión jurídica asesora haría que el acto sería nulo, delante de la vía jurisdiccional. Por tanto, es un requisito necesario para la aprobación del acto.

En otros casos, los dictámenes de la Comisión jurídica asesora no tienen el carácter preceptivo, así el Gobierno puede o no decidir la solicitud del dictamen. Por tanto, la Ley determina cuando es preceptivo y cuando no. 

El dictamen de la Comisión jurídica asesora es preceptivo, en relación a dos tipos:

· en relación con la Potestad reglamentaria: todos los Reglamentos que apruebe la Generalitat serán objeto necesariamente, antes de su aprobación. También, con los Decretos legislativos que aprueba el Gobierno. 

· Y la Potestad administrativa: en los expedientes administrativos y antes de que finalice en resolución. Ej. Reclamación de responsabilidad patrimonial, Recurso extraordinario de revisión, anulación de oficio de actos administrativos, planificación urbanística, creación y modificación de comarcas, modificación de los límites municipales.

El dictamen no será preceptivo: El Gobierno y un Consejero podrá solicitar a la Comisión jurídica asesora en relación a los siguientes supuestos:

· Proyectos de Ley; en la materia de contratación administrativa serán objeto en las cláusula generales; en los Expedientes sancionadores de gran trascendencia.

Se podrán dirigir a la Comisión jurídica asesora para la solicitud de los dictámenes: El Gobierno o un Consejero. La Comisión dictaminará en el plazo de 2 meses, que por razón de urgencia se podrá reducir a 15 días, y se podrá ampliar el plazo a 3 meses, si la Comisión cree que el tema es de gran complejidad. 

La composición de la Comisión jurídica asesora es de 15 miembros que son abogados de prestigio. Dos serán por razón del cargo, que son: el Director del Gabinete jurídico y el Director del Instituto de estudios económicos. Estos miembros son natos y  no podrán ser ponentes, porque se integran a la estructura administrativa. 

El periodo del mandato es de 3 años y sólo podrá renovarse por una sola vez.

LA ADMINISTRACION INSTRUMENTAL O INSTITUCIONAL.-

1.- Que son los Organismos Autónomos, que podrán tener carácter:

· administrativo

· comercial o financiero.

2.- Las Empresas públicas.

3.- Las Entidades públicas sometidas al derecho privado. 

Estas diferentes categorías se diferencias unas de las otras en el Régimen jurídico que las rige (sistema de contratación, sistema del personal, la normativa por la que se rige, etc.) y la Administración opta por alguna de ellas, en función del instrumento que se considere más adecuado para ejercer una determinada actividad.

Los organismos autónomos se rigen más por el Derecho público hasta llegar a la SA, se incide más con el derecho privado. La Administración se libera de determinadas condiciones que determina el derecho público, cuando se separa del derecho público.

La Administración institucional parte de la idea que determinadas funciones no las puede llevar a cabo la Administración central, ni territorial, sino crea unos determinados organismos para que se pongan al servicio de la Administración, para llevar a cabo unas concretas funciones.

En la Administración de la Generalitat se ha adoptado un criterio que muy abierto para la creación de estos organismos, y tampoco están delimitadas las características de cada uno de los tipos. No hay una norma que nos indique como actúan los organismo autónomos, cuando se crean por Ley o por acuerdo de Gobierno, será la propia Ley de creación o el acuerdo quien  delimita como actúa y en base a que actúa.

En el Estado no ocurre esto, por tener la LOFAGE que determina que son un organismo autónomo por el Estado. En Catalunya esta ley marco no existe. 

El criterio para la creación de uno u otro será:

· Para la creación de un organismo autónomo de carácter administrativo como puede ser el Instituto Catalán de la Mujer; Escuela de Policía.

· Organismos autónomos de carácter financiero o comercial; Instituto Catalán del Suelo.

· Como Empresa pública: TV3.

· Sociedad pública sometida al Derecho privado: Ferrocarriles de la Generalitat.

La única regulación de carácter más general es Ley 4/1985 de la Empresa pública catalana, regula las entidades institucionales pero con un poder empresarial, y por tanto, no regula los organismos autónomos, sino regula las Sociedades Anónimas que podrán ser:

· de titularidad de la Generalitat,

· no creadas por la Generalitat, pero sí vinculadas a ella. La Generalitat no es el accionista mayoritario, si no que dispone de la capacidad para adoptar las decisiones. 

La Doctrina se pregunta que en Catalunya ante la ausencia de Ley marco, se debería aplicar la regulación general del Estado, es decir la LOFAGE. Y lo cierto es que no se aplica y por tanto, se tiene una determinada libertad para la configuración de la Administración institucional. 

Esto no quiere decir, que no se ejerza funciones públicas.  

Organismos autónomos de carácter comercial y financiero.-
Ya actúan en el sector socioeconómico, sus finalidades están orientadas en estas áreas y se encuentran reguladas en la Ley de Finanzas de Cataluña y en la Ley de la Empresa Pública catalana.  

Empresas públicas.-

Suelen adoptar la forma de sociedad anónima que es la que más de relaciona con la actividad socioeconómica de la Administración, por encima de otro tipo de sociedad de carácter mercantil. Su regulación se base en la Ley de S.A., aunque con algunas peculiaridades porque su titular es la Administración pública. Ej: TV3.

Entidades de Derecho público, sometidas al Derecho privado.-

Se crean por Ley, que su régimen jurídico tiene carácter público para lo que se refiere a su funcionamiento y organización, pero en relación a sus efectos respecto a terceros se rige por el derecho privado. Ej. Centro de telecomunicaciones de la Generalitat.

Como estos organismos se crean por Ley, son las leyes de creación las que determinan su estructura organizativa y varían en cada caso. Y no hay un marco normativo general que nos permita ver el tipo de organización más adecuado.

LA ADMINISTRACION CORPORATIVA.-

A diferencia de la Administración institucional, tiene una base asociativa. Y se crean para cubrir los intereses de un determinado ámbito socioeconómico de carácter privado, pero en la medida que paralelamente a la actividad privada, también ejerce funciones públicas, se denominan "Corporaciones de derecho público". Son las que a continuación se relacionan:

- Los colegios profesionales,

- Las Cámaras de la Propiedad, comercio, industria y navegación; las Agrarias.

- Y las cofradías de los Pescadores.

Son entidades dedicadas al sector socioeconómico. 

Las competencias de la Generalitat se han puesto de manifiesto según en las diferentes leyes creadoras de este tipo de entidades. Los tipos de competencias que tiene la Generalitat sobre este tipo de entidades:

· Genéricas: las que derivan de las competencias de la Generalitat sobre las corporaciones de derecho público, previstas en el art. 125  del EE.AA. Corresponde a la Administración de la Generalitat:

La regulación interna, funcionamiento, régimen económico, presupuestario y contable, régimen de colegiación y adscripción, derechos y deberes y régimen disciplinario. La creación y atribución de funciones; tutela administrativa; sistema electoral y su ámbito territorial.

Con la existencia de las CC.AA, estas entidades de derecho público, se han visto potenciadas. Y su vinculación con el antiguo régimen hizo que tuvieran una situación poco legitimada. Al depender de las CC.AA, estas entidades se potenciaron al principal órgano consultivo de la Administración de la Generalitat, en un ámbito determinado.

Estas Corporaciones de derecho público se someten al Régimen jurídico de las Administraciones públicas. Y ésta, es una competencia que depende del Estado que dicta las bases de las Administraciones públicas. Pero a pesar que estas entidades tengan competencias exclusivas de la Generalitat, también debe someterse a la regulación básica  que apruebe el Estado. No son de competencia exclusiva de la CC.AA.

Los colegios profesionales.-
En esta materia, la Ley reguladora era la 13/1982 que fue modificada por la Ley 7/2006. Y se ha producido una proliferación de estas entidades, a medida que han proliferado las titulaciones universitarias.

Su razón de ser, también está porque la CE los protege y determina su interés social de su constitución. Las titulaciones universitarias que habilitan la profesión, tienen importante consecuencias sociales. 

Se han convertido en los principales órganos consultivos de la Administración, a través de ellos, la sociedad participa en las decisiones de la Administración cuando tienen un carácter técnico.

La Ley 7/2006 actual, plantea algunos problemas. A pesar de que la CE determina que se deben crear por Ley, la Ley catalana prevé su creación a través de Decretos del Gobierno. Se produce una contradicción que el legislador catalán pretende salvar con:

· Que suprimir la posibilidad de crear leyes, sería liberar el Parlamento autonómico de este tipo de regulación.

· Pero se establece un procedimiento original: que una vez preparado el proyecto de Decreto y antes de su aprobación, se debe enviarlo al Parlamento   para que de su opinión favorable, se aprueba como Decreto.

Las Cámaras de Industria, comercio y navegación.-
Su regulación básica en la Ley 3/1993 aprobada por el Estado y se ha incorporado a Catalunya por la Ley 14/2002.

Las Cámaras, cumplen una importante función en el mundo empresarial, por facilitar la información de cómo invertir en el exterior, contactar con otras empresas, permiten conocer la evolución de un determinado sector, normativa vigente del mundo económico, además de poyo en el comercio y a la empresa.

Fueron cuestionados por el propio sector, por ser obligatoria su afiliación. Y la Doctrina entendió que era un tipo de asociación obligatoria, y la CE prevé el derecho a la asociación, pero también a no asociarse. Así, el TC SRA 107/96, determinó que la afiliación era obligatoria y que no vulnera el derecho de asociación en su vertiente negativa.

Las Cámaras agrarias.-
Eran un instrumento para orientar a los agricultores, para ver como se desarrollaba este sector y antes de la CE, desarrollo una función de Administración agraria en cada uno de los Municipios. Porque tenían una implantación local, y fue suprimida cuando fueron objeto de transferencia a las CC.AA. 

Han dejado de ser entidades, de obligada existencia. Tampoco se prevé que su asociación sea obligatoria. Y serán las CC.AA las que en su regulación determinarán su existencia, y de su inscripción. En Catalunya son obligatorias (no se han adaptado a la legislación estatal) y ejercen funciones delegadas del Departamento de Agricultura. Son órganos de consulta del Departamento de Agricultura en el mundo agrario. NO sustituyen a los sindicatos, ni patronal agraria en el ámbito de las negociaciones.

Las cofradías de pescadores.-
Estaban reguladas en la Ley 22/2002 y son corporaciones de derecho público, donde están asociados todos los que participan en la actividad pesquera: pescadores, navieras, etc.

Gestionan los que regulan la compra y venta de los productos pesqueros. Funciones de vertebración del sector: época de vedas, tramitación de ayudas, gestionan las lonjas (mercado que es una concesión administrativa) y de planificación del sector.

LA ADMINISTRACIÓN INDEPENDIENTE.-
Es una figura que responde a la entrada de figuras propias del derecho comparado (inglés, americano). Son instituciones creadas al margen de la Administración del Gobierno y que él no controla,  pero que ejercen potestades públicas en un determinado sector.

Son independientes, por no ser objeto de control por parte del Gobierno. No disponen de una regulación en nuestro o.j. La Doctrina señala la necesidad de crear una Ley que las regule. Pero sí es cierto, que hay una proliferación de administraciones independientes. Son Administraciones que no están sujetas al control parlamentario, ni del Gobierno. El único control es el jurisdiccional. 

· Tribunal de defensa de la Competencia.

· Banco de España.

· Consejo de seguridad nuclear.

Cada uno se ha creado por ley, y será ésta quien dirá como se organizan, potestades, etc. Así habrá tantas leyes como figuras, pero los elementos característicos son:

· Responden a un sector concreto de la actividad económica o estás vinculado a un Derecho fundamental. Sector liberalizado, para controlar los entes  privados

· Se crean por ley. 

· Tienen personalidad jurídica propia,

· Se relaciona con la Administración por medio de un departamento, pero es meramente institucional. No hay dependencia jerárquica.

· No tiene potestad reglamentaria.

· Disponen de autonomía funcional.

· Las competencias vienen definidas, por su ley de creación.

· Tienen amplias prerrogativas.

Ej. Agencia de protección de datos; Consejo Audiovisual de Catalunya. Y el Comité de videovigelancia.

Autoridades independientes que han llegado por el Derecho comparado.-
· Inglaterra: Se crean por razón de eficacia, neutralidad política, participación de los ciudadanos y especialidad técnica. Funcionan por criterios técnicos y siguen funciones normativas, ejecutivas, cuasi judiciales. Son nombradas por el Gobierno, pero no los podrá cesar. Responde el Ministro de estas entidades.

· EE.UU: Son las Agencias. Las caracteriza por su eficacia, neutralidad política, especialidad técnica. Mismas funciones. No se integran en el Gobierno, las nombra el Presidente, pero no las puede cesar. Y solapan su actuación con las de la Administración.

· Alemania: Sólo se podrán crear en defensa de los derechos. Y con la participación de los ciudadanos. Goza de las mismas competencias de una Administración. No están sometidas a control político. 

· Francia: Se denominan Autoridades administrativas independientes. Actúan en la Eficacia, Neutralidad política. El director es nombrado por el Gobierno que no podrá cesarlo,  y tampoco podrá se reelegido. Controlado por el Parlamento y el poder judicial. 

· España: Eficacia, neutralidad política. Funciones de regulación y ejecutiva. Son creadas por Ley, disponen de autonomía funcional y su control es interno. También por parte del Parlamento y el judicial. 

EL REGIMEN JURIDICO DE LA ACTIVIDAD DE LA ADMINISTRACION.-

El art. 103 de la CE, rige los principios que rige la actividad de la Administración: neutralidad, objetividad e interés general.

El ámbito en el que concurren las competencias del Estado y de la Generalitat. Así, para las del Estado el art. 149.1.18 de la CE, atribuye al Estado las bases de Régimen jurídico de la Administración pública:

· Contratación administrativa y de las concesiones.

· Procedimiento  administrativo común.

· Responsabilidad patrimonial.

· Expropiación forzosa.

Sobre todos estos ámbitos, la Generalita de Catalunya ejerce unas determinas funciones. Así el art. 159 del EE.AA, regula todo estos contenidos.

El régimen jurídico en sentido estricto, lo que trata de regular es como se estructura la Administración y se determinan las competencias de los órganos administrativos. En todas estas materias corresponde al Estado, la legislación básica. En los aspecto internos (organización interna) la legislación estatal será mínima, pero en los aspectos que tendrá efectos sobre terceros, como se manifiestan la voluntad de los órganos colegiados, tendrá una mayor amplitud. Así el criterio a regir será:

· cuando los aspectos organizativos son básicos, cuando su finalidad sea obtener un tratamiento común de todos los administrados.    

· La potestad reglamentaria: corresponde a las bases del Estado, determinar por ejemplo la participación de los ciudadanos, por tanto es un elemento común. Otro, la intervención del órgano asesor: La Comisión jurídica Asesora.

· Los reglamentos están sometidos a la jurisdicción contenciosa. Podrán ser objetos de impugnación,  si son lesivos a los derechos o contrarios a las leyes. Y todo, por designación básica.

· Los órganos colegiados también forman parte de las bases del Régimen jurídico, la composición, organización y adopción de decisiones de éstos, previstos por la Ley 3071992.

· Los actos administrativos: el procedimiento de la aprobación de un acto administrativo es objeto de la legislación básica: obligación de las Administración a resolver, regulación del silencio, el procedimiento administrativo común: notificaciones, nulidad, revisión de oficio, etc.

· Los contratos administrativos: es una materia específica, pero el Estado tiene una legislación básica, pero el TC ha dado mucha amplitud a las partes. Toda la regulación es básica, sólo Navarra ha sido capaz de hacerla, porque el TC ha determinado que todo el contenido es básico. Y la Administración de la CC.AA sólo le corresponde aspectos organizativos, o de contratos con un carácter menor.

· La responsabilidad patrimonial es exclusiva del Estado. Lo único que puede hacer Catalunya, es de informar quien es el órgano asesor: Comisión jurídica Asesora.

· La expropiación forzosa exclusiva del Estado. La CC.AA sólo puede determinar las causas expropiatorias en expropiaciones sustantivas. Y los órganos que arbitran en los conflictos.

El control de la actividad de los órganos de la Administración de la Generalitat.-
La Administración está sometida al control de la jurisdicción contencioso administrativo (no hay control de oportunidad):

· Ejercicio de la potestad reglamentaria.

· Los actos administrativos.

· La inactividad de la Administración.

· La Vía de hecho.

El control de la Administración de la Generalitat, está sometida d 2 controles mas:

· Sindic de Greuges.

· Sindicatura de cuentas.

· El Parlamento: por el control del Gobierno.

19/11/09
TEMA 9: EL GOBIERNO LOCAL DE CATALUÑA
Revisar epígrafes- programa

Las competencias de la Generalitat sobre organización territorial y régimen local

La EE.AA incorpora en el Capítulo 6, dedicado al Gobierno local. Hace una regulación más amplia. Potencia el elemento de la relación directa entre las entidades que configuran el Gobierno local con la Generalitat de Catalunya. De tal forma que los entes locales   no podemos decir que se integren en la estructura de la Generalitat (Presidente, Gobierno y Parlamento), pero sí son elementos necesarios en las instituciones de Catalunya.

Lo que se pretende, es que pierdan el carácter bifronte. A partir de una Sta del TC se dijo que tenía una doble dependencia, según su regulación:

· Ley Bases del Régimen Local: estatal.

· Y la regulación de cada Parlamento de cada CC.AA.

Tiene dos puntos de regulación. Y el TC dijo que será la legislación básica estatal la que tiene por función la de garantizar la autonomía local. 

La Autonomía de las CC.AA viene garantizada por su EE.AA, que determinará sobre qué ámbitos  materiales y sus funciones.

En la Autonomía de los entes locales, no viene determinada por la CE..........

El art. 86 del EE.AA: La propia CC.AA será el garante de la autonomía local, estableciendo en un precepto del EE.AA quien determinará las competencias de los entes locales. Ambitos de los entes locales queda establecido en este art., pero tiene varios problemas:

· No determina cual es el ente local.

· No determina las funciones sobre las materias.

· No tiene nada que ver con la Ley de Bases estatal.

El TC ha dicho que las bases no tienen porque ser uniformes para todas las CC.AA, y podrá ser diferente según las peculiaridades y para Catalunya, queda completa en el EE.AA.

El EE.AA 2006 abandona la noción de las comarcas, pero introduce el concepto de las vaguerias. Sustituirán a las provincias y el Gobierno de las vaguerias son las Diputación. Pretende ser un ente de cooperación municipal. 

El Consejo de gobierno local: es un órgano de participación de los entes locales en la Administración de la Generalitat. Y deberá participar en los proyectos de ley que afecten en el mundo local. En los planes que se aprueban, en la potestad reglamentaria.

Trata de asegura que la actividad política y administrativa, sea respetuosa con la autonomía local. El EE.AA deberá garantizar su garantía e independencia (no objeto de control) y establece el Pº de subsiaridad: la actuación la llevará a cabo la Administración más cercana al ciudadano. 

Los entes locales no disponen a medios suficientes para su actividad.

Al aprobarse la CE, se plante como se estructura la Administración local y se plantea de 3 premisas:

· la importancia de los Municipios. Por ser en ente administrativo básico, cubre los servicios esenciales y que cabe potenciarlo. En Catalunya, se plantea el diferente nivel características de los municipios. 

· La escasa aceptación de la provincia, hasta el supuesto de la provincia aunque no se pueden obviar, por estar protegidas por la CE. 

· La estructura territorial de Catalunya es la comarca, que es un ente local de configuración obligatoria. Que tiene una capacidad de gestión y de estructura propia.

La configuración de los municipios en el EE.AA del 1979
Dedica muy pocos preceptos al Régimen local y los que existen, lo son para reafirmar la necesidad o existencia de la comarca y de los municipios. Y desde un punto competencial, se considera el Régimen local como una competencia exclusiva de la Generalitat. Pero esto choca con el art. 149.1. 18 de la CE que atribuye al Estado la composición básica del Régimen jurídico de las Administraciones públicas, incluyendo el Régimen jurídico de …………….. 

El TC ha entendido que la legislación básica es la garantía de la autonomía local. Convirtiendo a los entes locales en un elemento de carácter bifronte, es decir en una posición equidistante entre el Estado que fija la legislación básica y la CC.AA que sólo puede desarrollar esta legislación básica.

También recoge una cierta tutela financiera sobre los entes locales. Los entes locales tiene una limitada capacidad de gasto y que no pueden hacer uso, por eso la Generalitat tiene una tutela sobre esta posibilidad de endeudamiento que los entes locales tienen que cubrir los servicios que deben prestar.

La configuración de los municipios en el EE.AA del 2006
Se caracteriza por 4 elementos:

1. Es una configuración sustantiva más ……………. Ya no son pocos los preceptos que hablan de la estructura de Catalunya. Ahora es más amplia, y tiene un aspecto más definitivo que es su regulación en el Título II, que es el relativo de las Instituciones básicas para la autonomía de Catalunya. 

2. Determina la posición de los municipios en las instituciones de la Generalitat. No forman parte del entramado básico, pero son también en instituciones de la Generalitat. El EE.AA quiere abandonar el carácter bifronte de los municipios de equidistante entre el Estado y CC.AA. Y establece una relación más directa entre los municipios y la Generalita de Catalunya.

3. La competencia no se clasifica como una competencia exclusiva, si no que se detalla de cómo la Generalitat proyecta sobre el Régimen local, estableciendo unas submaterias en que la Generalitat podrá regular. Además se regula la financiación de los entes locales.   

Estos son las características que se derivan de la regulación genérica, que el EE.AA del 2006 del Régimen Local.

El análisis concreto de la regulación estatutaria de los entes locales.-

· Se encuentra en el Capítulo 6, del Título II.

El art. 83: La organización territorial de Catalunya es los municipios y las veguerías. Y en el ámbito supramunicipal de las comarcas y de otros entes con voluntad de colaboración y se asociarse.

El art. 84: señala las competencias de las entidades locales. Pero no van referidas a una categoría de ente local, sino que serán las leyes del Parlamento las que determine su actuación. Tampoco define las funciones que se asignarán a cada una de los ámbitos, sólo establecen los ámbitos materiales de los entes locales. Porque el art. 84 garantiza la autonomía local. La garantía de las materias es la garantía del ente local.

Ahora la garantía de la autonomía local, no se encuentra en la ley de bases para el legislador catalán, si no que esta garantía estará establecida por el propio legislador catalán que está condicionado a atribuir unas determinadas funciones a los entes locales y le reserva un determinado ámbito de actuación. Traslada la garantía de la autonomía local del Estado a la CC.AA. 

Cuando el art. 84 dice que las leyes atribuirán las competencias, no dice que será la ley catalana. Y porque no dice, que esta regulación se haga en contra de las bases, sino que desarrolle las bases.

Una característica es que las bases correspondan según las peculiaridades de cada CC.AA y una de las peculiaridades de Catalunya, es la regulación que EE.AA hace de los entes locales y sus competencias. 

El art. 85 es conciente que los entes locales tendrán un  marco de actuación, si no como institución de la CC.AA comprota una participación con las otras instituciones como son el Gobierno, Presidente y Parlamento. Esta relación se establece en el EE.AA a través del Consejo del Gobierno Local. Es un órgano que están presentes: municipios y veguerías (no las comarcas). Éste informa sobre los proyectos de ley que afecte al mundo local o informando el Reglamento o las actuaciones administrativas que comportan una determinada planificación.

El municipio.- Regulado en el art. 86 y ss. 

· Se deriva que es el ente local básico y se gobierna a través del Ayuntamiento. 

· El propio EE.AA es garantía de esta autonomía local y se manifiesta  no sólo en un ámbito de competencias, si no también en el establecimiento del principio que la actuación de los municipios está sometida a un control de legalidad, no hay control de oportunidad, no hay tutela de la Generalitat sobre la actuación municipal, y no puede revisar, ni anular dichas actuaciones.

· El sistema electoral y las entidades municipales descentralizadas.

Los Principios básicos del EE.AA en relación al municipio:

· La autorregulación: cada municipio se regulará de la forma que crea más adecuada para prestar sus servicios. A partir de unas disposiciones generales, pero además crearan los órganos necesarios para prestar los servicios. Este principio también lo tiene la propia CC.AA.

· El legislador estatutario es consciente de que no todos los municipios pueden prestar sus servicios, y deben asociarse para poder actuar. 

· La potestad normativa: los municipios tienen unos ámbitos materiales donde pueden actuar y pueden regular sobre estos ámbitos.

· El Pº de diferenciación: serán las leyes que establecerán las diferencias entre los municipios. El EE.AA establece un régimen especial para Barcelona. Y que se elabora con la colaboración del propio municipio.

La legislación básica en materia de municipios está en:

· Ley de bases del Régimen local aprobada por el Estado.

· D. Legislativo 2/2003 que aprueba de la Ley Municipal y régimen local de Catalunya.

De esta regulación extraemos unos elementos:

1. Los regidores son de elección directa.

2. Se reconoce una capacidad de autoorganización, también una reserva de competencias.

3. Reconoce potestad ejecutiva y normativas en los municipios.

4. Reconoce un sistema de financiación. Y se clasifica en tributos propios y cedidos por el Estado y la Generalitat.

5. Y el reconocimiento para plantear conflicto en defensa de la autonomía local. Si su ámbito de competencias se ve invadido por una actuación de la CC.AA o del Estado, puede plantearlo.

En cuanto a la regulación específica, antes de la entrada en vigor del EE.AA, Barcelona ya disfrutaba de un Régimen especial establecido por la Ley 22/1999 y queda recogido en el art. 75 de la Ley Municipal y de régimen local de Catalunya. Esta ley establecía un procedimiento para llevar a adoptar un régimen especial, que implicaba una participación del propio municipio. Es decir, el municipio de Barcelona elabora una propuesta de régimen específico. Esta propuesta se planteaba en la Generalitat y se crea una comisión mixta por el texto presentado por el Gobierno municipal. El texto elaborado por el municipio, se presentó al Parlamento para su aprobación como Ley 11/1999. Esta ley en algunos aspectos, era contradictoria con la Ley de bases del Régimen local. Y para dar cumplimiento a este régimen especial, era necesario que las Cortes elaborara una Ley, que es la Carta municipal de Barcelona. Por tanto, tenemos una Ley catalana para el ámbito de competencia de la Generalitat y para los ámbitos que inciden con las competencias básicas del Estado, la Ley 1/2006. Y de las 2, se derivan el régimen especial de Barcelona.

Este Régimen especial de Barcelona, consiste en: reforzar los órganos ejecutivos, dar más competencias al Alcalde y regidores, y se consolida la división  administrativa (se potencia la estructura de los distritos, descentralización administrativa). La Carta municipal prevé la intervención directa de la Administración local de Barcelona, en algunos ámbitos concretos como son:   sanidad, vivienda, educación. 

La veguería.- Prevista en los art. 90 y 91 del EE.AA.

El art. 90 del EE.AA la define cono un órgano de cooperación local y además, una forma de estructurar los servicios de la Generalitat. Esta doble función ya lo cumplían las provincias. Y determina que gozan de autonomía para la gestión de sus intereses. 

El art. 91 regula el órgano del gobierno, que es el Consejo de la veguería.  Está constituido por el Presidente y los Consejeros. Además sustituye a la Diputación, que ahora es el gobierno de las provincias.

No se sabe si las veguerías son las provincias!!! Las provincias según la Ley de Bases del Régimen local, son el gobierno intermunicipal de cooperación local y una división de la Administración del Estado y el gobierno de las provincias, lo tiene la Diputación. 

¿Ahora tenemos 4 veguerías? Las Diputaciones son un órgano de nombramiento directo, a partir de la representación obtenida de los entes locales. A sí a partir del día 27, cuando se elijan nuestros representantes en los Ayuntamientos y se constituyan las Diputaciones???

La división de Catalunya en vaguerías tiene el antecedente inmediato en el acuerdo de Gobierno de la Generalitat de Febrero 2004, se aprobó de unas bases de la estructura del territorio de Cataluna, que partía de 4 elementos:

1. Las características básicas se debía de adoptar a partir de la norma vigente, que era la Ley de Bases y ahora es el EE.AA.

2. La división del territorio en vaguerías debería corresponder a los principios de:

Eficiencia, racionalidad, simplicidad.

3. Se asumiría el mapa vigente o antecedente de la ….

4. Respeto a la singularidad del Valle de Arán (no tiene el régimen jurídico de las veguerías).

Esas son las bases a partir de las cuales, la Comisión del Gobierno de 2004 pretendía la organización de Catalunya en Veguerías. Y el resultado de esta Comisión fue la creación de 7 veguerías, que servirían como ente local de ámbito territorial de la administración estatal a Catalunya y de ámbito territorial de la Administración de la Generalitat. Y sustituiría la Administración provincial. 

De acuerdo con las bases de la Comisión de expertos, las funciones de las Diputaciones pasarían a: Los Municipios o a la Generalitat, NO pasarían a las veguerías. Y las veguerías cumplirían otra función, la de cooperación local de carácter técnico, sin tener un ámbito específico de competencias, fuera de apoyo a los entes locales.

Con este trabajo de la Comisión, lo que se intenta es suprimir una división territorial del Estado español que fue aprobada por Decreto de Javier de Burgos: la división del Estado español en provincias. Se intenta sustituir una división territorial de las provincias.

Esta división de las provincias es un antecedente en el Estado francés. Es una forma de que el estado centralizado presta un servicio en distintas partes de su territorio. Cuando llega al Estado español, esta idea de división territorial se le añade la idea del ente local. Y que perdura hasta la aprobación de la CE, que es el doble carácter de la provincia: como división territorial del Estado y como ente local.

El art. 141 de la CE, le añade otras características a la provincia:

· Es circunscripción electoral.

· ¿Quién inicia el proceso autonómico? Salvo en Catalunya, esta opción la tenían las provincias y la CE, es el ente legitimado para iniciar el proceso para convertirse en CC.AA.

Cuando trasladamos estas características del art. 141 de la CE a Catalunya, se aprueba la Ley 6/1980 que nace con el objetivo de suprimir las provincias Catalunya, para que pasen a la Generalitat o a los entes locales. Esta ley fue objeto de Recurso de Inconstitucionalidad que fue resuelto por STA 32/1981: dice que no se pueden suprimir las provincias, por tiene por la CE una garantía institucional. 

Esta garantía institucional de las provincias es aquello que impide al legislador pueda desvirtuar y vaciarla de su contenido. Esto supuso que la Ley 6/1980 fuera declarada inconstitucional y que el Parlamento de Catalunya fue sustituida por la Ley 5/1986. Esta ley pretendía alterar los límites de las provincias, para adecuarla a la estructura territorial de Catalunya.

La Ley de Bases del Régimen local, habla de las provincias como que:

· Las provincias se rigen por el órgano de Gobierno denominado Diputación. La estructura mínima de la Diputación es de 4 órganos que son:

· Pleno, Presidente, Comisión de Gobierno y la Comisión de estudio y consulta. 

· Competencias de las provincias:

· la cooperación y el apoyo a los pequeños municipios y ………….entre CC.AA y los municipios.

· Competencias de las Diputaciones:

· Disponen de competencias propias, delegadas de la Generalitat y de las que prestan a los municipios.

· Las provincias tienen la capacidad de para acudir al TC para plantear ……….. autonomía local ¿¿¿¿????

La Comarca.- Está regulada en el art. 92 del EE.AA.

Es un ente local con personalidad jurídica propia. Formada por diferentes municipios para la gestión de sus competencias y  sus servicios.

A diferencia de lo previsto en el EE.AA del 79, no son entidades locales básicas. Las comarcas han perdido relevancia en relación con el EE.AA del 79. Su carácter municipalista ha quedado suprimido. Pero continúan estando presentes en el EE.AA, porque las comarcas han sido una reivindicación histórica. Las comarcas responden a un trabajo realizado en 1991 por Pau Vila, que estudió la división de Catalunya según la influencia de los siguientes mercados.  Esta división fue aprobada en 1973 y se implantó en la Economía de guerra, a través de 38 comarcas y 9 regiones en el año 1936. 

Con este antecedente, llegamos a la CE vigente. En la CE las comarcas son presentes en el art. 141.3: cuando prevé las provincias y los municipios, prevé la posibilidad que existan otras agrupaciones municipales, diferentes a la provincia y en Catalunya tenemos las Comarcas.

A diferencia entre Catalunya y el  resto de CC.AA, es que el resto las agrupaciones municipales tienen carácter voluntario, en Catalunya la comarca es obligatoria (está estructura así). El TC dijo que ………., que siempre que las comarcas no vaciar el contenido de los municipios y fueran aceptadas por los municipios, Catalunya podría ser estructurada en comarcas, pero con una declaración de previa de los municipios. Y que de no ser aceptada, podrían ser englobadas en una comarca por una Ley del Parlamento.  

La Ley 6/1987: creación, organización y competencias de las comarcas y la Ley de Bases de Régimen local, Decreto legislativo que regula el régimen local en Catalunya. 

Las comarcas se formaron en dos etapas:

· Recogiendo la división comarcal del 36.

· Consultar a los municipios por esta división.

A partir de aquí, los municipios expresaban su opinión. Una vez escuchados se aprobó la Ley. Esta ley prevé también cual es la organización de las comarcas, no sólo territorial sino el régimen jurídico de organización.  

La organización de las comarcas se basa en:

· Consejo comarcal: se estructura en 3 órganos: 

· El Pleno: órgano de elección indirecta.

· El Presidente.

· Comisión especial de cuentas.

· Gerente: La ley catalana reguladora de las comarcas pretendía dotarlas de eficacia administrativa, alejándola del elemento político. Si el Consejo comarcal es la plasmación de las fuerzas políticas en aquellas comarcas, el Gerente es un órgano próximo a la actividad privada, capaz de gestionar la eficacia y las competencias que corresponden al Consejo comarcal y no desde un punto de vista político, si no de gestión.  Lo nombra el Consejo comarcal.

Esta novedad no se encuentra en ninguna estructura administrativa. Normalmente los entes locales se estructuran en órganos de carácter primario, pero no tienen esta vertiente de alto funcionario, gestor, etc.  

Materias sobre las que tiene competencia los Consejos comarcales:

Las tendrán sobre aquellas que la Ley sustantiva determine. Cuando el Parlamento de Catalunya regula una Ley sobre una determinada materia, dirá sobre que competencias sobre aquella materia corresponden a los Consejos comarcales.

La Comarcas además, tienen las competencias que le deleguen la Generalitat. Y aquellas, que los municipios no pueden prestar. Ej. Recaudación de impuestos, etc.

Las competencias de la Generalitat en el Régimen Local.- Están establecidas en 2 preceptos del EE.AA: art. 151 y 160.

El art. 160: Prevé las competencias de la Generalitat en el Régimen local como una competencia exclusiva, pero el problema está en que no es exclusiva porque está el art. 149 de la CE.

En su apartado 1º, establece un listado de materias  y en el apartado 2º, se incorpora las competencias compartidas que no se establece en el apartado 1º. Por tanto, la competencia de la Generalitat se deberá ajustar a .............  y en algunos aspectos desarrollará las bases y en los aspectos en que las bases no los regulan por ser peculiaridades, será  la Generalitat la que regulará sin límites de las bases. Ej. Si los municipios y comarcas tienen una estructura que les viene dada por la Ley de Bases, esta será la estructura mínima, pero la Generalitat a través de ley si lo cree conveniente puede establecer otra estructura. 

En estos aspectos, es donde el EE.AA configura la competencia en exclusiva, pero con 2 límites:

· Las Bases estatales,

· La autonomía municipal.

160.3: Corresponde a la Generalitat la competencia exclusiva en materia de régimen local electoral de los entes locales creados por aquélla, con la excepción de los constitucionalmente garantizados. 

En materia de municipios no podrán hacer nada, ni en materia de provincias y vegueras, por tanto, sólo en aquellos que son peculiares en Catalunya, es decir las comarcas. 

También el art. 151 del EE.AA: Catalunya se organiza territorialmente en municipios y veguerías. Por tanto, municipios y veguerías son entes locales, pero también son organización territorial. Así la competencia territorial de la Generalitat para establecer la su organización territorial, incide sobre los entes locales. 
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La comarca
No es pieza básica en Cataluña pero sigue teniendo un reflejo en el EA (art. 92). El régimen cambiará probablemente.

El Art. 92 EA dice que se configura como ente local con personalidad jurídica formada por municipios (mirar). Siempre se han tenido como referente propio o reflejo de la división territorial catalana, desde la premisa que es una estructura propia catalana.

La regulación de las comarcas está en dos normas: Decreto Legislativo sobre Régimen Local y sobretodo DL 4/2003, de 4 de noviembre, sobre comarcas (actualmente, 41).

Hay que tener presente que el régimen comarcal se extiende a todo el territorio de Cataluña. 

Respecto a lo que es la organización de las comarcas, el ente principal es el Consejo Comarcal (corresponde la administración de la comarca). Y dentro de este Consejo Comarcal encontramos (nivel directivo):

1) Pleno del Consejo Comarcal

2) Presidencia.

En un segundo plano o nivel ejecutivo, las comarcas tienen un gerente (responsable de cumplir las decisiones que se adopten en el Consejo Comarcal).

Competencias de las comarcas = Art. 20 y ss. Del DL 4/2003. La idea es muy parecida a la de las Diputaciones. Se reconocen competencias a las comarcas que básicamente son:

1) Asistir, ayudar, colaborar técnica, jurídica y económicamente a los municipios. La principal competencia es ésta. Muy parecido a las Diputaciones.

2) Las competencias que establezcan las leyes del Parlamento, sectoriales (por materias). Ejemplo: En materia de control de actividades, se prevé que determinadas licencias las concedan los municipios; pero para un determinado grupo de actividades y municipios, se hace preceptivo la emisión de un informe sobre la conveniencia del Consejo Comarcal.

3) Otras que delegue la Generalitat.

3.- EL RÉGIMEN ESPECIAL DEL MUNICIPIO DE BARCELONA
 Viene reconocido en el art. 89 EA este régimen especial. Dice que dispone de un régimen especial establecido por el Parlament (Ley 22/1998). El EA ha añadido una previsión concreta por la que se reconoce al Ayuntamiento de BCN la iniciativa para proponer una modificación de este régimen especial y que participe en la tramitación o elaboración de los proyectos de ley que afecten a este régimen especial. Se les reconoce a participar en dos momentos, por lo tanto: impulsando la reforma de su régimen especial y en segundo lugar, una vez se ha concretado esa iniciativa, se le reconoce también el derecho a participar en el proyecto de ley antes de que se presente en el Parlamento (participar que no decidir, ya que la decisión corresponde a la Generalitat y al Parlament).

Contenido de la Carta Municipal

Podemos resumirlo de una manera muy genérica diciendo que tiene peculiaridades en materia organizativa y materia competencial.

Desde un punto de vista organizativo:

1) Se refuerza el papel del alcalde, sus competencias, así como también las de la comisión del gobierno.

2) En materias como urbanismo, vivienda, etc: fomento de la coordinación de consorcios entre el Ayuntamiento y la Generalitat para gestionar determinados sectores. Se fomenta la cooperación o coordinación entre el Ayuntamiento y la Generalitat para ser más eficaces.

3) También se hablan de los distritos (pero se introdujo en el 2003).

4.- ENTIDADES METROPOLITANAS

Asociación entre varios municipios (supralocales), y se han impulsado para mejorar la actuación pública en determinados ámbitos, que básicamente son:

1) Ámbito del transporte

2) Aguas

En el EA,  se reconocen en el Art. 93 EA = Los demás entes locales supralocales (…) Y se remite a una Ley, que es la 7/1987. Esta Ley es la que da origen a las dos entidades metropolitanas: Una que gestiona parte del transporte que es la Entidad Metropolitana de Transporte (EMT) de la que cuelgan FMB (Ferrocarrils Metropolitans de BCN), actúa a través de una sociedad que es la FMB, que a su vez opera con una marca comercial llamada TMB; la segunda es la Entidad de Servicios Hidráulicos y Tratamiento de Residuos que se encarga de prestar servicio de tratamiento de aguas, es una entidad metropolitana prevista por la Ley 7/1987 (con la misma estructura de la EMT).
En la Vall d’Aran = Ordenación propia (Art. 94 EA). Que tiene una Ley propia (16/1990) que regula el régimen de la Vall d’Aran. Es una estructura específica: Síndic de la Vall d’Aran (que sería el gobierno de la Vall d’Aran), y alguna que otra figura. 

TEMA 10: EL PODER JUDICIAL EN CATALUÑA
Es el Título III EA (Art. 95 a 109). Teniendo en cuenta que la administración de justicia es competencia exclusiva del Estado (art. 149.5 CE). La novedad del EA 2006 es que se incluyen conceptos que dan a entender un cierto marco propio en Cataluña. Pero si la competencia es estatal del poder judicial, se salva muchas veces regulando cuestiones pero siempre que las recoja así la normativa estatal. Es un mecanismo extraño 8que obviamente, se ha impugnado ante el TC). Pero lo que hace el EA es que esto es así siempre que lo ratifique la normativa estatal. Ejemplo: Art. 95 = El TSJCat es el órgano jurisdiccional que culmina en Cataluña que es competente en la LO correspondiente, y después explica la naturaleza jurídica, etc. Ciertamente, es una manera extraña. Es un poco juego de malabares para completar el EA desde una perspectiva del Poder Judicial (todo lo que hace referencia a las materias propias).

1.- EL TSJCAT Y EL FISCAL SUPERIOR DE CATALUÑA

Art. 95 EA y la LOPJ (6/1985) = Pero el Art. 95 dice que el TSJCat:
1) Órgano jurisdiccional en el que culmina la organización judicial en Cataluña.

2) Conoce de los recursos y de los procedimientos en los distintos órdenes jurisdiccionales.

3) Es la última instancia de los asuntos que se tramiten en Cataluña.

4) Todo de acuerdo con la LOPJ.

5) A salvo de las competencias del TS.

6) En todo caso, es el competente (y así lo dice la LOPJ también) para unificar la interpretación del derecho catalán. De hecho, cuando se plantea la posibilidad de interponer un recurso de casación ante el TS contra una sentencia del TSJCat es necesario para que admita el recurso que se cite normativa estatal, porque si todo versa sobe normativa catalana, no es competente el TS y se inadmitirá el recurso de casación.

Hay un par de referencias de carácter organizativo en el Art. 95.5 y .6 (copiar artículos). Pero lo tiene que reflejar la LOPJ.

Art. 96 EA = Fiscal Superior de Cataluña
Lo que dice el Art. 96 es que el Fiscal Superior es el Fiscal Jefe del TSJCat. Esto no es porque lo diga el EA, sino porque lo establece la estatal. Pero el EA añade que este fical debe enviar una copia de la memoria anual de la fiscalía a la  Generalitat, al Consejo de Justicia y al Parlament (al amparo del reconocimiento en la normativa estatal).

La novedad más relevante es el Consejo de Justicia de Cataluña.

2.- EL CONSEJO DE JUSTICIA DE CATALUÑA
Es como el Consejo General del PJ estatal en Cataluña. Se crea una figura que vendría a desempeñar parte de las funciones que actualmente desarrolla el CGPJ. (Art. 97 a 100 EA). Como la LOPJ no contempla esta figura, es como si el EA no dijera nada al respecto (hasta que no se reforme la LOPJ, nada).

Atribuciones

Alguna de ellas son:

1) Participar en la designación del Presidente del TSJCat.

2) Destituir jueces y magistrados, cese, etc.

3) Precisar y aplicar los reglamento del Poder Judicial en Cataluña

4) Todas las funciones que les atribuya el Parlamento, etc. (mirar).

Es una figura o institución que la crea el propio EA pero depende totalmente de lo que se prevea por el legislador estatal en la LOPJ. Sí es verdad que el EA fue aprobado por las Cortes (y el Estado ha aceptado en este sentido la existencia de esta figura), pero por otro lado, todo queda en manos respecto de lo que se acuerde a nivel estatal.

3.- COMPETENCIAS DE LA GENERALITAT SOBRE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Art. 101 a 104 EA. Se refiere a aquél personal que no es propiamente judicial (ni jueces, magistrados, etc), sino lo que es el personal no judicial. En el ámbito personal, convocatorias de oposición, empleo, etc. En materia de medios materiales, también se reconocen como competencias = construcción de edificios judiciales. Y también en lo que es provisión de bienes materiales. (POCO IMPORTANTE).
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BLOQUE III: COMPETENCIAS Y RELACIONES INSTITUCIONALES
TEMA 11: LAS COMPETENCIAS DE LAS GENERALITAT
Es propio de todos los Estados compuestos (Estados que dentro de su división territorial diferentes poderes políticos que gozan de autonomía) deben establecer un sistema propio de división de las competencias entre los diferentes poderes.

Este sistema de distribución de las competencias entre los diferentes poderes públicos, se realiza a través del Derecho comparado a través de dos fórmulas:

1. A través de una única lista, como es el caso de EE.UU. En una única lista en la constitución americana dirá lo que le corresponde al Estado federal. Y a partir de aquí, lo que no aparezca en la lista corresponderá a los Estados miembros.

2. En el caso de la doble lista, en el propio texto constitucional donde se indican las competencias que corresponden al poder central y cuales al ente territorial dotado de autonomía política.

En nuestra CE se fija un sistema diferente de los señalados por el Derecho comparado, porque partimos del Pº Dispositivo, que tiene dos manifestaciones:

1. Es un acto voluntario, donde unos territorios manifiestas constituir como CC.AA.

2. Una vez tomada la decisión de constituirse como CC.AA, este territorio cuando establece su EE.AA el ámbito de competencias corresponde a este territorio. Donde se define las competencias que se atribuya a una determinada CC.AA.

Este Pº Dispositivo tiene un límite, que está en el art. 149 de la CE donde se determina cuales son las competencias corresponden al Estado. Estas competencias (149.1) que se atribuyen por el Estado, pueden ser asumidas por las CC.AA pero no por el EE.AA, sino a través de los sistemas extraestaturarios de atribución de competencias. Las Leyes Marco o de delegación son las que permiten, que las competencias que corresponden al Estado según el art. 149, puedan ser asumidas por las CC.AA (siempre al margen del EE.AA.).

Las competencias.- 

Definición: son un conjunto de funciones que el o.j. atribuye a un sujeto público sobre una determinada materia. 

Los titulares de las competencias.- Serán en nuestro o.j.: El Estado o las CC.AA, en Catalunya, la Generalitat. Es decir, será la Generalitat la que determinará cual de las instituciones estatutarias ejerce estas competencias. 

El titular será siempre de la Generalitat y quien la pueda ejercer dependerá del tipo de competencia. Si la competencia es legislativa será el Parlamento, si es ejecutiva será Gobierno y Administración. El órgano que la ejercite, dependerá del tipo de funciones que se le atribuya, pero el titular en todo caso es el Estado o la Generalitat.

Las materias.- es el conjunto de actividades que se llevan a cabo sobre un determinado sector del o.j. Las materias serían Agricultura, Comercio, Enseñanza, etc. Y la definición de las materias, es el elemento más importante del sistema de distribución de competencias. Y también, donde se plantean más conflictos  porque el EE.AA y la CE, tenía una definición de materias muy amplia y por tanto, muy imprecisa. Y la jurisprudencia constitucional ha ido acotando, para saber que es lo que debe incluir en cada una de ellas, por ej, que es lo que se debe incluir en agricultura, en comercio, pesca, etc.

Esta imprecisión de la materia, viene porque en la CE no sigue un criterio homogéneo, si no que sigue diferentes criterios:

· Las materias vienen referidas a un sector jurídico: Legislación procesal, mercantil.

· Como realidades físicas: Agua, minas, etc.

· También en sector económico: Pesca, Agricultura, etc.

· Actividades humanas: Deportes, etc.

· Actividades administrativas: Expropiación.

El art. 149 de la CE, cuando dice las materias que atribuye al Estado tiene un concepto de materia que va variando según el apartado del 149 se está refiriendo, dando lugar a una complejidad. Pero el concepto de materia, no corresponde a su concepto social. Cuando dice que el Estado tiene competencias en medios de comunicación, está diciendo que tiene competencias para aquello que las normas entienden por medios de comunicación y no por lo que la sociedad entiende por medios de comunicación. Las materias no se refieren al concepto social, sino al concepto jurídico de la materia, porque el constituyente cuando relacionó las materias, miró las normas vigentes que había hasta entonces y a parir de aquí hizo el reparto.

El EE.AA del 2006 ha incluido el concepto de submaterias. Porque las materias eran muy amplias y su amplitud, favorecía a las competencias del Estado. Y ante la pérdida de contenido, la opción del EE.AA fue la de blindar las materias a través de una relación de submaterias.

Las funciones.- el o.j. atribuye a un sujeto sobre una determinada materia. Las funciones propias de un Estado, son las legislativa, ejecutiva y la judicial. Pero esta división de funciones, no nos sirve, porque el poder judicial no tiene ninguna traslación al sistema de competencia, porque la CC.AA no asume poder judicial. Además, si al dividir las funciones en legislativas, ejecutivas sería simplificarlo mucho. 

En general, las funciones tiene que ver con las potestades administrativas o legislativas sobre una determinada, entrando dentro de las funciones: la función inspectora, la función de administrativa, potestad reglamentaria y legislativa, es decir toda una serie de potestades que las Administraciones y los poderes tienen sobre determinadas materias. Y que implica una traslación en el sistema de distribución de competencias que el EE.AA ha marcado, por tanto las funciones son más que las que serían estrictamente legislativas y administrativas: son gestión, inspección, control, sanción, etc. 

Estas funciones sobre estas materias, se proyectan sobre un determinado territorio. La CC.AA proyecta sus competencias sobre un determinado territorio y sólo son válidas en este territorio. El territorio (es el espacio donde se proyecta el poder de la CC.AA) en el EE.AA cumple 3 funciones o elementos:  

1. Delimita la propia CC.AA.

2. Es un criterio de distribución de competencias. Ej. La Generalitat tiene competencia sobre las aguas que trascurren por su territorio. Delimita las competencias.

3. Es un ámbito espacial del ejercicio de los poderes de la CC.AA. En principio, las actuaciones de la CC.AA no tienen efecto extraterritorial, no se proyectan más allá de su territorio. Excreciones: El Derecho civil no cambia por trasladarte de CC.AA, si te cagas en régimen de bienes, esto no varía. También hay determinados ámbitos o normas que se proyectan sobre fuera de la CC.AA, porque España es un estado interrelacional, y es necesario prever mecanismos en que la actuación de la CC.AA tiene eficacia de otras CC.AA. Ej. En materia tributaria, se tributa por las rentas obtenidas en todo el territorio. O en el ámbito de las asociaciones. 

El art. 115.1 del EE.AA tiene previsto los efectos de las competencias en el territorio. Pero también en el apartado 2: en los casos en que el objeto de las competencias tiene un abasto supraterriotial, la Generalita ejerce las competencias  que se llevan a cabo dentro de su territorio, de tal forma que la supraterritorialidad no traslada la competencia al Estado. Ej. Industria con sede en Madrid, pero con delegaciones en distintas CC.AA. La situada en Catalunya será inspeccionada por los funcionarios de Catalunya.

Se trata de evitar que Catalunya pueda actuar en otra Administración que no sea la catalana y a la inversa.

El sistema de reparto de competencias.- Está establecido en el art. 149 de la CE, indica cual es el abasto de las competencias estatales y es el límite que encuentra la CC.AA para establecer las competencias le corresponden a través del EE.AA.

Este límite del Art. 149, nos hace hacer 2 precisiones:

1. La relativa al art. 149.1, porque es un artículo impreciso. La relación es de materias y de funciones. Ej. 149.1.17: materia de Seguridad Social: dice que el Estado tiene competencia de legislación básica de la SS. Dentro de la materia de la SS está la división de las bases por parte del Estado y que la CC.AA podrá asumir funciones sobre las materias del 149. No podrá asumir funciones que el 149 atribuye al Estado sobre aquella materia. Pero sobre la materia sí, sobre las funciones que el 149 tiene atribuidas al Estado.

2. El art. 149.3, es una cláusula de cierre del sistema. Las competencias de la Generalitat tiene el límite del art. 149.1, pero que pasa con las competencias que no están incluidas en este artículo, pero en virtud el Pº Dispositivo el EE.AA tampoco las ha asumido. El art. 149.3 dice que le corresponden al Estado. 

Para analizar el reparto de competencias también debemos analizar el art. 150 de la CE, prevé la existencia de leyes marco, delegación o trasferencia y de harmonización. 

Y el análisis general del sistema de distribución de competencias, obliga a referirse a la UE, porque competencias que correspondían a la CC.AA han estado cedidas con la entrada a la UE. Ej. Si las competencias sobre Agricultura es exclusiva, pero si la UE es quien diseña la política agraria, ha quedado desplazada por la normativa europea.

Este diseño constitucional de las competencias, se han puesto de manifiesto una serie de déficits que han provocado que se aprobara un nuevo EE.AA:

1. La falta de capacidad autogobierno. A pesar que el EE.AA tenía diversos preceptos dedicados a las competencias y que además se pretendía que fueran exclusivas, en la práctica  a llevado a que la Generalitat no pueda hacer en muchos ámbitos políticas propias. Es decir, una CC.AA de gestión que con capacidad para diseñar políticas propias.

2. Allá donde las competencias se definían como compartidas en legislación básica del Estado y legislación de desarrollo por la CC.AA, la legislación básica ha hecho que se presente de una forma muy expansiva. Ocupando el lugar que era de la legislación catalana. Las Bases se han establecido por Reglamentos y otras ocasiones por Actos de ejecución; en materias ejecutivas en la práctica el Estado seguía realizando actos de ejecución en Catalunya. 

3. La invocación permanente que hacía el Estado para los “Títulos transversales”. El art. 149.1.13, que es la planificación económica y el art. 149.1.1, el relativo a los derechos. Estos 2 títulos que han estado definidos de forma muy genérica en la CE, había hecho que el Estado los invocara donde no tenía competencias para poder hacer una regulación. Ej. Art 149.1.1: El Estado se base en la regulación de las condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los españoles en el ejercicio del derecho y en el cumplimiento de los derechos, para regular urbanismo. Porque el urbanismo está ligado con el derecho de propiedad y el derecho de propiedad ha de ser igual para todo el Estado. Otro ej. 149.1.13 sobre planificación sobre la actividad económica.

4. Teníamos un amplio conjunto de competencias, pero no teníamos capacidad de gasto. Esto permite al Estado incidir en sectores donde no tenía competencia, porque el TC reconoció que el Estado podía dar subvenciones sobre cualquier materia aunque no tuviera competencia. Pero como el Estado no tenía competencia debía recibir la participación de la CC.AA.

5. El retraso de las transferencias. Las competencias para ser efectivas deben ser objeto de traspaso. El Estado se resistía a traspasar determinadas materias, al no traspasarlas las tenía asumida el Estado.

El nuevo EE.AA de 2006  responde ante este déficit:

1. Ante la ambigüedad y la amplitud de las materias, responde con un listado de submaterias interminable.

2. Ante la incidencia ejecutiva del Estado, garantizando la exclusividad. Sólo la Administración de la Generalita tiene competencias ejecutivas. 

3. Ante la amplitud de las bases, imponer límites a las bases estatales. Limitando la capacidad de fomento: la capacidad de gastos del Estado. Redefiniendo los ámbitos del Estado del 149, ya que el Estado había extraído cosas, ahora a través del 149 decimos lo que es estrictamente deriva del Estado y que es lo que se entiende que pertenece, pero que definitivamente no pertenece.

4. Redefinición la jurisprudencia constitucional: El TC dijo que la actuación del Estado era legítima, pero con el EE.AA del 79. Ha cambiado el sistema, porque los elementos para analizarlo son la CE y el EE.AA y éste ha cambiado por el EE.AA del 2006. 

La clasificación de las competencias.- 

El art. 110 del EE.AA define las competencias exclusivas. Corresponden a la Generalitat, aquellas que corresponden íntegramente: legislación, potestad reglamentaria y la ejecución. Se definen las funciones que corresponden a la Generalitat de forma exclusiva. Y se definen como como íntegras, es decir, no hay entrada del Estado y además, hay un detalle de submaterias muy amplio, para evitar la entrada del Estado. Y además, en los casos que la competencia es exclusiva pero que le deriva del art. 149, a través de los títulos transversales. 

El EE.AA determina otro criterio, antes el Estado fijaba las bases de la planificación económica y con esto, se centraban todos los ámbitos materiales. Ahora, los ámbitos materiales de la Generalitat con su regulación, deberá respetar la planificación económica que haga el Estado. Es decir, si no se realiza bien, el TC dirá que la norma no respeta la planificación económica, pero nunca dirá que le corresponda al Estado realizarla. No traslada la titularidad de la competencia del Estado, si no que condicionará el ejercicio de la competencia por parte de la Generalitat. 

El art. 111 del EE.AA define las competencias compartidas. Cuando el EE.AA atribuye a la Generalitat como compartida, corresponde a la Generalitat la potestad legislativa, reglamentaria y la función ejecutiva. En el marco de las bases que fije como principios o mínimo común normativo en normas con rango de ley, excepto en los supuestos que determinen de acuerdo con la CE y el EE.AA. Y necesariamente deben desarrollarse con ley.

Este artículo, pretende incorporar la doctrina del TC sobre las Bases. El concepto de Bases es cuando el Estado tiene las bases y la CC.AA tienen la potestad reglamentaria, ejecución y desarrollo. El TC tenía dos conceptos de Bases: 

· El concepto formal: El TC dijo en un primer momento, que las bases tendrían que estar en la Ley Formal, es decir, ley aprobada por las Cortes, pero excepcionalmente podrá haber Bases en Reglamentos y actos jurídicos.

· El concepto material: El TC dijo que para superar el concepto formal de bases, dijo que las bases será lo que necesariamente será común o mínimo para todo el o.j., y a partir de aquí, cada CC.AA legisla. Pero este mínimo común era tan detallado que no cabía más desarrollo. Había pasado de estándar mínimo a regulaciones muy detalladas. Para evitar esto, se traslada la doctrina del TC para que se cumpla. Es decir:

· las bases estatales estarán en leyes.

· Las bases serán o principios o mínimos común denominador, ya no servirán bases detalladas.

El EE.AA prevé unas cautelas, para que las excepciones no sean la regla común:

1. Permitir hacer políticas propias. 

2. Y que el desarrollo debe hacerse por Ley del Parlamento.

La posición ha sido hasta ahora, es que no puede desarrollarse por Ley cosas que han sido realizadas por Reglamento. 

También hay un listado de submaterias, en este ámbito se pretende excluir las bases estatales. Ej. La organización administrativa forma parte del Régimen jurídica, así el EE.AA dice que la organización de la Generalitat no se entiende como Régimen jurídico, así la organización de la Generalitat no se someterá a las Bases que apruebe el Estado. A base de extraer de las materias estatales determinadas submaterias, para que no queden afectadas por la legislación estatal básica. 

El art. 112 del EE.AA define las competencias ejecutivas.-  Antes estas competencias, El Estado legislaba o hacía reglamentos básicos y la CC.AA aprobaba leyes o reglamentos de desarrollo, pero con las competencias puramente ejecutivas, tenía ejecución y reglamentos organizativos. Ahora la Administración de la Generalitat con el nuevo EE.AA, tiene la potestad ejecutiva y reglamentaria. Porque en España, legislación y la potestad reglamentaria son cosas diferentes. Potestad legislativa la tiene el Parlamento y el Reglamento está más cerca de quien ejecutiva, de quien legisla. 

El TC interpretó que al Estado le corresponde la potestad legislativa, es decir todas las normas y el EE.AA dice que en el art. 149 dice potestad legislativa o legislación, debe entenderse en sentido estricto. Por tanto, si tiene la potestad ejecutiva, también se tiene la potestad reglamentaria. Es decir, se da potestad reglamentaria sobre materias que antes las tenía el Estado. 

Hay otra categoría de competencias, que no es por razón de las funciones que corresponde a cada uno, si no que se refiere sólo a la actividad de fomento. El art. 114 del EE.AA; define la Actividad de fomento. 

Reconoce que el Estado tiene una capacidad de gasto, que puede proyectarse sobre todos los sectores. Intenta trasladar la Doctrina del TC y que es lo que ocurre cuando esta capacidad de gasto del Estado se traslada sobre competencias exclusivas, compartidas y de ejecución de la Generalitat.

Así, la capacidad de gasto del Estado, como de la UE afectan a ámbitos que la competencia es exclusiva de la Generalitat y pueden ser territorializados, la Generalitat especificará los objetivos, regula las condiciones de otorgamiento, gestiona y otorga las subvenciones.

Determinados fondos no son susceptibles de territorialización, porque físicamente no es posible. Ej. Fondos a las asociaciones de cooperativas que hagan proyectos sobre todo el Estado. Las becas universitarias sí podrán considerar según cada CC.AA. Es decir, si se pueden establecer criterios de territorialización (= reparto de los fondos a cada CC.AA), serán territorializables, y cuando esto no pueda suceder, será el EE.AA quien prevea lo que ocurre.

· Si se pueden territorializar y la competencia es exclusiva de la Generalitat, ésta marca los objetivos que pretende aquella medida, regula las condiciones de otorgamiento y sus condiciones.

· Si se pueden territorializar y las competencias son compartidas, la Generalitat precisa los objetivos, completa las condiciones de otorgamiento y hace la gestión y el otorgamiento.

· Si la Generalitat sólo tiene competencia ejecutiva, sólo gestiona y otorga. No tiene capacidad de normativa: no fija condiciones, ni objetivos.

Esto es un reflejo de la STA 13/1992 del TC. 

Pero aprobada la Sentencia, el Estado ha considerado que los fondos no son nunca territorializables.  Ya que de serlo, debe dar una participación a la CC.AA. Y nuestro EE.AA, para evitar que esto ocurra dice que la decisión sobre si se puede territorializar o no, debe participar la Generalitat, obligando al Estado a discutir con ella.

Las competencias de participación.- Tienen que ver las relaciones entre Estado y Generalitat y la UE.

Del EE.AA se deriva otra competencia, que es la participación de la Generalitat en unos entes, órganos o instituciones estatales, porque se recoge una idea de la Doctrina constitucional que dice que  en un Estado compuesto, no hay compartimentos estancos sino que hay un entramado de relaciones. Y cuando se ejercitan las competencias, puede que se coincida con las competencias de otros.  En el anterior EE.AA este entramado de relaciones no estaba reflejado.

La solución para esta situación, es la de establecer "Fórmulas de cooperación o colaboración". Para el ejercicio de las competencias que un ente no tiene, pero que las tiene otro, necesariamente se debe colaborar para poder ser más eficaz en la gestión. Porque las CC.AA no tienen sólo sus intereses, si no que el interés general también recae sobre la CC.AA. Y se prevén mecanismos de consulta, de participación.

El mecanismo más importante de participación es la participación en los órganos estatales. Ej. Mercado de valores, etc., se tendrá que prever la intervención de la Generalitat a través de un vocal. 

Y en el ejercicio de las competencias del Estado que afectan a la CC.AA, la posición de la Generalitat a través de un informe que emite ésta, será determinante. ¿Y qué significa? En la Disp. Adicional II del EE.AA, nos dice que si el Estado no quiere hacer caso del informe que dictó la Generalitat, el la Comisión Mixta: Generalitat-Estado, dirá los motivos por los cuales no está de acuerdo, sólo se le obliga a motivarlo. 

La distribución extraestatutaria de las competencias.-  El art. 150 de la CE, la tipología de ley que se desprenden de la CE.

· Leyes Marco: (150.1) sobre materias de competencias del Estado, se faculta a la CC.AA para dictar normas legislativas sobre la base de unos principios, criterios, etc. Ej. En materia tributaria: la cesión de un tributo.

Son leyes ordinarias que fijan criterios, pero no confundir con las leyes básicas. En nuestro o.j. hay que tipos de leyes básicas:

· Legislación básica estatal de desarrollo en la CC.AA

· Las bases que dan lugar a una norma con fuerza de Ley.

· Fijan criterios en ley ordinaria, para el desarrollo por parte de las CC.AA a través de una ley. Es una ley estatal que autoriza a la CC.AA para la aprobación de una ley que regula una materia sobre un ámbito que la competencia estatal.

· Leyes de transferencia o de delegación: (150.2) A través de una LO, materias que son competencias del Estado pueden ser transferidas o delegadas a la CC.AA. Se transfiere el ejercicio de la competencia (no potestad legislativa) del Estado a la CC.AA. 

Estas leyes han servido para completar las materias que no previstas en el EE.AA. 
Hay dos tipos de CC.AA: las que asumían las competencias del art. 148 del EE.AA y las privilegiadas que no tenían este límite. Las CC.AA del art. 148 no podían ampliar sus competencias hasta pasados 5 años. Para que las pudieran ampliar, el Estado transfirió competencias que las CC.AA no habían asumido.  Y en el caso de la Generalitat, los Mossos.

Las materias son competencias del Estado, pero hay un límite en el art. 150.2 dice que sean susceptibles de transferencia. La Doctrina dice que hay competencias que son inherentes al Estado que el Estado dejaría de serlo si las transfiere, éstas no las puede transferir. Ej. Política monetaria, aduanas, defensa, etc. Las que no son susceptibles, nos no dirá el TC.

Esta ley es una LO, pero el EE.AA no es un instrumento válido para transferir o delegar competencias a la CC.AA. El EE.AA se aprueba como LO, pero es más que una LO y no es un instrumento válido.

· Ley de armonización: (150.3) Sirven para limitar las competencias autonómicas. Se producen cuando las normas autonómicas lesionan el interés general. El Estado a través de un procedimiento específico que requiere la mayoría absoluta de las 2 Cámaras (es una ley ordinaria), puede limitar las competencias normativas de las CC.AA, estableciendo unos criterios que deberá asumir la CC.AA.

· R.D. de traspasos: En el contenido necesario del EE.AA debe contener el territorio, las instituciones, las competencias, etc. En el art. 147.2. D de la CE establece las bases para los traspasos. Para hacerla efectiva, se necesita que aquel que la sume, también asuma unos contenidos económicos, de personal, de inmuebles donde las competencias se pueda llevar por el titular. 
Así el ejercicio de las competencias, reclama que se delimite a través de un acuerdo Estado-Generalitat, quienes son los funcionarios afectados, materias, dineros y los inmuebles. Y sólo, cuando se ha aprobado el RD de traspaso es posible ejercer por parte de la Generalitat las competencias. 

El nuevo EE.AA, en el Disp. Transitoria II declara la vigencia de la Disp. Transitoria 3 y 6 del anterior EE.AA. En estas disposiciones se establece como se llevan a cabo los traspasos entre el Estado y la Generalitat:

· Se prevé la creación de una Comisión mixta de transferencia Estado-Generalitat (1979). Compuesta de forma paritaria de designación Estado y Generalitat. Este órgano con carácter político-técnico donde se hace la propuesta sobre el reparto de las materias y una vez aprobados los acuerdos de la Comisión mixta, se presentan al Gobierno para que se publiquen como R.D. Y estos dineros, funcionario, etc. pasan a la Generalitat.

Pero ha ocurrido en muchas ocasiones, que la Comisión mixta ha llegado a un acuerdo, pero que el Estado no ha publicado el R.D. y la Generalitat no puede hacer nada.

· La Comisión mixta de asuntos económicos, fiscales Estado-Generalitat (2006). También es un órgano de composición paritaria, que tiene como función (art. 210.2.F), valorar los traspasos, es un órgano de valoración económica 
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TEMA 12: LAS RELACIONES INSTITUCIONALES DE LA GENERALITAT

Revisar con apuntes anteriores
1.- LA COLABORACIÓN DE LA GENERALITAT CON EL ESTADO Y CON OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS
Hay dos focos de competencias en Cataluña, con capacidad de actuación y determinación en la conducta de los ciudadanos. Esto hace que en algunas ocasiones coincidan las actuaciones del Estado y de la CA. Pero para que sean eficaces y cumplan con el interés público se hace necesario que exista la colaboración o cooperación (deber inherente).

Todo este contenido está recogido en el Título V del EA (art. 174 a 200 EA).
Mecanismos de colaboración del Estado y las CCAA (incluida la Generalitat)
EA en art. 174 a 178

1) Previsión de deber general de información y de asistencia = La expresión en el EA sería la del art. 174 que nos dice que la Generalitat y el Estado se prestan ayuda mutua y para cuando sea necesario para los intereses generales e intereses respectivos. Esto no es una novedad, sino una obligación o necesidad y que deriva de la propia CE. La norma que más ha regulado este régimen de información y de asistencia, está en la Ley  30/1992 (Art. 4 sobretodo). La idea de ayuda mutua = para la efectividad de sus competencias.
2) Coordinación = El objetivo es que en muchos supuestos nos encontramos con competencias sobre la misma situación tanto por parte del Estado como de la CA. Entonces existen dos tipos de coordinación:

a. Coordinación obligatoria (con origen competencial) = Art. 149 CE (Competencias del Estado) contempla unos supuestos en los que la coordinación es una competencia. Por ejemplo, la actividad económica, se da al Estado la competencia de establecer mecanismos de coordinación en actividad económica. Esto es así, porque es una competencia.

b. Coordinación voluntaria o facultativa = No está recogida. Tiene su origen en la libre voluntad de las partes de coordinarse.

3) Conferencias sectoriales = Estas conferencias están previstas también la L30/1992 y se forman por representantes del Estado y representantes de las diferentes CCAA. Y su función, es la de servir de foro de discusión, de debate o planteamiento sobre una determinada materia o determinado sector en la que el Estado y CCAA tienen atribuciones y procede coordinarse para alcanzar una acción mucho más eficaz.

4) Órganos constituidos también por representantes del Estado y CCAA  = Regulados por leyes. También se les asigna competencias de  debate, discusión, etc. No se trata de ejercer las competencias; no se les traslada o delega nada respecto de las competencia, sino que después cada CA y el Estado adoptarán las medidas pertinentes, pero la idea es ponerse de acuerdo.
5) Conferencias de presidentes de las CCAA y presidente del Estado = Se reúne el Presidente del Gobierno más los presidentes de los gobiernos de las CCAA, en los que se tratan temas trasversales que afectan a todos, y sin perjuicio de las competencias de cada uno, conviene tratar de una manera relativamente consensuada. Por ejemplo, temas de agua (trasvases), o también el tema de la inmigración, etc.

Vías de colaboración previstos en el EA entre el Estado y la Generalitat

1) Convenios de colaboración = Sí previstos en la L30/1992. Pero actualmente tienen una manifestación expresa en el Art. 177 EA. El límite es que no se trata de pasar competencias, sino de abordar competencias de manera coordinada. El 177 no es que establezca un excesivo régimen, sino que se deberá  establecer por una Ley del Parlament (futura Ley) e introduce una previsión novedosa que es la obligación de que se publiquen los convenios en el DOGC (para garantizar la transparencia y publicidad).
2) Art. 183 EA: Comisión bilateral Generalitat- Estado = Es novedosa su regulación (ya existía desde el año 80, pero no regulada en el EA). El marco en el que se tomen las decisiones que requiera la actuación de ambas partes, y es el órgano responsable del impulso de los acuerdos. Está formada por un número idéntico por representantes del Estado y generalitat (composición paritaria); la presidencia se va alternando cada año; está previsto que al menos se reúnan dos veces al año. Se constituyó en el 2007.

Relación de la Generalitat con otras CCAA

Se prevé que se puedan firmar convenios de colaboración entre una o más comunidades autónomas, y a resultas de estos convenios, se pueden crear órganos mixtos, etc. también se tienen que publicar en el DOGC. Art. 178 EA.
2.- LA PARTICIPACIÓN DE LA GENERALITAT EN INSTITUCIONES Y ORGANISMOS ESTATALES
Hay diferentes fórmulas o de expresiones de participación de la Generalitat en el Estado:
1) Participación del Parlament de Cat. en la elección de Senadores = Hay que recordar que el Parlamento tiene derecho a nombrar un senador más por cada millón de habitantes más.

2) Participación en el procedimiento legislativo = Dos maneras:

a. El Parlament puede tramitar una proposición de ley ante Las Cortes.
b. Petición al gobierno central de que presente un proyecto de ley sobre una determinada materia. Las cortes tienen que decidir si tramitan o no la proposición, por eso.

3) Participación de la Generalitat en sentido amplio en la designación de miembros de determinados órganos de carácter estatal = Art. 180 EA y 182 EA. En el 180 se prevé que la Generalitat participe en la designación de magistrados del TC y de miembros del Consejo General del PJ (siempre en los términos que establezca la Ley). En el caso del TC, esto está desarrollado ya, a través de la Ley Orgánica 3/2007. Y el 182 extiende este régimen a miembros del Tribunal de Cuentas, al Banco de España, etc. No consta regulado por eso de manera específica.

4) Participación de la Generalitat en competencias estatales = Ejemplo: En algunos casos, el EA prevé que para ejercer una determinada competencia se requiera un acuerdo previo de la Generalitat (Art. 127.3 EA), siempre con un vínculo a Cataluña, por eso. Hay otros en los que se requiere un informe preceptivo de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado (Art. 149.2 EA) por el que antes de determinar una ubicación de una infraestructura estatal en Cataluña se requiere el informe preceptivo; también para los trasvases que afecten a materias de aguas en Cataluña (informe de la Generalitat, en este caso).
3.- LAS RELACIONES DE LA GENERALITAT CON LA UE

El punto de partida es que la UE es una agrupación de Estados. El Estado es el que tiene competencias en materia de relaciones externas. Por lo tanto, el sujeto principal con las relaciones con la UE es el Estado.

Hay un segundo criterio, y es que el derecho comunitario no es un título competencial; depende del régimen interno de competencias. Sin perjuicio de que el Estado es el sujeto principal, buena parte de las decisiones que se pueden adoptar en Cataluña por la propia Generalitat vienen condicionadas por lo que se decida en las instituciones comunitarias. Esto significa que es muy legítimo o razonable que la Generalitat intente impulsa en el EA su intervención en las relaciones con la UE, porque en definitiva, lo que se adopte ahí, le va afectar directamente. 

El EA prevé al respecto:

1) Art. 185 EA prevé un deber general del Estado de informar a la Generalitat sobre las iniciativas de revisión de los Tratados a fin y a efecto de que la Generalitat pueda transmitir sus observaciones. Y en el mismo artículo se prevé que el Estado pueda incluir a representantes de la Generalitat en la delegación española que discuta estas reformas (se adoptan acuerdos de participación de las CCAA, no sólo Generalitat).

2) El art. 186 EA = Se prevé que la Generalitat participe también a través de la delegación española en la elaboración de las normas que le puedan afectar. Existe una conferencia sectorial sobre asuntos europeos (con todas las CCAA). Va más allá, y dice además que la posición de la Generalitat es determinante cuando se trate de iniciativas europeas que puedan tener trascendencia relevante en Cataluña.

3) El Art. 187 EA = Prevé una participación de la Generalitat en instituciones comunitarias. Aquí existe un Foro previsto para estas cuestiones (Comité de las Regiones de la UE). Este artículo pretende ir más allá, por ejemplo, la representación permanente en el Consejo, etc.

4) El Art. 189 EA insiste que el derecho europeo no es un título competencial, y por lo tanto, corresponde al que sea competente en la materia. 

5) (Mirar)

6) Art. 191 EA = la Generalitat tiene acceso al TJCE, como un particular más, a tenor de la legislación comunitaria.

7) Art. 192 EA = La generalitat tendrá una delegación propia ante las instituciones de la UE Decreto 314/2004 que regula la delegación de la Generalitat ante la UE.

4.- LA ACCIÓN EXTERIOR  DE LA GENERALITAT

Art. 193 a 200 EA. Es una competencia exclusiva del Estado y la capacidad de maniobra de la Generalitat es reducida. Se basa en actividades de representación, de dar a conocer la CA de Cataluña, fomentar el turismo, etc. Nunca acuerdos que comprometan internacionalmente la CA.

Art. 194 EA = Acuerdo de colaboración con entidades del exterior, con regiones de su entorno, etc.
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BLOQUE IV: LA HACIENDA DE LA GENERALITAT

INTRODUCCIÓN

Dentro del Derecho Financiero tenemos una Parte General donde se estudian todos los conceptos generales de la disciplina (concepto de ingreso público, de gasto público, cuáles son, etc). También hay una parte especial que es el estudio específico y singular de cada uno de los tipos que existen.

Estas figuras se suelen estudiar clasificándolas según el nivel de Administración que corresponda (por ejemplo, existen impuestos estatales, autonómicos y locales, y así sucesivamente). Esto permite hacer una clasificación de esta materia de otra forma, aun cuando en el fondo también existan estas distinciones, podemos observar que existe por un lado una hacienda estatal = Órganos dentro de la Administración que ejecutan el gasto e ingreso público. También existe unas haciendas autonómicas así como unas haciendas locales. Esto supone un problema específico, de cuál ha de ser el criterio de reparto entre estas haciendas (qué competencias tiene cada una, cómo se relaciona con las demás, etc.)
Nuestros temas se centrarán en el estudio de la Hacienda Autonómica de Cataluña y veremos cuáles son los gastos públicos de Cataluña y también sus ingresos públicos.

FEDERALISMO FISCAL EN LA TEORÍA

Este término se suele emplear aun con independencia de la forma política concreta de cada ordenamiento (que sea Estado federal o no). Sin embargo, como en todos ellos existen distintas administraciones con competencias financieras, esta problemática que es universal siempre se estudiar bajo este término.
En nuestro ordenamiento, las competencias de otras haciendas que no es Estatal, tienen un rango muy parecido al de los Estados federales (por lo que cuadra absolutamente el término en este sentido, también).
Podemos estudiarlo desde un punto de vista económico = La parte de la economía dedicada a estudiar la actuación del sector público en un marco político federal.

Desde un punto de vista jurídico = Sector del derecho público que reúnes las normas relativas a las competencias de ingresos y gastos públicos de los diversos niveles de gobierno que componen un Estado federal
Gasto público (Competencias)

En todos los países, existen haciendas centrales, y dos haciendas subcentrales (que serían las regionales y las locales, generalmente).

Si hay distintos gastos públicos, la teoría general estudia cuál ha de ser el gasto que debe realizar cada administración. Y existen varios autores que han utilizado o han dado unos criterios para ver cómo se asignan óptimamente los gastos. En este sentido, MUSGRAVE hace una clasificación de gastos, que es la siguiente:

1) Gastos estabilizadores (anticíclicos) = Actúan en sentido contrario al cíclico económico, y estabilizan la economía. Básicamente, en épocas de expansión económica, hay abundantes beneficios para los particulares, y es factible que las Administraciones apliquen mayor recaudación de impuestos, que produce un efecto anticíclico (que puede retrasar la época de bonanza, ya que si han de pagar más impuestos, su riqueza no será tan grande). Pues esto produce sus ventajas, ya que a veces una expansión de la economía produce unos efectos negativos (burbujas especulativas, etc), y se puede conseguir una estabilización, y mayor recaudación de impuestos. En una etapa de crisis o recesiva, se producirá una menor recaudación; en este sentido, el ente público puede o bien recaudar menos y gastar menos, o bien, mantener el gasto público. El efecto que produce el mantenimiento del gasto = se mantiene la demanda económica (de bienes y servicios), por lo que esta mayor inyección aumenta esta demanda de bienes y servicios y puede hacer el realce económico. El gasto público en general tiene este efecto.

2) Gastos distributivos (redistributivos) = Finalidad muy concreta, que es redistribuir la riqueza entre los ciudadanos. Ejemplo: Si se dan pensiones no contributivas que no han cotizado nunca, se les da una pensión; obtiene el ente público esto de personas que tenían más capacidad económica para darlo a personas con menos capacidad económica. 

3) Gastos asignativos (provisión) = Son aquéllos que tienden a proveer de bienes y servicios públicos. Se ha de tener en cuenta que un gasto se podría incluir siempre en estas tres categorías (por ejemplo, el caso que hablábamos antes de las pensiones). Aquí sería la Sanidad, Justicia, transporte, etc. Si se realizan gastos sólo en estas cuestiones, sin tener en cuenta que sean distributivos, etc, serán asignativos.
Los autores llegan a la conclusión de la siguiente manera = Los gastos estabilizadores y distributivos son óptimos cuando los realiza el gobierno central; en el caso de los gastos asignativos, según qué tipo de gasto sea, será óptimo bien si lo realiza el gobierno central, o bien si lo realiza el gobierno regional o local. Se ha de tener en cuenta que será óptimo aquél que tenga competencias en la materia. Por ejemplo, la construcción de una carretera que una distintas comunidades autónomas, será óptimo que lo realizara el Estado. En cambio, si se tratara de conectar Girona con Barcelona, el gobierno del territorio de Cataluña será el óptimo. O bien, si se trata de unir calles de una ciudad, el nivel óptimo será el régimen local o hacienda local.

Poder tributario o del ingreso público (quién es el nivel óptimo para el establecimiento de tributos)

MUSGRAVE dio una serie de criterios de los cuales se puede deducir cuál es el nivel óptimo:

Movilidad interterritorial = Los tributos gravan riqueza, y ésta puede desplazarse por el territorio o no (riqueza móvil o riqueza inmóvil). Los BI no tienen movilidad territorial, por ejemplo. Las rentas tienen más movilidad (aunque hay que decir que la movilidad no es tan sencilla como parece).
Imposición personal = Los impuestos pueden caer (su determinación) sobre bienes o sobre personas (por ejemplo, el IRPF).

Imposición progresiva o proporcional = Cuanto mayor sean los ingresos, pagará un porcentaje superior. El porcentaje es constante.

Estabilización (cíclicos y anticíclicos)
Bases desigualmente distribuidas = La riqueza no es la misma ni entre personas ni entre territorios. No está distribuida, por lo tanto, de un modo uniforme.

Principio del beneficio = Lo que son las tasas o contribuciones especiales. Si una persona tiene una garaje particular y quiere tener la entrada libre al garaje, solicita un vado al Ayuntamiento, y está obligado a pagar una cantidad (que es un tributo determinado en función del beneficio que está recibiendo de una administración) a éste por ello por ese beneficio que recibe. Todos los beneficiarios pagan lo mismo con independencia de su riqueza.

Estos criterios le sirvieron a MUSGRAVE para ver cuáles debían ser determinados por el central o por los regionales o locales. Aquellos impuestos que recaigan sobre bienes que  tengan movilidad interterritorial, será óptimo que lo regule la hacienda central; en cambio, aquéllos que carezcan de ella, será conveniente que los regule la hacienda o el gobierno donde se encuentren (el gobierno local o regional pueden establecer el tributo). Los criterios suelen dar una centralización, que sean los gobiernos centrales los más óptimos para determinar los tributos.
Otro autor, que es DIETER BIEHL estableció otros criterios, bastante comunes a los ya mencionados.

IDENTIFICACIÓN Y CUANTIFICACIÓN DEL PODER FISCAL

Se distingue:

1) Gasto público = El conjunto de gastos que puede realizar un nivel de administración, es su poder de gasto. Y cuando hablamos de ello, podemos distinguir:

a. Gastos propios  = Se ha de distinguir:

i. Gasto propio estricto = Aquella cantidad destinada al cumplimiento o ejercicio de sus competencias exclusivas. 

ii. Gasto propio amplio = Pero en ocasiones, son compartidas con otros niveles de gobierno; aquí lo que sucede es que el poder de decisión está dividido. 
b. Gastos derivados = Son transferencias a otros entes o niveles de gobierno y por lo tanto, gasto de otros entes.

2) Problemas de la cuantificación del poder tributario = El poder tributario es la potestad de establecer ingresos públicos y recaudarlos. También existen otros elementos, como es el poder de regulación, que en ocasiones hay un ente público que regula tributos que en realidad recauda otro ente público. Muchos de los tributos de la hacienda autonómica son impuestos estatales cedidos, por ejemplo, el Impuesto de Sucesiones, que la Generalitat no tiene la potestad de regularlo en su totalidad aunque lo recaude totalmente. Por lo tanto, poder dividido.
CONCEPTO Y MEDIDA DEL EQUILIBRIO FINANCIERO

Puede ocurrir que le ingreso público sea suficiente para todo el gasto público que ha de realizar. O bien, puede ser insuficiente (menos ingreso público) o tener más ingreso público. La situación óptima = Cuando cada uno de los niveles tienen como ingreso propio la recaudación suficiente para atender al propio gasto público. Este equilibrio financiero puede su vez examinarse en algunas facetas:

Autonomía = Un ente público obtenga todos sus ingresos de su propio poder fiscal.

Suficiencia = Que los ingresos públicos sean equivalentes al total del gato público. Puede ocurrir, que hayan entes con autonomía pero sin suficiencia o viceversa. 

Autosuficiencia = La situación ideal es que por un lado haya suficiencia y además autonomía. Esta realidad se puede englobar en el término de autosuficiencia.

El desequilibrio se puede ver en dos sentidos:

1) Desequilibrio horizontal = En un mismo nivel de gobierno, unos tienes suficientes recursos y otros no.

2) Desequilibrio vertical = Si un nivel tiene más recursos y otro nivel no tanto. Se puede equilibrar mediante las transferencias de recursos.

EQUILIBRIO FINANCIERO HORIZONTAL

La financiación autonómica debe asegurar que todos los ciudadanos tienen un mínimo de servicios básicos. Lo que ocurre es que algunas CCAA tengan suficientes recursos y otras no; por ello, se hacen transferencias de recursos no entre CCAA, sino entre el Estado y la CA, pero a través de la medida del nivel de provisión de bienes y servicios públicos, la elección del estándar de referencia, etc.

RELACIÓN ENTRE LA IMPOSICIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS ENTRE SÍ

Si cada uno de los niveles de administración tienen sus propios tributos, puede dar lugar a unas relaciones de fricción o no entre los distintos niveles de administración. Los problemas que pueden surgir son:

1) La doble imposición interestatal

2) La competencias fiscal entre los Estados 

3) Trabas al comercio interestatal 

4) La subimposición relativa = Que hayan unos sujetos más gravados y otros menos gravados, y pueda dar a una situación de injusticia.
Se pueden articular mediante dos criterio fundamentales:

1) Separación de fuentes = Los tributos gravan riqueza (por ejemplo, la renta, el consumo, las ventas). Se puede decir que haya un nivel de gobierno que grave la renta y otro por ejemplo el consumo. Que se separen las fuentes.

2) Utilización conjunta = Que tanto el nivel central como el regional o local graven la riqueza. Se puede hacer:

a. Sin coordinación
b. Con coordinación = Se pueden establecer impuestos sobre la renta, por ejemplo, el IRPF, el IAE (ejercen el comercio) o IS (de sociedades). Se puede decir que hay una utilización conjunta de la fuente pero con coordinación, ya que hay una cesión limitada o determinada (las CCAA pueden decidir si subir o no el IRPF pero dentro de unos márgenes acordados); el IAE está regulado estatalmente, por lo que las CCAA tendrán un margen muy limitado.

Por un lado, tenemos:

Tributos propios = Que cada nivel de gobierno se financie por tributos propios. Ventjas:
Autonomía tributaria
(mirar)
Los tributos compartidos = En parte recauda y otras veces no el Estado, y las CCAA o bien recaudan su totalidad (aunque regulado por el Estado), o bien regular una parte y recaudar esa parte. No lo cede nadie.
Los tributos cedidos = Aquí uno los cede a otro.

Los Recargos = Están previstos legalmente pero no se utilizan.

Las participaciones en ingresos.

CONCLUSIONES GENERALES
Hemos establecido que en prácticamente todos los ordenamientos financieros y tributarios existe una cuestión de federalismo fiscal (distintos niveles de gobierno) y se plantean cuestiones sobre las relaciones de estos niveles.

Es muy común que los niveles de gobierno que conviven en un territorio suelen ser tres: gobierno central, regional y local.

Estos son los esquemas básicos, pero los estudios no han dado a lugar a unas recetas únicas que sean aplicables en todos los casos a todos los territorios. En todo caso, las últimas tendencias son que es necesario garantizar la autosuficiencia (autonomía y suficiencia), que las fuentes suelen ser compartidas y no exclusivas y que deben utilizarse coordinadamente. Esto ha dado lugar a que en los últimos años se hable de que es un federalismo fiscal cooperativo que permite flexibilidad para adaptarse a las circunstancias.
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TEMA 13: EL MARCO GENERAL DE FINANCIAMIENTO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS
1.- EL MARCO CONSTITUCIONAL: LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES

Hay que hacer referencia por un lado a algunos artículos específicos de la financiación de las CCAA, pero también a otros artículos que no se refiere a la financiación de las CCAA. Principios constitucionales sobre financiación de las CCAA:

1) Unidad = Art. 2 CE (que recoge la unidad, autonomía y solidaridad).
2) Autonomía = En cuanto a la financiación, Art. 137 CE
3) Solidaridad = Art. 156.1 CE que dice que las CCAA gozarán de autonomía financiera de acuerdo con los principios de solidaridad y coordinación.
4) Coordinación 
5) Igualdad = NO aparece referido en ningún artículo específico. Pero por las numerosas ocasiones en las que CE enuncia este principio, hay que concluir que tiene relevancia este principio. Art. 1.1 CE, 9.2 CE, 14 CE (todos iguales ante la Ley y se prohíben las discriminaciones) y en el Art. 31.1 CE que se refiere al sistema tributario que está inspirado en los principios de igualdad; son una pieza esencial para la financiación autonómica. También respecto a condiciones económica y sociales (Art. 138.2 CE) o el 139.1 CE.

Estos principios son bastante difusos y requieren una concreción, y sobretodo en la financiación autonómica ya que dan unos criterios muy genéricos.

Hablando del marco constitucional, existen otros preceptos en la CE donde sí se regulan cuestiones más específicas sobre la financiación autonómica. Se pueden dar unas ideas genéricas, que a su vez dan una idea general:

1) La financiación autonómica se inscribe en un esquema federalista = remisión a la clase anterior. Básicamente decimos que este esquema podemos decir que existe cuando estamos ante una hacienda multinivel (muchos niveles), que sobre un mismo territorio existen diferentes administraciones con competencias financieras (de ingreso y gasto público). 

2) Existen especialidades o excepciones en algunos territorios que aparecen en la CE:

i. Territorios forales fiscales = No se mencionan así expresamente, pero en la DF I se dice que se respetan los derechos históricos de los territorios forales. Existen 4:

1. País Vasco (Guipúzcoa, Álava, etc)
2. Navarra
Tienen sus propios tributos que establecen y recaudan. Su poder fiscal por eso está bastante limitado; lo hacen en virtud de un acuerdo entre dichos territorios y el Estado (concierto económico en el PV y en Navarra convenio económico). Pueden aprobar sus propias normas fiscales pero han de ser muy similares a las del Estado español (muchas veces son clónicos).

ii. Régimen fiscal propio de Canarias (DA III) = La CE los recoge en este momento porque ya existían. Además de especialidades aduaneras, existen algunos impuestos que no rigen en Canarias como es el IVA e impuestos especiales (en su lugar existe el Impuesto General Indirecto Canario –IGIC, que es de cuotas inferiores al IVA).

La CE lo que dice sobre el poder financiero de las CCAA, podemos distinguir dos cuestiones:

1) Competencias del Estado sobre la financiación de las CCAA = Básicamente hay dos art. donde se mencionan estas competencias:

.
Art 149.1.14 CE = Competencia exclusiva sobre la hacienda general. Esto significa que las CCAA pueden asumir en materia de Hacienda Pública competencias en aquello que no sea hacienda general. Hay algunas sentencias del TC que han perfilado el precepto (STC 179/1985 o la STC 192/2000). El TC precisó que la hacienda general no se ha de entender como hacienda del Estado, porque de haber sido así, así se habría dicho. Y concluye que por hacienda general no sólo habría que entenderse la hacienda del Estado, sino sobre aquellos aspectos generales y fundamentales que sean comunes a todas las haciendas o a toda la hacienda pública. Hay una norma que define estos conceptos, que es la Ley General Tributaria (Sobre el ingreso público) y sobre el gasto público, la Ley General Presupuestaria; aquí se definen los tributos, cómo se aplican, etc. Y se pueden decir que son conceptos generales de la Hacienda. Es una Ley estatal que aprueba el Estado en virtud de su competencia exclusiva en la materia. Dentro del gasto público, se define lo que es el presupuesto, cómo se determina, etc. Y puede regularlo en virtud de su competencia exclusiva en materia de la hacienda general. Estos conceptos se aplican por cualquier hacienda pública (tanto CCAA como entes locales). 
- Art. 157.3 CE que dice que mediante LO podrán regularse las competencias financieras = La CE establece que los recursos que pueden regular las CCAA en materia financiera, también puede regularse por ley estatal (mediante la LOFCA). Por lo tanto, también hay una ley estatal que regula las competencias de las CCAA en materia financiera.
2) Recursos o competencias de las CCAA = Viene regulado en el Art. 157.1 CE. Se enumeran ahí los recursos de los que pueden disponer las CCAA, y se dice que éstos pueden estar constituidos por tributos del estado, recargos del estado, participaciones del estado, transferencias del Estado, rendimientos del Estado, etc. Dicho de otra manera, hay una clasificación de la tipología de ingresos:
a. Tributarios
i. Impuestos
ii. Tasas
iii. Contribuciones Especiales
b. Patrimoniales = rendimientos de su patrimonio
c. Crediticios = Cuando piden deuda pública

d. Transferencias
Esta norma dice que podrán tener tributos cedidos por el Estado, por lo que de alguna forma son tributos y pueden tener algo que ver con las transferencias (podrían calificarse como transferencias). También tienen recargos (que son recargos sobre tributos, por lo que son tributos en otra modalidad). Otras participaciones en ingresos del Estado, que serán transferencias (ya que es dinero que le pasa el Estado). También dice sus propios tasas y contribuciones (por lo tanto, tributos propios). O sus ingresos crediticios.

Podemos concluir que todas las categorías de ingreso y que se recogen por el derecho financiero y que son los ingresos que puede tener cualquier ente público, la CE las reconoce a las CCAA. Dicho de otra manera, se puede ver que las CCAA pueden disponer de todo tipo de ingresos públicos. Y dice además, que unos tributos serán propios y otros serán cedidos. Por lo que da un abanico muy amplio de posibilidades para las CCAA.
La CE, también dice en el Art. 133 CE donde se mencionan los tributos y dice que la potestad originaria corresponde al Estado para establecer tributos, aunque luego dice que las CCAA podrán establecer y exigir tributos. Por lo que la CE reafirma que las CCAA pueden tener tributos y además, podrán establecer y exigir (podemos aclararlos por establecer tributos, como que se pueden aprobar, regular, imponer; y en cuanto a exigir tributos, hay que entender aplicar o recaudar el tributo establecido). Hay que tener en cuenta todos los preceptos que hemos mencionado anteriormente
No obstante, la CE en el Art. 157.2 CE limita la potestad tributaria de las CCAA = Las CCAA no podrán en ningún caso adoptar medidas sobre bienes situados fuera de su territorio, ni aprobar tributos que supongan un obstáculo a la libre circulación (por ejemplo, fronteras fiscales). Es una limitación bastante genérica.

Hay otro artículo que habla de las transferencias como ingresos de las CCAA, que es el Art. 158 CE. Son unas previsiones genéricas, también. Se prevé la posibilidad de que una CA preste servicios a sus ciudadanos y es posible que el Estado realice una transferencia de dinero para financiar esta prestación de servicios. Y después se dice que para corregir los desequilibrios territoriales se permiten un fondo de compensación; en realidad este fondo ha tenido una escasa virutalidad, ya que las partidas aprobadas para este fondo son muy pequeñas.

Y ya por último, el Art. 156.2 CE se refiere no ya a los recursos concretos de las CCAA, sino que contiene una norma sobre gestión tributaria = podrán actuar como colaboradores del Estado en la recaudación de tributos del Estado. En el EA actual se prevé que la Agència Tributària de Cataluña haga esto.
2.- LA LOFCA

La LOFCA viene prevista en el art. 157.3 CE = Hay tres puntos de contenido de esta Ley:
1) Que regule  las competencias financieras de las CCAA

2) Normas para evitar o resolver los conflictos que pudieran plantearse.

3) Normas para la colaboración entre las CCAA y el Estado.

Esta Ley es la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre. Es breve (tiene unos 20 y pico artículos), pero hay que destacar un par de cosas:

1) Art. 6 LOFCA = Tiene varios apartados:

a. Reafirma el poder de las CCAA recogido en el CE
b. Establece unas limitaciones al poder tributario de las CCAA
i. Los tributos que establezcan las CCAA no podrán recaer sobre hechos imponibles ya gravados por el Estado. Se está refiriendo a los tributos propios (los que la CA puede establecer). Además, hay que recordar las limitaciones en cuanto a los bienes y a la libre circulación (más arriba). 

Es difícil que un tributo de una CA grave bienes situados en otra CA, y dada esa dificultad de que ello se produzca, no supone una limitación importante para los tributos propios. Existe un impuesto que es el IRPF, que grava rentas de las personas físicas; a la CA de Madrid en el 80 se le ocurrió establecer un recargo sobre el IRPF y fue recurrido ante el TC porque algunos decían que existe una prohibición constitucional de que una CA grave bienes situados  en otra CA, y como un residente en Madrid puede tener un arrendamiento una finca en Andalucía por ejemplo, si se gravan sus rentas, se está vulnerando la limitación explicada. El TC entendió que el recargo del IRPF no está gravando el BI, sino las rentas, y las rentas están situadas en el lugar de residencia de la persona que las obtiene. Esta limitación de gravar bienes inmuebles por lo tanto, es difícil de incumplir. Tampoco se ha dado la obstaculización a la libre circulación. Pero en cuanto a la limitación de los hechos imponibles ya gravados por el Estado, hay que decir que no quedan hechos imponibles vacíos sobre los que poner tributos, por lo que casi queda imposibilitada la capacidad de las CCAA de establecer nuevos tributos. Sí que han regulado tributos propios, pero haciendo un gran esfuerzo de imaginación, como por ejemplo, tributos con finalidad medioambiental; un hecho imponible que no estaba gravado es el juego, y hay algunas CCAA que imponen tributos sobre el juego.
c. El 6.3 establece que las CCAA pueden imponer tributos  de los entes locales (IAE, IBI, Impuestos sobre vehículos, Plusvalía Bonificada, etc). Los regula a favor de los entes locales y los recaudan los ayuntamientos. Las CCAA deben compensar de la misma manera a los entes locales. Lo que ha ocurrido es que ninguna CA ha querido regular esto, ya que no obtendría nada (ya que constaría en regular para que el ente local lo recaudara). Aparte de esta limitación, si un tributo autonómico pertenece a la materia imponible a los entes locales, o compensa a los ayuntamientos o no los puede recaudar. Es una limitación importante ésta. El TC ha declarado inconstitucionales varios en este sentido.
2) La LOFCA en su Art. 3 prevé un organismo que es el Consejo de Política Fiscal y Financiera que sirve para el debate y toma de acuerdos en materia financiera. Ha tenido relevancia en el tema de la financiación autonómica.
3.- FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA

Si nos situamos cuando se redacta la CE, se comienza a crear y a desarrollar las CC.AA. Pero la asunción de competencias por las CC.AA, crea unas necesidades de recursos (gastos) para los cuales deben desarrollar un sistema de ingresos, que al no estar desarrollado se transfiere del Estado. 

En la financiación autonómica, se puede distinguir varias fases:

1. 1980 a 1986: Fase de Coste efectivo de la financiación autonómica.

Periodo en que promulgan los EE.A, se reconocen competencias y se realizan transferencias de esas competencias desde el Estado. 

Para garantizar que las Cc.AA puedan ejercen sus competencias el Estado también les cede recursos necesarios, mediante las transferencias. La fórmula para calcular el importe de estas transferencias es el coste efectivo del ejercicio de las competencias. Para que una CC.AA tenga los recursos suficientes y hacer frente a esa competencia, entra el concepto efectivo. Es decir, se calcula el coste de ejercicio de esa competencia y el Estado transfiere esos recursos.

Hasta el año 1986, el 100% de los ingresos de las CC.AA eran transferencia del Estado. Esto implica varios problemas:

· Si el Pº fundamental de la organización autonómica es el Pº de autonomía, la existencia de una financiación mediante transferencia del Estado, no es la forma más adecuada para cumplir el Pº de autonomía. Lo que se produce es que se crea una Hacienda autonómica dependiente. 

· Este criterio para asignar los Fondos, hace de coste lo que representara el ejercicio del Estado el ejercicio de la competencia. El ejercicio de la competencia también puede hacer que el coste de esa competencia, sea mayor o menor que del Estado. El coste efectivo que representaba para el Estado, no es un criterio actual.

· La Financiacion autonómica por este sistema de transferencia, era insuficiente y sería necesario el cambio hacia un modelo diferente.

2. 1987: Fase de Autonomía en el gasto.

Las CC.AA no ya ven limitada su capacidad de gasto, porque el coste efectivo que representaba para el Estado de las competencias transferidas, si no que pueden ejercen de una manera más amplia y esto varía los importes de las necesidades del sistema autonómico.

Para la instrumentación de este nuevo modelo, se crea un  órgano que ES el CONSEJO DE POLICA FISCAL Y FINANCIERA = Es un órgano de coordinación donde participa el Estado (Ministerios de Economía y Hacienda) y los Gobiernos autonómicos.  Y en el seno de este Consejo, se debate sobre la financiación autonómica y se toman loas decisiones, mediante acuerdos que luego se plasman en textos legislativos sobre la evolución de la financiación autonómica.

El ejercicio de este modelo de autonomía en el gasto, se realiza mediante:

· una mayor cesión de los tributos y un cálculo diferente de las transferencias del Estado, para permitir una mayor libertad de actuación de las CC.AA. Pero este modelo de autonomía de las CC.AA que permite una mayor libertad de gasto y más capacidad de decisiones, también presenta problemas.

· Hay insuficiencas en la financiación e incluso sobre financiación, es decir, de la aplicación de las reglas, resulta que las CC.AA recibían  unas cantidades superiores sin que hubiese un aumento de competencias. 

· Se reconoce a las CC.AA una mayor capacidad de decisión política sobre el gasto, pero no resulta efectiva la autonomía sobre el ingreso público. Continua la figura dependiente que descansa sobre la transferencia del Estado y las CC.AA no tienen “Responsabilidad sobre el ingreso”. Es necesario   que las CC.AA asumieran una responsabilidad sobre sus propios ingresos, y responsalibidad política y jurídica ante sus propios ciudadanos. 

A partir del año 1992, se empleo el término de “Corresponsabilidad fiscal” en el ingreso entre el Estado y las CC.AA. Su plasmación fue una cesión parcial del IRPF (15%), constituyó un aumento de los ingresos en las CC.AA, pero no implicó una corresponsabilidad fiscal, porque supuso la transferencia del Estado que seguía gestionando el Estado.  

Hubo reformas posteriores y a partir de 1996, se abre una nueva etapa “Autonomía en el ingreso”. Las CC.AA han asumido las competencias previstas y desde un punto de vista político, han llegado a un desarrollo y se ha consolidado el sistema de financiación. Es el momento en el que las CC.AA han asumido las competencias del gasto y los instrumentos para decidir sobre sus propios ingresos. La fórmula utilizada fue la de ampliar la cesión de tributos del Estado, en particular con la Ley 21/2001 (estatal) sobre Medidas fiscales y administrativas sobre la financiación autonómica. Para Catalunya, es una Ley general, pero la cesión implica un acuerdo con las respectivas CC.AA, por lo menos implica una aceptación.

El sistema de cesión de tributos se aplica por la Ley 21/2001 (ley general de cesión) y para manifestar la aceptación de la CC.AA, existe una ley específica de cesión hacia la CC.AA. En Catalunya es la Ley 17/2002. 

4.- EL SISTEMA DE FINANCIAMIENTO AUTONÓMICO VIGENTE
Tributos propios

Los recursos propios de la Generalidad lo configuran los impuestos propios, las tasas, las contribuciones especiales, los recargos establecidos por la Generalidad sobre tributos estatales, la emisión de deuda y el recurso al crédito, los rendimientos del patrimonio propio, los ingresos de derecho privado y las multas y sanciones establecidas en el ámbito de las competencias asumidas. Igualmente, la CE (artículo 157.1e.) establece la posibilidad de concertar operaciones de crédito, aunque las condiciones de concertación de estas operaciones son determindas por la LOFCA.

Por otra parte, las operaciones de endeudamiento de la Generalidad pueden adoptar tres modalidades (préstamos concertados con personas físicas o jurídicas, deuda pública y deuda de la Tesorería).

El Artículo 157.1 b) dice que “Los recursos de las CCAA  estarán constituidos por”: b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. La CE prevé que las CCAA tengan sus propios tributos.

En el Título VII (Economía y Hacienda), el artículo 133.2CE establece que “Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la CE y las leyes”. 
Si interpretamos ambos preceptos llegamos a la conclusión de que la CE prevé que las CCAA tengan sus propios tributos, que puedan establecerlos y exigirlos.

En el artículo 157.2CE se establecen unos límites: “Las CCAA no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios”.
El artículo 6 LOFCA estabñlece nuevos límites a los tributos propios de las CCAA. Así el artículo 6.2 y 3 se dice que: 2.“Los tributos que establezcan las CCAA no podrán recaer sobre hechos imponibles gravados por el Estado”. En el año que se aprobó la LOFCA (año 80) el Estado prácticamente ya gravaba con sus tributos todos los hechos imponibles que manifiestan capacidad económica. No se encontrban hechos imponibles libres de gravamen. Las CCAA no tenían hechos imponibles para establecer tributos porque el Estado lo colmaba todo. 

3.“Las Comunidades Autónomas podrán establecer y gestionar tributos sobre las materias que la legislación de régimen local reserve a las Corporaciones locales, en los supuestos en que dicha legislación lo prevea y en los términos que la misma contemple. En todo caso, deberán establecerse las medidas de compensación o coordinación adecuadas en favor de aquellas Corporaciones, de modo que los ingresos de tales Corporaciones locales no se vean mermados ni reducidos tampoco en sus posibilidades de crecimiento futuro” (las CCAA no pueden establecer tributos reservados a los entes locales). Estos límites no están en la CE. Estos límites han hecho que el margen que tienen las CCAA para establecer sus  propios tributos sea muy pequeño. 

Tributos cedidos
Son los más importantes respecto de la financiación de la CA.

Los tributos cedidos a la Generalidad de Cataluña son:

-El IRPF con carácter parcial y con el límite del 33%.

-El impuesto sobre el patrimonio.

-El impuesto sobre sucesiones y donaciones.

-El impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados.

-Los tributos sobre el juego.

-IVA con carácter parcial y con el límite del 33%.

-El impuesto especial sobre la cerveza, vino,  bebidas fermentadas, alcohol y bebidas derivadas con carácter parcial y con el límite deñ 40%.

-El impuesto especial sobre hidrocarburos y tabaco con carácter parcial y con el límite del 40%.

El artículo 19.2LOFCA en el redactado que le da la Ley Orgánica 7/2001 establece unos parámetros generales en relación a los cuales las CCAA pueden asumir competencias normativas sobre los tributos cedidos (para cada tributo el ámbito normativo varia). En cualquier caso, el ejercicio de las competencias normativas para las CCAA ha de tener en cuenta el principio de solidaridad entre todos los españoles, sin que por ello se puedan adoptar medidas que discriminen por razón del territorio.
Por otra parte el Artículo 158CE dice que 1.”En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las CCAA en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español. 2. “Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán distribuidos por las CCGG entre las CCAA y provincias, en su caso”. 
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TEMA 14: LA HACIENDA DE LA GENERALITAT EN EL SISTEMA DE FINANCIAMIENTO AUTONÓMICO

1.- ANTECEDENTES HISTORICOS
La constitución de una hacienda de la Generalitat fue debatida  a finales del S.XIX y sobre un cuadro de ingresos se encuentra en la Mancomunidad catalana de 1914.

En el Estatuto de 1932 se establecía que Catalunya participa de los ingresos del Estado, de los cuales se restan los recursos necesarios para financiar los servicios de Catalunya, sólo tuvo un principio de desarrollo normativo y no tuvo aplicación real.

2.- Marco normativo: Estatuto de Autonomía y la Ley de Finanzas Públicas
El marco constitucional de 1978, en la propia CE se prevén los EE.AA para las CC.AA y dentro del art. 133 de la CE, se prevé la existencia de competencias asumidas por las CC.AA.

Después de la redacción de la CE de 1978, se promulga el EE.AA de 1979 que contiene normas de financiación de Catalunya, hay una interacción de los ingresos que sustancialmente también realiza la CE y en el EE.AA de 1979, también las normas presupuestarias sobre el gasto de la Generalitat.

Actualmente en el EE.AA 2006, está el Título VI de La financiación de la Generalitat y está en los artículos 201 a 216, donde se recogen los aspectos de la actividad financiera de la Generalitat, tanto de los ingresos como de los gastos.

Estas normas estatutarias en Catalunya, han tenido un desarrollo normativo a través de la Ley de Finanzas Públicas del año 1982. El texto vigente es ley 9/1994 (texto refundido). La ley sigue vigente y contiene la Administración financiera de la Generalitat y establece los órganos administrativos que tienen las competencias sobre ingresos y gastos y en particular, las competencias de la Conselleria de Economía y Finanzas.

En el art. 201.2 Se establecen los Pº de la financiación de la Generalitat. Son Pº que también están en la CE, pero se incorporan otros como:

· Autonomía financiera,

· Coordinación,

· Solidaridad,

· Pº de transparencia,

· Pº suficiencia de recursos (pº implícito en la CE),

· Pº responsabilidad fiscal, equidad, lealtad.

Algunos de estos Pº aparecen en la CE y otros se pueden considerar implícitos en la CE y otros más han sido elaborados por la Doctrina, jurisprudencia a partir de las necesidades de aplicación de la propia CE. 

Art. 201.3: establece la creación de una “Comisión mixta de asuntos económicos y fiscales” entre Estado y Generalitat. Es de nueva creación, aunque también tiene un precedente. En un primer momento del desarrollo económico, había comisiones bilaterales entre el Estado y las respectivas CC.AA. En el ámbito financiero desaparecieron, al crear el Consejo de política fiscal y financiera. 

El art. 210: regula con más detalle la Comisión mixta. Que la define como un órgano bilateral de relación entre la Administración del Estado y la Generalitat. Se prevé una presidencia rotatoria y enumera las competencias de esta Comisión mixta. Por ejemplo: 

-  Acordar en su seno el alcance y concesiones de la cesión de tributos del Estado a la Generalitat.

-  Acordar la contribución de Catalunya a la solidaridad Estado.

- Revisar y actualizar el sistema de financiación.

210.4: esta Comisión rendirá cuentas ante el Parlamento de Catalunya.

3.- LOS RECURSOS Y LAS COMPETENCIAS FINANCIERAS DE LA GENERALITAT

En el art. 202 se hace una enumeración de los recursos de la Generalitat, son los mismos que contiene la CE y la LOFCA. Como novedad legislativa, en la letra k) aparecen mencionados los recursos procedentes de la UE y de programas comunitarios. La Doctrina no tuvo problemas en decir que eran recursos legítimos.

En el art. 203: hace mención y es novedad normativa es que el nº 1, es que la Generalitat tiene capacidad de decisión para determinar el volumen y composición de sus ingresos. Es el Pº de autonomía financiera, esta expresión es una forma doctrinal. Y el propio TC ha utilizado esta misma expresión para definir el Pº de Autonomía financiera y está incorporado en el texto normativo.

203.4: corresponde a la Generalitat la gestión, recaudación, liquidación e inspección de los tributos estatales cedidos totalmente. Competencias de gestión de los tributos estatales: esto es una novedad, porque en la LOFCA habla de los tributos estatales cedidos y en el desarrollo de la LOGCA dice que los tributos cedidos no sólo se cede la recaudación, sino también las competencias de gestión.  Ej: Impuesto sobre el Patrimonio, sucesiones y donaciones, impuesto transmisiones patrimoniales y actos jurídicos patrimoniales. La novedad es que en el texto del EE.AA se contempla que la competencia es de Catalunya. Es una consolidación de la técnica de cesión tributaria que aparece en el EE.AA, y una garantía de la permanencia de la gestión tributaria en Catalunya. La cesión de las competencias de gestión se encontraba en la LOFCA, pero es una Ley estatal, pero bastaría que hubiera una reforma de la Ley estatal, para cambiar e introducir modificaciones. 

En el art. 204.2: se menciona a los tributos estatales parcialmente cedidos a Catalunya. Encontramos esta diferencia, cuya recaudación se queda el Estado y en parte va a la agencia autonómica. Cuando hay un reparto de la recaudación, sería ineficiente sería dividir la gestión o duplicarla. Se mantiene una única gestión tributaria por parte del Estado. En el EE.AA 2006 abre la vía que la gestion de estos cedidos parcialmente cedidos, sin perjuicio de la delegación que pueda tener la Generalitat sobre ellos, es decir, cesión de la gestion.

En materia de gestion tributaria, se da la novedad de que aparece la previsión de una Agencia tributaria de Catalunya, según art. 204. La recaudación propios de Catalunya y de los tributos estatales que gestione Catalunya, corresponde a ésta. Lleva a la práctica los tributos que el Estado tiene esa capacidad de gestión. La existencia de esta Agencia, no supone un cambio sustantivo. Las competencias sobre recaudación de tributos ya las ejercía Catalunya. La novedad no está en el nombre, sino en la previsión de que se establezca un consorcio entre el Estado y la Generalitat y éste se encargue de la gestion de todos los tributos recaudados de Catalunya: todos: incluso los estatales cedidos o los estatales no cedidos. Este consorcio como Administración anticipada por el Estado y Catalunya, que tuviese competencias de gestión, recaudación e inspección más amplia.

En el art. 205: Los órganos económicos-administrativos, para la revisión de los actos tributarios de Catalunya. Hasta ahora la interposición de reclamaciones, salvo que fueran tributos propios de Catalunya, se llevaba a cabo ante los Tribunales económicos-administrativos de Catalunya o Central, que son órganos administrativos del Estado. 

Las reclamaciones que se interpongan ante órganos económicos administrativos, pero propios de la Generalitat. 

En el art. 206: La Participación en el rendimiento de los tributos estatales y mecanismos de nivelación y solidaridad. Se contempla la existencia de participaciones o transferencias de recursos desde el Estado a las CC.AA y en particular, viene especificada en el art. 158:

· 158.1: las transferencias para la nivelación de servicios: transferencias del Estado para garantizar una prestación mínima de los servicios esenciales para el Estado del bienestar, que pueden ser derechos sociales. Y si estos servicios sean competencia de una CC.AA sin recursos suficientes, a través de una transferencia del Estado  se puedan garantizar ese servicio.

· 158.2: Las transferencia del Fondo de compensación interritorial, que se prevén para corregir los desequilibrios territoriales. 

Este art. 206 hace referencia a la intervención de Catalunya en estas transferencias. Pero se establece que los recursos de la Generalita destinados a financiar los propios servicios como los de los Fondos de solidaridad, se ajustarán al alto o la baja participación de mecanismo de nivelación y solidaridad del Estado. Este artículo supone un reconocimiento de la intervención de Catalunya en estos mecanismos. Que estaban regulados por el Estado quien fijaba los niveles y criterios de reparto, dando un respaldo jurídico a la intervención de Catalunya  en estos mecanismos.

Las normas  jurídicas plasman soluciones se ensañaron en un primer momento, en un ámbito político.

206.3: se establece la posibilidad de ajuste de los recursos y se menciona, para financiar servicios de sanidad, educación y oros servicios esenciales que no aparecerían en la LOFCA, estos mecanismos de nivelación de servicios parecen mencionados para que pueda haber estas transferencias. Catalunya aportará fondos, siempre que las CC.AA receptoras lleven a cabo un esfuerzo fiscal similar al de Catalunya. Es una novedad normativa que no existía en los textos anteriores. También se prevé la paliación del Pº de transparencia que los resultados de estos mecanismos se evaluaran cada 5 años, se establecen las variables básicas para el reparto de los fondos. Y un factor de corrección por el % de población inmigrante. 

206.5: otra condición que se establece es que en ningún caso de las aportaciones de Catalunya, se pueda variar la posición de Catalunya en la ordenación de rentas per cápita entre CC.AA. 

En el art. 209: desarrolla nuevos Pº, como es el de Lealtad institucional. Se hace una concreción de este Pº en que se debe calorar el pacto financiero + ó -, que tenga en la Generalitat las previsiones del Estado o en el Estado, las decisiones fiscales de la Generalitat. Mención genérica y amplia, pero lleva a ninguna medida específica. Se deben valorar para tomar los ajustes pertinentes.
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4.- Tributos propios de Cataluña

1) Canon del agua = Decreto Legislativo 3/2003 (regulación actual). Tiene unos precedentes en el canon sobre aprovechamiento hidráulico, canon de infraestructura hidráulica o canon de saneamiento. Se emplea “canon” por un deseo de neutralidad del legisladoor de atribuirle una calificación jurídica más precisa; quizás por un deseo que no aparezca la categoría de tributo. Pero la doctrina financiera lo ha estudiado, los tribunales se han pronunciado sobre él, y por lo tanto, es un tributo (un impuesto). El hecho imponible = uso real o potencial del agua y también la contaminación. Hay unas exenciones, que es cuando se emplea agua para la extinción de incendios o catástrofes, etc. Sujeto activo = Agència Catalana de l’Aigua. Los recaudadores son las entidades suministradoras. Y el sujeto pasivo = Usuario (abonado). En cuanto a la base imponible = Volumen de agua consumido; metros cúbicos; según contador. Hay que decir que hay unos coeficientes = por volumen, familias numerosas, concentración demográfica. Todo esto en cuanto al uso doméstico. En referencia al uso industrial hay que decir que hay dos modalidades de cálculo, que es el tipo general y otra que es el tipo según la contaminación (para aquellas industrias caracterizadas por su contaminación). El canon del agua es un tributo afectado = Lo recauda la Agència Catalana de l’Aigua porque los recursos están afectados, el dinero que se recauda está destinado a las competencias del ACA. Su infracción viene determinada por la falta de repercusión en factura; si no repercutieran en factura, aunque lo cobraran, se les puede imponer una sanción. Y otros cánones serían:
a. Canon de regulación
b. Tarifa de utilización
c. Canon del dominio público hidráulico
2) Grandes establecimientos comerciales = Regulado en la Ley 16/2000. Tiene una finalidad extrafiscal (no es tanto recaudar sino producir otras consecuencias). Y es: protección al pequeño comercio, equilibrio territorial, contaminación, costes en infraestructuras. Es un tributo afectado (que se debe dedicar a…). Afectado a: modernización del comercio, planes reactuación en áreas afectadas. Hay una crítica y es que dice que no es extrafiscal ya que para serlo tendría que desincentivar la conducta lesiva y también traslado de costes de Administración a las empresas. El hecho imponible = utilización de grandes superficies (como mínimo de 2500 m2).. El contribuyente es el titular del grane establecimiento. Y en cuanto a su base imponible = Se calcula por la superficie. Y se cuenta:
a. De venta, reducida en 2499 metros: mínimo exento
b. Almacenes, talleres (se suma)
c. Aparcamiento (se suma)

La Base liquidable = reducción 60%. Se entiende que hay algunos comercios que es necesario una mayor superficie, por ejemplo, una tienda de muebles. Y por ello, se reduce en este tipo de casos.

En cuanto al tipo de gravamen = 17,429 €.

Y referente a la bonificación = 40 % de esa cuota en establecimientos individuales:

a. Que se pueda llegar al establecimiento por tres medios de transporte público

b. O bien dos medios de transporte público en municipios de hasta 50.000 habitantes.
Periodo impositivo = Año natural. Su devengo es el 31 de diciembre, salvo cierre. Y su gestión corresponde al patrón.

3) Gravamen de protección civil = Este término utilizado por la Doctrina tributaria, no se ha utilizado el término de impuesto, pero la doctrina dice que su naturaleza es impositiva, y reúne todas las características de los impuestos.

Regulado por la Ley 4/1997 de Protección civil. Recae sobre elementos patrimoniales afectos a actividades en las que se puede activar la protección civil. Estos elementos son: instalaciones industriales, almacenes, transportes de mercancías peligrosas, aeropuertos, presas hidráulicas, centrales nucleares, transporte de energía eléctrica, etc. 

Este gravamen fue llevado ante el TC, porque una de las limitaciones de la LOFCA en su art. 6, dice que las CC.AA no pueden aprobar tributos sobre materias reservadas a los entes locales. Los que alegaron el R.I, decían que si ese impuesto grava elementos patrimoniales, su titularidad se podía entender que era una materia reservada a los entes locales, y estos bienes inmuebles ya tributan sobre un impuesto municipal, que es el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI). Este gravamen autonómico invadía una competencia local, incumpliendo esta limitación.

Este argumento había sido utilizado con éxito en varios casos: 

a. Impuesto Balear sobre instalaciones que inciden en el medio ambiente. El TC declaró la inconstitucionalidad del tributo, por invadir la esfera local. 

b. Hay una Sentencia reciente 2005/06 en que el TC admitió la constitucionalidad del gravamen, entendiendo que el elemento esencial para la aplicación del gravamen, no eran los elementos patrimoniales, si no la posibilidad que tienen estos bienes de desencadenar una actividad de protección civil, esa peligrosidad ligada a la protección civil, es el elemento determinante de la aplicación del tributo. Hay un elemento distinto en el hecho imponible que hace no esté el limité de la prohibición del art. 6.3. 

La Exposición de Motivos y la intención del legislador para establecer tributos, es que trataba de introducir un tributo para situaciones de riesgo o de peligro, es decir grava situaciones de riesgo, una peligrosidad, no grava unos bienes concretos sino una situación de peligrosidad.

Hay exenciones para la aplicación de este tributo:

a. para los Entes públicos, 

b. para las Empresas que aún realizando estas actividades peligrosas, utilicen energía procedente de la transformación de residuos. Se trata de dar un incentivo a esta actividad de recogida de residuos. 

c. Y también, por la escasa actividad de la protección civil.

El Sujeto pasivo del impuesto, son las empresas o sujetos que realicen las actividades peligrosas.

La Base imponible para la calificación del tributo, son magnitudes no monetarias (para la mayoría de los impuestos la Base imponible son magnitudes monetarias). Dependiendo de cual sea la actividad, la base se determina en función de las toneladas de producción o almacenaje, de volumen de capacidad de las presas, etc. Y en  cada caso, sobre estas bases se aplican unos tipos que vienen señalados en la Ley y de esta manera se calcula la cuota tributaria. En la cuota hay unos topes máximos.

Este impuesto tiene una finalidad extrafiscal: La aplicación de este tributo en estas actividades peligrosas desincentiva estas actividades, si la persona que las realiza puede optar entre realizar la actividad, pagando el impuesto y si no le interesa pagar este impuesto, realizar  otra actividad. Lo recaudado por la Generalitat por este impuesto, sirve para financiar servicios de:

1. Protección civil

2. Prevención,

3. Actividades de formación

4) Canon sobre deposición de residuos municipales = Regulada recientemente en Ley 16/2003. Se enmarca en una política de gestión de residuos. Se establece la obligatoriedad de recogida los vertidos y de la entrega de residuos de determinada instalaciones públicas o privadas.

El hecho imponible del impuesto es la entrega de los residuos en estas instalaciones. Quienes entregan estos residuos son Entes locales. Es un canon que se califica como impuesto y que los sujetos pasivos son entes públicos. 

Se establece que hay un sustituto del impuesto por el contribuyente, que son los propios entes titulares de las instalaciones de gestión del residuo. Se cobra a los titulares de los entes.

La base imponible viene determinada por las cantidades depositas. Y se establece un tipo de gravamen de 10€ por tonelada. El impuesto se liquida trimestralmente y existe una afección de la recaudación al "Fondo de gestión de los residuos", por tanto lo recaudado sirve para financiar varios servicios.

5) Impuesto sobre el Bingo = Este impuesto está regulado dentro de una tasa que se denomina “Tasa fiscal del juego” y que tiene varias modalidades, como las tasas sobre los juegos de suerte, envite y azar. 

La tasa fiscal del juego es una tasa estatal que ha sido cedida a las CC.AA, pero ha habido una cesión de capacidad normativa y se han regulado y ampliado algunos otros supuestos, como la tasa sobre el bingo y que la doctrina entiende que es un impuesto.

El juego con dinero, fue legalizado en 1977. Esta legalidad surge al mismo tiempo en que se desarrolla la financiación autonómica, surge un hecho económico que es susceptible de imposición y que no está gravado por el Estado. Esto ha permitido que las CC.AA que hayan regulado otros impuestos sobre la misma actividad.

El juego con dinero es una actividad que soporta presión fiscal. Así, si se aumenta el impuesto que recae sobre la participación en el juego, tampoco hay gran variación, porque el jugados sigue jugando. Por eso, sobre el juego hay tributos importantes. Se justifica la existencia de este impuesto con un motivo extrafiscal, no sólo recaudatorio, así la aplicación del impuesto pueda desincentivar la práctica del juego. 

La tasa fiscal sobre el juego y en especial, sobre el bingo, es un impuesto que grava la participación en el juego. Estos juegos gozan de exención fiscal en el Impuesto sobre la Renta, pero el juego organizado por empresas privadas (casinos, etc.) hay u impuesto que se aplica por la actividad. Los premios tributan sobre el Impuesto sobre la Renta. Este impuesto grava la participación en el juego. 

Aplicación del impuesto:

· Sujeto pasivo o contribuyentes del impuesto son los compradores. Los que adquieren la participación. Son sustitutos del contribuyente las empresas que organizan el juego. La recaudación de este impuesto recae sobre estos empresarios que mensualmente calculan la cantidad de impuesto que deben ingresar.

· La base imponible, es el precio que tiene la participación en el juego.

· El tipo de gravamen que es del 28%. Cantidad que rigen este impuesto.

Las normas que regulan este impuesto es la Ley 25/1998 de 31.12, Ley de acompañamiento a los presupuestos. Y en los art. 33 a 35.
OTROS TRIBUTOS: TASAS Y CONTRIBUCIONES ESPECIALES

Las tasas autonómicas se aplican por la prestación de determinados servicios. Están reguladas en la Llei 15/1997 de tasas y precios públicos de la Generalitat de Catalunya, que regula las tasas por departamentos del Gobierno. Hay que remarcar el carácter limitado de las tasas y precios públicos como fuente de financiación de la Generalitat  ya que hay que tener en cuenta que su importe está condicionado por el carácter contraprestacional de la figura tributaria. p.e.: tasa del Server Català de Trànsit; tasa del uso público portuario…

Las contribuciones especiales son un tributo en desuso. Se utiliza preferentemente por los entes locales y hay contribuciones especiales reguladas en leyes como la Llei 7/1993 de carreteras, Llei 5/1994 de prevención y extinción de incendios.
Gravan las instalaciones de determinados servicios que también pueden ser realizados por las compañías aseguradoras.

Las contribuciones especiales deben ser aprobadas singularmente a través de la norma específica. Hay una previsión general de legitimación para establecerlas pero hace falta una ley expresa.

LA ACTIVIDAD DE GASTO DE LA GENERALITAT

Está enmarcada dentro del derecho presupuestario de los entes públicos. El EA06 tiene dos artículos solamente, por lo que está tratada brevemente (Cap.II del Tit. VI, artículos 211 y 212).

En la ejecución del  presupuesto de la Generalitat  se aplican los mismos criterios presupuestarios que el  del Estado: equidad, anualidad, especialidad del gasto, legalidad. Deben cumplirse los objetivos de estabilidad presupuestaria dentro de los principios y las normativas del Estado y la Unión Europeas.

La aprobación y ejecución: corresponden la aprobación al Parlament a iniciativa del Govern. Se deberá aprobar antes de la entrada del nuevo ejercicio económico, si no se prorroga automáticamente el del ejercicio anterior.

COMPLETAR PARTE FINANCIERA CON PPS (Y APUNTES EN PUNTOS NECESARIOS)
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